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ESTADO DE MICHOACAN

Desde su curul la diputada María del Carmen Martínez Santillán, solicita se ane-
xe su pronunciamiento sobre la situación de las escuelas normales en el estado de
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PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2013

Oficio del Congreso del estado de Guerrero, con el que remite acuerdo para que
en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal 2013, se autorice una partida presupuestal para la creación y ejecución del Pro-
grama Federal de Apoyo Económico para Personas con Discapacidad. Se turna a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su atención. . . . . . . . . . . . . . 
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INSTITUTO LATINOAMERICANO DE LA COMUNICACION EDUCATIVA

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del día 2 del presente
mes, por el que se exhorta al Ejecutivo federal para que a través de la Secretaría
de Educación Pública y de la Secretaría de Relaciones Exteriores actualicen las
bases jurídico-administrativas del Instituto Latinoamericano de la Comunicación
Educativa. Se remite al promovente, para su conocimiento.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTITUTO NACIONAL DE MIGRACION

Oficio del Instituto Nacional de Migración, con el que remite la información de
carácter público que contienen los programas de protección a migrantes, corres-
pondientes al tercer trimestre, así como el acumulado al tercer trimestre de 2012.
Se remite a las Comisiones de Asuntos Migratorios, y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2013

Dos oficios de la Cámara de Senadores, con los que remite acuerdo y cinco pro-
posiciones que se encuentran publicados en la Gaceta Parlamentaria, por los que
se solicita que en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal 2013, se destinen mayores recursos a:

Actividades científicas y tecnológicas. Se turna a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para construir y operar tres hospitales de especialidades en Guerrero, Oaxaca y
Chiapas. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su aten-
ción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al combate del cáncer de mama. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se asigne una laptop con Internet a niños de quinto y sexto grados de primaria de
las escuelas públicas. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para el programa presupuestario 221, Escuelas de Tiempo Completo. Se turna a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . 

Se etiqueten recursos para los pueblos y las comunidades indígenas de Michoacán.
Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su atención. . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el que remite informa-
ción relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas, correspon-
dientes al mes de septiembre de 2012, desagregada por tipo de fondo, efectuando
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la comparación correspondiente al mes de septiembre de 2011. Se turna a las Co-
misiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para
su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

Oficio del Congreso del estado de Querétaro, con el que remite iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma la fracción XV del artículo 9-A de la Ley Federal de
Telecomunicaciones. Se turna a la Comisión de Comunicaciones, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto que deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios, presentada por la senadora Iris Vianey Mendoza Mendo-
za. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . 

LEY MINERA

La diputada Bárbara Gabriela Romo Fonseca presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 10 de la Ley Minera, sobre el otorgamiento de con-
cesiones o asignaciones mineras y su impacto ambiental. Se turna a la Comisión
de Economía, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El diputado José Alberto Benavides Castañeda presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Desa-
rrollo Social, sobre el desarrollo de los programas sociales. Se turna a la Comisión
de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

La diputada Eufrosina Cruz Mendoza presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 219 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, para el derecho de las mujeres a ocupar al menos el 40 por ciento del
total de las candidaturas a diputados y a senadores. Se turna a la Comisión de Go-
bernación para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO DE COMERCIO - LEY DE SOCIEDADES MERCANTILES - 
LEY DE SOCIEDADES DE INVERSION - LEY GENERAL DE TITULOS 
Y OPERACIONES DE CREDITO - LEY FEDERAL DE DERECHOS - 
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

Se recibe del diputado José Arturo Salinas Garza iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código de Co-
mercio, de la Ley de Sociedades Mercantiles, de la Ley de Sociedades de Inver-
sión, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, de la Ley Federal de
Derechos y de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, que regula
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el manejo de conflictos de interés de las personas encargadas de la vigilancia de
la sociedad, así como que los créditos refaccionarios o de habilitación o avío de-
ben inscribirse en la Sección Unica del Registro Unico de Garantías Mobiliarias
del Registro Público de Comercio, y el fomento de la industria del financiamien-
to y perfeccionamiento de las figuras crediticias. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Economía y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACION
PUBLICA GUBERNAMENTAL

El diputado Fernando Belaunzarán Méndez presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, para incor-
porar como sujetos obligados del derecho de acceso a la información a las entida-
des que reciben recursos públicos. Se turna a la Comisión de la Función Pública,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO DE COMERCIO - LEY DE SOCIEDADES MERCANTILES - 
LEY DE SOCIEDADES DE INVERSION - LEY GENERAL DE TITULOS 
Y OPERACIONES DE CREDITO - LEY FEDERAL DE DERECHOS - 
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El diputado José Arturo Salinas Garza presenta la iniciativa previamente tramita-
da, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
del Código de Comercio, de la Ley de Sociedades Mercantiles, de la Ley de So-
ciedades de Inversión, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, de
la Ley Federal de Derechos y de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral. Se ratifica el turno a las Comisiones Unidas de Economía y de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

ARTICULO 41 CONSTITUCIONAL

El diputado Andrés de la Rosa Anaya presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para restituir a los ciudadanos su derecho a expresarse en los procesos
electorales. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.. . 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

El diputado Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza presenta iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, para la integración de la Comisión de De-
sarrollo Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se recibe posicionamiento del diputado Ricardo Monreal Ávila. . . . . . . . . . . . . . 
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En la discusión interviene el diputado Rubén Camarillo Ortega. . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueba la iniciativa. Pasa a la Cámara de Senadores, para los efectos constitu-
cionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

La diputada Crystal Tovar Aragón presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 3 y 8 de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, para
la correcta instrumentación y ejecución de la política nacional de juventud con la
participación del Instituto Nacional de las Mujeres. Se turna a la Comisión de Ju-
ventud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 65 Y 66 CONSTITUCIONALES

La diputada Ruth Zavaleta Salgado presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 65 y 66 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo referente a la ampliación de los periodos del trabajo parla-
mentario. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . 

LEY DE INSTITUCIONES DE CREDITO

El diputado Ricardo Monreal Ávila presenta iniciativa con proyecto de decreto
que deroga el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Crédito, con relación a las
cuentas de ahorro con más de 6 años de existencia. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSCRIPCIONES DE HONOR

El diputado Gerardo Francisco Liceaga Arteaga presenta iniciativa con proyecto
de decreto para que se inscriba con letras de oro en el Muro de Honor del Palacio
Legislativo de San Lázaro: Tratados de Teoloyucan de 1914. Se turna a la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA
LOS TRABAJADORES

La diputada Nelly del Carmen Vargas Pérez presenta iniciativa con proyecto de
decreto que deroga el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores, sobre los créditos para la adquisición de una vi-
vienda. Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AVIACION CIVIL

La diputada Sonia Rincón Chanona presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 62 de la Ley de Aviación Civil, para brindar certeza jurí-
dica a los usuarios del transporte aéreo, cuando en el uso de los servicios que pres-
tan las compañías de aviación, sufren un daño en su persona o su familia. Se tur-
na a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

El diputado Ossiel Omar Niaves López presenta iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 36 y adiciona un artículo 46 Ter a la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, con relación a las mujeres ru-
rales. Se turna a la Comisión de Equidad y Género, para dictamen.. . . . . . . . . . . 

Desde su curul la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña se adhiere a la iniciativa.

LEY GENERAL DE SALUD - LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

La diputada María Teresa Jiménez Esquivel presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud
y de la Ley de Asistencia Social, sobre personas con enfermedad o trastorno men-
tal. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES DE 
INFORMACION CREDITICIA

El diputado Jesús Morales Flores presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley para regular las Sociedades de
Información Crediticia, para el derecho a la privacidad, la legalidad y la seguridad
jurídica de las Sociedades de Información Crediticia. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IGUALDAD SUSTANTIVA PARA LAS MUJERES

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Diputados
se pronuncie a favor de la consecusión de la igualdad sustantiva para las mujeres
en México. Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPORTACION DE PAPA

El diputado Jesús Antonio Valdés Palazuelos presenta proposición con punto de
acuerdo por el que exhorta al gobierno mexicano para que, a través de la Secreta-
ría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y de la Se-
cretaría de Economía, eviten la importación de papa fresca a territorio nacional. Se
considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión participan los diputados:

Rubén Benjamín Félix Hays.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor Hugo Roblero Gordillo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Alfonso Durazo Montaño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor Narcia Álvarez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Catalino Duarte Ortuño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Gerardo Peña Avilés. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor García García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobada la proposición presentada, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OPERATIVO RAPIDO Y FURIOSO

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara presenta proposición con
punto de acuerdo para que se impulsen acciones legales para atender a las vícti-
mas de crímenes en lo que se han empleado armas del operativo Rápido y Furio-
so y exijan la reparación del daño al gobierno de Estados Unidos de América. . . 

Se considera de urgente resolución y en su discusión se concede la palabra a los
diputados:

José Angelino Caamal Mena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Loretta Ortiz Ahlf.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Luis Martínez Martínez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Antonio Cuéllar Steffan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aleida Alavez Ruiz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Marcos Aguilar Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado el primer resolutivo, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES

El Presidente, en términos de lo dispuesto por el artículo 100 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, informa que las proposiciones registradas en el orden del
día de esta sesión y que no tuvieron la oportunidad de presentarse en tribuna se-
rán turnadas para su trámite. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FELIPE DE JESUS VICENCIO ALVAREZ

Desde su curul la diputada Carmen Lucía Pérez Camarena solicita minuto de si-
lencio en memoria del ex legislador Felipe de Jesús Vicencio Álvarez, fallecido el
día 12 del presente mes. La Presidencia solicita cumplir con la solicitud. . . . . . . 

DIA DE LA MUJER RURAL

Para referirse a la efeméride del Día de la Mujer Rural, el día 15 de octubre, hace
uso de la palabra la diputada doña Petra Barrera Barrera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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RECESO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Se reanuda la sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se integran 54 comisio-
nes ordinarias de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión y se ratifica la integración de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Interviene el diputado Rubén Camarillo Ortega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueba el acuerdo. Comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE ACTIVIDADES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS. . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones del siguiente dictamen:

De la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 39 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos (en lo general y en
lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANEXO

PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las proposiciones con punto de
acuerdo registradas en el orden del día del martes 16 de octubre de 2012, de con-
formidad con el artículo 100, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos
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Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

ASISTENCIA

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta
Presidencia el resultado del cómputo de asistencia.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Se infor-
ma a la Presidencia que existen registrados previamente
257 diputadas y diputados; por lo tanto, hay quórum.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra (a las 11:11 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la
lectura al orden del día, en virtud de que se encuentra pu-
blicado.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden del
día. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor pre-
sidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias.— Primer año de
ejercicio.— LXII Legislatura.

Orden del día 

Orden17

Martes 16 de octubre de 2012

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

Del Congreso del Estado de Guerrero

Con el que remite acuerdo, para que en el Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2013, se

autorice una partida presupuestal para la creación y ejecu-
ción del Programa Federal de Apoyo Económico para Per-
sonas con Discapacidad.

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, relativo a la actualización
de las bases jurídico-administrativas del Instituto Latinoa-
mericano de la Comunicación Educativa.

Instituto Nacional de Migración

Oficio con el que remite la información de carácter públi-
co que contienen los programas de protección a migrantes,
correspondiente al tercer trimestre, así como el acumulado
al tercer trimestre de 2012.

De la Cámara de Senadores

Con el que remite Acuerdo aprobado, para que en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal 2013, se incremente significativamente los recursos
destinados a las actividades científicas y tecnológicas.

Con los que remite Proposiciones con punto de acuerdo,
para que en el Presupuesto de Egresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal 2013:

Se contemple una partida especial para la construcción y
operación de tres hospitales de especialidades en los esta-
dos de Guerrero, Oaxaca y Chiapas, presentada por el se-
nador Sofío Ramírez Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática.

Se destinen mayores recursos al combate del cáncer de ma-
ma, presentada por la senadora Maki Esther Ortiz Domín-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal.

Se asigne una lap top con internet a niños de quinto y sex-
to año de primaria de las escuelas públicas del país, pre-
sentada por el senador Daniel Amador Gaxiola, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Se consideren los recursos necesarios para el programa
presupuestario 221, Programa Escuelas de Tiempo Com-
pleto, presentada por el senador Daniel Amador Gaxiola,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.
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Se etiqueten recursos para los pueblos y comunidades indí-
genas del estado de Michoacán, presentada por la senado-
ra Luisa María de Guadalupe Calderón Hinojosa, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite la información relativa al pago de las
participaciones a las entidades federativas, correspondien-
tes al mes de septiembre de 2012, desagregada por tipo de
fondo, efectuando la comparación correspondiente al mes
de septiembre de 2011.

Iniciativas de las legislaturas de los estados

Del Congreso del Estado de Querétaro

Con proyecto de decreto que reforma la fracción XV del
artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones.
(Turno a Comisión)

Iniciativa de senadores

Con proyecto de decreto que deroga diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, presentada por la senadora Iris Vianey Mendoza Men-
doza, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación política.

Iniciativas

Que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Héctor Humberto Gutiérrez De la Garza, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 10 de la Ley Minera, a cargo de la
diputada Bárbara Gabriela Romo Fonseca, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo del diputado José Al-
berto Benavides Castañeda, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 219 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la diputada
Eufrosina Cruz Mendoza, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, de la Ley
del Servicio Público de Energía Eléctrica y de la Ley de la
Comisión Reguladora de Energía, a cargo del diputado Ge-
rardo Gaudiano Rovirosa, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo del
diputado Carlos Humberto Castaños Valenzuela, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, a cargo del diputado Fernando Be-
launzarán Méndez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado An-
drés de la Rosa Anaya, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3° y 8° de la Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud, a cargo de la diputada Crystal
Tovar Aragón, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 65 y 66 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Ruth Zavaleta Salgado, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Que deroga el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila, del Gru-
po Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma los artículos 41, 116 y 122 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Lucila Garfias Gutiérrez y suscrita por diputados
integrantes del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Tur-
no a Comisión)



De Decreto, para que se inscriba con Letras de Oro en el
muro de honor del Palacio Legislativo de San Lázaro,
“Tratados de Teoloyucan de 1914”, a cargo del diputado
Gerardo Francisco Liceaga Arteaga, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código de Comercio, de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, de la Ley de Sociedades de Inversión, de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, de la Ley
Federal de Derechos y la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, a cargo del diputado José Arturo Sa-
linas Garza, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 16 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la dipu-
tada Laura Ximena Martel Cantú, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a Comi-
sión)

Que deroga el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo del
diputado José Antonio Hurtado Gallegos, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 62 de la Ley de Aviación Civil, a
cargo de la diputada Lucila Garfias Gutiérrez y suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 36 y adiciona un artículo 46 Ter a
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia, a cargo del diputado Ossiel Omar Niaves Ló-
pez y suscrita por el diputado José Rubén Escajeda Jimé-
nez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y de la Ley de Asistencia Social, a cargo
de la diputada María Teresa Jiménez Esquivel, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
para Regular las Sociedades de Información Crediticia, a
cargo del diputado Jesús Morales Flores, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 256 y adiciona un artículo 467 Bis
a la Ley General de Salud, a cargo del diputado Juan Pablo
Adame Alemán, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u ob-
via resolución

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Mexicano para que a través de la Sagarpa y de la Secreta-
ría de Economía, eviten la importación de papa fresca a te-
rritorio nacional, suscrito por los diputados Jesús Antonio
Valdés Palazuelos y Rubén Benjamín Félix Hays, de los
Grupos Parlamentarios del Partido Revolucionario Institu-
cional y Nueva Alianza, respectivamente. (Urgente resolu-
ción)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral para que a través de la coordinación de la PGR, de la
Sedena, de la Semar, de la SSP, de la SRE y de la Segob,
impulsen acciones legales para atender a las víctimas de
crímenes en los que se han empleado armas del operativo
“Rápido y Furioso” y exijan la reparación del daño al go-
bierno de los Estados Unidos de América, a cargo del dipu-
tado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. (Urgente resolu-
ción)

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se solicita la creación de
una Comisión Especial del Café, a cargo de la diputada
María Rebeca Terán Guevara, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los congre-
sos de las entidades federativas en las que no se ha legisla-
do sobre el derecho a la no discriminación, para que expi-
dan las disposiciones legales necesarias encaminadas a la
prohibición de la discriminación y al desarrollo de acciones
institucionales para compensar la violación de este dere-
cho, a cargo del diputado Isaías Cortés Berumen, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Federal y a la Secretaría de la Reforma Agraria, para que
intervengan en la solución del conflicto territorial de la Zo-
na de los Chimalapas, y por el que solicita la creación de
una Comisión Especial de Análisis, Seguimiento y Conci-
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liación Pacífica del Conflicto Territorial de los Chimala-
pas, a cargo del diputado Roberto López Rosado, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Sagarpa, a fin de que se incrementen los apoyos a favor de
las mujeres rurales, a cargo de la diputada Judit Magdale-
na Guerrero López, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sedena, a
la Semar y a la Policía Federal a la exposición pública de
cada una de las recomendaciones hechas por la CNDH, que
incluya la denuncia, el status del caso y las razones por las
que no se ha resuelto, a cargo del diputado Ricardo Mon-
real Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudada-
no. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, para que garantice la aplicación del artículo 4°
Constitucional, con la finalidad de que en los programas se
cumpla con el principio del interés superior de la niñez,
suscrito por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
Nueva Alianza. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita la creación de
una Comisión Especial de la Industria Automotriz, a cargo
del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular del
Ejecutivo Federal y a los Gobiernos Estatales a intensificar
las acciones para consolidar la estrategia de detección del
Virus de Papiloma Humano en todo el territorio nacional;
así como las acciones pertinentes para continuar con la
aplicación sostenida y permanente de la vacunación uni-
versal y para que se amplie la red de laboratorios de biolo-
gía molecular para la detección del mismo, a cargo de la
diputada Raquel Jiménez Cerrillo, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita la instalación
de un grupo de trabajo que de seguimiento a los hechos
violentos suscitados el 10 de octubre de 2012 en San Dio-
nisio del Mar, así como del incremento de la violencia en
el Istmo de Tehuantepec, generada por la instalación y ope-
ración de parques eólicos, a cargo de la diputada Yesenia

Nolasco Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del
estado de Jalisco para que libere los recursos del Fondo
Metropolitano para la Zona de Ocotlán, etiquetados en el
PEF 2012, para la ejecución de proyectos presentados por
los Municipios de Ocotlán, Poncitlán y Jamay, a cargo del
diputado Ossiel Omar Niaves López, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita a la PGR, ejer-
za su facultad de atracción para investigar los supuestos
hechos delictivos de la desaparición en forma similar, de
mujeres en el estado de Aguascalientes, a cargo de la dipu-
tada María Teresa Jiménez Esquivel, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las comisio-
nes ordinarias de la LXII Legislatura, para que observen el
interés superior del niño previsto en la convención de los
derechos del niño, al momento de elaborar y aprobar los
dictámenes que les corresponden, a cargo de la diputada
Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal para que a través de las instancias correspondien-
tes, se continúe con el programa denominado Fondo de
Apoyo para Núcleos Agrarios sin Regularizar, a cargo del
diputado Oscar Bautista Villegas, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
de la SHCP y de la Sener, para que se aplique un subsidio
especial al consumo de Gas LP y Gas Natural, para la po-
blación del estado de Chihuahua y Durango en la siguien-
te temporada invernal, a cargo de la diputada Rocío Esme-
ralda Reza Gallegos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la CFE, para
que detenga los procesos de licitación de contratos para
parques eólicos en curso así como los programados para el
futuro próximo, a cargo del diputado Rosendo Serrano To-
ledo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal y a la SEP para que implementen diversas acciones
para atender y eliminar los casos de violencia y acoso es-
colar, a cargo de la diputada María del Rocio Corona Na-
kamura, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Poder Eje-
cutivo federal para que diseñe y ejecute políticas públicas
orientadas a la adquisición de la Soberanía y Seguridad
Alimentaria y Nutricional del país, a partir de la produc-
ción nacional, a cargo del diputado José Antonio León
Mendívil, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
de la SHCP, de la Sagarpa y a Conapesca, para que liberen
los recursos concernientes al Programa de Apoyo a la In-
versión en Equipamiento e Infraestructura, particularmen-
te en su componente sustitución de motores marinos ecoló-
gicos correspondiente al estado de Yucatán, a cargo del
diputado Mauricio Sahui Rivero, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo relativo a la Reforma Política del
Distrito Federal, a cargo del diputado Israel Moreno Rive-
ra, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión)

Efeméride

Con motivo del 15 de octubre, Día de la Mujer Rural, a car-
go de la diputada Petra Barrera Barrera, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.»

ESTADO DE MICHOACAN

La diputada María del Carmen Martínez Santillán
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Permítame un segundo. ¿Con qué objeto, diputada Ma-
ría del Carmen Martínez Santillán? Sonido.

La diputada María del Carmen Martínez Santillán
(desde la curul): De hacer un pronunciamiento, señor pre-
sidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: ¿En dónde? ¿A qué hora?

La diputada María del Carmen Martínez Santillán
(desde la curul): Con fundamento en el artículo 23, nume-
ral 1, inciso c), de la Ley Orgánica del Congreso, en rela-
ción con el artículo 6, numeral 1, fracción IV del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, solicito a usted se me
conceda el uso de la palabra.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Mire usted, estamos ahorita en trámite parlamentario;
lo que puede hacer es inscribir conforme al propio Regla-
mento su pronunciamiento y le daremos el uso de la voz
con un enorme gusto.

La diputada María del Carmen Martínez Santillán
(desde la curul): Entonces, quisiera que se anexara mi pro-
nunciamiento, por favor, al acta.

«Pronunciamiento la diputada María del Carmen Martínez
Santillán, del Partido del Trabajo.

Con la venia de la Presidencia; compañeras y compañeros
diputados:

El estado de Michoacán vive momentos de incertidumbre
e inestabilidad política, todo ello reflejado en la constante
inconformidad generada en todo su territorio en los secto-
res más apremiantes de la población.

Campesinos, trabajadores y estudiantes exigen su derecho
a ser escuchados y no ser reprimidos.

Lo que el día de ayer ocurrió en las escuelas normales de
Tiripetío, Arteaga y Cherán, son sólo algunos casos de los
que los principales medios de comunicación han dado
cuenta, pero la realidad es que se vive un caos que lamen-
tablemente ha llegado a límites extremos.

En virtud de los sucesos ocurridos en el estado de Michoa-
cán en donde elementos de la Policía Federal Preventiva y
de la Policía Preventiva de ese estado realizaron un opera-
tivo policiaco en la madrugada de ayer lunes 15 de octubre
para recuperar las normales de esas localidades, y resultan-
do con la detención de 176 estudiantes, el Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo considera que no es la vio-
lencia ni la represión el método de solución de conflictos,
sino el diálogo y la negociación.
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Por eso exhortamos a que esta honorable Cámara de Dipu-
tados, actuando con vocación política y democrática, se
constituya en coadyuvante entre las partes para lograr un
acuerdo que solucione el conflicto planteado.

Por supuesto que la solución pasa, necesariamente, por la
inmediata libertad de los estudiantes detenidos.

La condición de negociación radica en los consensos y
acuerdos plasmados para dar solución a las demandas de
los estudiantes; así los temas que atiendan las causas que
tienen en una situación de zozobra a los actuales modelos
educativos de las normales rurales, deben ser atendidos de
forma inmediata y bajo el diálogo.

Una reforma curricular y un modelo educativo por compe-
tencias, son unos de los principales temas de los cuales se
muestra la inconformidad de los alumnos, el fortalecimien-
to al sistema de formación de docentes, es un tema en el
que sí están de acuerdo y exigen ser escuchados.

Finalmente, queremos decir que las y los diputados que in-
tegramos el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
estamos en contra de cualquier tipo de represión contra los
alumnos normalistas de Michoacán, que pugnamos por el
diálogo y la solución del conflicto.

Es cuanto, diputado Presidente.

Diputada María del Carmen Martínez Santillán (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En virtud de que se encuentra publicada en la Gaceta
Parlamentaria, proceda la Secretaría a someter a discusión
el acta de la sesión anterior.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Está a
discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-

tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves once de octubre de dos
mil doce, correspondiente al Primer Periodo de Sesiones
Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la Sexagésima
Segunda Legislatura.

Presidencia del diputado
Jesús Murillo Karam

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con una asistencia de tres-
cientos treinta y tres diputadas y diputados, a las once ho-
ras con ocho minutos del jueves once de octubre de dos mil
doce, el Presidente declara abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; acto seguido se somete a discusión el Acta
de la Sesión anterior, no habiendo oradores registrados en
votación económica se aprueba.

El Presidente informa a la Asamblea que todos los asuntos
turnados durante la Sesión se conservarán en la Dirección
General de Proceso Legislativo, en tanto se integran las
Comisiones.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Fe-
deral, por la que invita a la Ceremonia Cívica Conmemo-
rativa del quincuagésimo noveno Aniversario del Derecho
del Voto de la Mujer, que tendrá lugar el diecisiete de oc-
tubre a las diez horas. Se designa una comisión de repre-
sentación.

b) De la Secretaría de Gobernación:

• Tres, con los que remite contestaciones a puntos de
acuerdo, aprobados en la Cámara de Diputados. Se re-
mite a las Comisiones correspondientes, para su conoci-
miento.

• Por el que remite el Reporte del Ejercicio de los Fon-
dos de Aportaciones para la Educación Básica y Nor-
mal; y de Aportaciones para la Educación Tecnológica y
de Adultos, correspondiente al Segundo Trimestre de



dos mil doce, en cumplimiento con el artículo diez,
fracción cuarta, apartado A, sub inciso b), del Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal dos mil doce. Se remite a las Comisiones de
Educación Pública y Servicios Educativos, y de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

c) De la Comisión Nacional del Agua, con la que remite el
Informe por entidad federativa correspondiente al tercer
trimestre del ejercicio fiscal dos mil doce de los recursos
asignados a los diversos municipios y prestadores de los
servicios de agua potable y saneamiento inmersos en el
Programa de Devolución de Derechos. Se remite a las Co-
misiones de Hacienda y Crédito Público, y de Recursos Hi-
dráulicos, para su conocimiento.

A las once horas con dieciséis minutos, por instrucciones
de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de asis-
tencia con un registro de cuatrocientos sesenta y seis dipu-
tadas y diputados.

El Presidente da la bienvenida a los Medallistas Olímpicos
y Paraolímpicos, que participaron en la Olimpiada Londres
dos mil doce, a quienes dirige un mensaje. 

Por instrucciones de la Presidencia, la Secretaría da lectu-
ra a los nombres de los homenajeados e invitados especia-
les, e intervienen con relación al tema los diputados: Dora
María Guadalupe Talamante Lemas, de Nueva Alianza;
Magdalena del Socorro Núñez Monreal, del Partido del
Trabajo; Víctor Manuel Jorrín Lozano, de Movimiento
Ciudadano; Ricardo Astudillo Suárez, del Partido Verde
Ecologista de México; Alliet Mariana Bautista Bravo, del
Partido de la Revolución Democrática; Flor de María Pe-
draza Aguilera, del Partido Acción Nacional; y Felipe de
Jesús Muñoz Kapamas, del Partido Revolucionario Institu-
cional. Se la concede el uso de la tribuna a la medallista
olímpica Paola Espinosa Sánchez, para dirigir un mensaje
a nombre de los medallistas homenajeados.

El Presidente invita a los diputados Coordinadores de los
Grupos Parlamentarios lo acompañen a la entrega de los re-
conocimientos.

Presidencia del diputado
José González Morfín

La Presidencia designa una comisión para acompañar a los
invitados en cuanto decidan retirarse del Recinto y a las do-
ce horas con catorce minutos declara un

Receso

A las doce horas con quince minutos se reanuda la sesión.

Se da cuenta con Acuerdos de la Junta de Coordinación Po-
lítica:

• Por el que se aprueban las preguntas parlamentarias
que se dirigirán al Presidente de la República con moti-
vo al Análisis del Sexto Informe de Gobierno. Se some-
te a discusión e intervienen los diputados: Ricardo Mon-
real Ávila, de Movimiento Ciudadano; y Domitilo
Posadas Hernández, del Partido de la Revolución De-
mocrática. En votación económica se aprueba.

En su oportunidad y desde sus curules realizan moción de
procedimiento los diputados: Ricardo Monreal Ávila, de
Movimiento Ciudadano, en dos ocasiones; Manuel Rafael
Huerta Ladrón de Guevara, del Partido del Trabajo, en tres
ocasiones; Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza, del
Partido Revolucionario Institucional; José Luis Muñoz So-
ria, Trinidad Secundino Morales Vargas, ambos del Partido
de la Revolución Democrática; Ricardo Mejía Berdeja, de
Movimiento Ciudadano; Marcos Rosendo Medina Filigra-
na, del Partido de la Revolución Democrática; Ricardo
Anaya Cortés, del Partido Acción Nacional; y Roberto Ló-
pez Suárez, del Partido de la Revolución Democrática. El
Presidente hace aclaraciones.

Por el que se somete a consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados si es de aprobarse la presentación de la
Controversia Constitucional en contra de la presentación
por parte del titular del Ejecutivo federal de la iniciativa de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo, con carácter de trá-
mite preferente que remitiera el pasado primero de sep-
tiembre de dos mil doce a la Cámara de Diputados. Desde
su curul hacen moción de procedimiento los diputados: Ri-
cardo Monreal Ávila, en dos ocasiones, Ricardo Mejía Ber-
deja, de Movimiento Ciudadano; Manuel Rafael Huerta
Ladrón de Guevara, del Partido del Trabajo, en tres ocasio-
nes; José Luis Muñoz Soria, Trinidad Secundino Morales
Vargas, Marcos Rosendo Mejía Filigrana, Roberto López
González, del Partido de la Revolución Democrática; y Ri-
cardo Anaya Cortés, del Partido Nacional, el Presidente ha-
ce aclaraciones. Se somete a discusión e interviene en con-
tra el diputado Luis Antonio González Roldán, de Nueva
Alianza, quien acepta interpelación de la diputada Zuleyma
Huidobro González, de Movimiento Ciudadano; y en pro 
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el diputado Jorge Salgado Parra, del Partido de la Revolu-
ción Democrática.

El Presidente, a las doce horas con cincuenta y cuatro mi-
nutos, declara un receso en la discusión del Acuerdo de la
Junta de Coordinación Política en comento, para que la
Asamblea reciba al Presidente del Congreso de Brasil,
quien se encuentra a las puertas del Salón de Sesiones, por
lo que se designa una comisión para acompañarlo.

Presidencia del diputado
Jesús Murillo Karam

A las doce horas con cincuenta y siete minutos se reanuda
la Sesión y la Presidencia da la bienvenida al diputado
Marco Maia, Presidente de la Cámara de Diputados de la
República Federativa de Brasil, y al señor embajador de
Brasil en México, Marcos Raposo López, y dirige unas pa-
labras.

Presidencia del diputado
José González Morfín

Continúa la discusión del Acuerdo de la Junta de Coordi-
nación Política, por el que se somete a consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados si es de aprobarse la pre-
sentación de la Controversia Constitucional en contra de la
presentación por parte del titular del Ejecutivo federal de la
iniciativa de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, con carácter de
trámite preferente que remitiera el pasado primero de sep-
tiembre de dos mil doce a la Cámara de Diputados. Se con-
cede el uso de la tribuna para responder alusiones persona-
les a los diputados: Ricardo Monreal Ávila, de Movimiento
Ciudadano; Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, del
Partido del Trabajo; Ricardo Mejía Berdeja, de Movimien-
to Ciudadano; y Martí Batres Guadarrama, del Partido de
la Revolución Democrática. En su oportunidad y desde su
curul realiza moción de procedimiento el diputado Tomás
Torres Mercado, del Partido Verde Ecologista de México.
Intervienen en contra los diputados Consuelo Argüelles
Loya, del Partido Acción Nacional; y Héctor Humberto
Gutiérrez de la Garza, del Partido Revolucionario Institu-
cional, quien acepta interpelación del diputado Fernando
Belaunzarán Méndez, del Partido de la Revolución Demo-
crática; y en pro los diputados: Silvano Blanco Deaquino,
del Partido de la Revolución Democrática, quien solicita a
la Presidencia se dé lectura al punto resolutivo de una tesis
jurisprudencial, así como a un documento elaborado por la
dirección General de Asuntos Jurídicos, lo cual fue obse-

quiado; y acepta interpelación del diputado Martí Batres
Guadarrama, del Partido de la Revolución Democrática;
Ricardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudadano. En su
oportunidad y desde su curul realiza moción de procedi-
miento el diputado Luis Antonio González Roldán, de
Nueva Alianza. En votación económica se considera sufi-
cientemente discutido, de la misma manera no se aprueba
el Acuerdo, por lo que se desecha.

Se concede el uso de la tribuna para presentar las siguien-
tes iniciativas con proyecto de decreto a los diputados:

a) Jorge Castro Trenti, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que reforma los artículos tercero y diez de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa. Se turna a la Comi-
sión de Economía, para dictamen, y a la Comisión de
Competitividad, para opinión.

Presidencia del diputado
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
moción de procedimiento los diputados Ricardo Monreal
Ávila, de Movimiento Ciudadano, en dos ocasiones; Silva-
no Blanco Deaquino, Martí Batres Guadarrama, ambos del
Partido de la Revolución Democrática; y Fernando Rodrí-
guez Dorsal, del Partido Acción Nacional. El Presidente
hace aclaraciones. 

b) Raudel López López, del Partido Acción Nacional,
que reforma el artículo noveno de la Ley de Aguas Na-
cionales. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráuli-
cos, para dictamen.

c) María Guadalupe Moctezuma Oviedo, del Partido de
la Revolución Democrática, que expide la Ley de Pen-
sión Universal para las Personas de Setenta Años de
Edad o Más. Se turna a la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables, para dictamen, y a la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública, para opinión.

Desde sus curules realizan moción de orden los diputados
Silvano Aureoles Conejo, del Partido de la Revolución De-
mocrática; María Elena Cano Anaya, del Partido Revolu-
cionario Institucional; Ricardo Mejía Berdeja, de Movi-
miento Ciudadano. El Presidente hace aclaraciones. 

d) Lourdes Adriana López Moreno, del Partido Verde
Ecologista de México, que reforma los artículos cuaren-



ta y siete, y cuarenta y ocho, y adiciona un artículo cin-
cuenta y dos Bis a la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

e) Francisco Alfonso Durazo Montaño, de Movimiento
Ciudadano, que reforma los artículos cuarto y doce de la
Ley de Asistencia Social y ciento sesenta y ocho de la
Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen. 

f) Alberto Anaya Gutiérrez, del Partido del Trabajo, que
reforma el artículo cincuenta de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a la Comi-
sión de Transportes, para dictamen.

g) René Ricardo Fujiwara Montelongo, de Nueva Alian-
za, que reforma los artículos treinta y tres, y ochenta y
siete de la Ley de Aviación Civil. Se turna a la Comisión
de Transportes, para dictamen.

h) Alfonso Inzunza Montoya, a nombre propio y de los
diputados integrantes del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que reforma el artículo veinte de la Ley Gene-
ral de Pesca y Acuacultura Sustentables. Se turna a la
Comisión de Pesca, para dictamen, y a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

i) Juan Bueno Torio, y a nombre propio y del diputado
Rubén Camarillo Ortega, del Partido Acción Nacional,
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Petróleos Mexicanos, la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público y de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas. Se turna a las Comisiones Unidas de Energía,
y de la Función Pública, para dictamen.

j) Karen Quiroga Anguiano, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales y de la Ley General del Sis-
tema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. Se
turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constituciona-
les, y de Gobernación, para dictamen.

De conformidad con el artículo ciento dos del Reglamento
de la Cámara de Diputados, las iniciativas registradas en el
Orden del Día de esta sesión que no fueron anunciadas, se-

rán turnadas a las comisiones que correspondan, publicán-
dose el turno en la Gaceta Parlamentaria, salvo las de los
diputados: Bárbara Gabriela Romo Fonseca, del Partido
Verde Ecologista de México; José Alberto Benavides Cas-
tañeda, del Partido del Trabajo; Carlos Humberto Castaños
Valenzuela, del Partido Acción Nacional; Gerardo Gaudia-
no Rovirosa, del Partido de la Revolución Democrática;
José Arturo Salinas Garza, del Partido Acción Nacional; y
Fernando Belaunzarán Méndez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, quienes solicitaron a la Secretaría sean
inscritas en la próxima sesión. En consecuencia se turna a
la Comisión de Vivienda, para dictamen, la iniciativa del
diputado Ricardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudada-
no, que deroga el artículo treinta y siete de la Ley del Ins-
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores.

De conformidad con el artículo setenta y seis, fracción
cuarta, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se con-
cede el uso de la tribuna para presentar proposición con
punto de acuerdo a la diputada María Elia Cabañas Apari-
cio, a nombre propio y de los diputados integrantes del Par-
tido Revolucionario Institucional, por el que se exhorta a la
Secretaría de Economía para que modifique los artículos
transitorios de las NOM-005-SCFI-2011 y NOM-185-
SCGI-2012, para que se prorrogue su entrada en vigor,
cuando menos, por ciento ochenta días naturales más, toda
vez que los proveedores y técnicos especializados no cuen-
tan con la capacidad e infraestructura de servicio necesaria
para desplegar la actualización requerida para el total de
gasolineras del país. Para los efectos del artículo cien del
Reglamento de la Cámara de Diputados, en votación eco-
nómica se considera de urgente resolución. De conformi-
dad con el artículo ciento trece, numeral uno, fracción pri-
mera, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
intervienen para referirse al tema los diputados: Rubén
Benjamín Félix Hays, de Nueva Alianza; Lilia Aguilar Gil,
del Partido del Trabajo; José Luis Valle Magaña, de Movi-
miento Ciudadano; Miguel Sámano Peralta, del Partido
Verde Ecologista de México; Roberto López González, del
Partido de la Revolución Democrática; Víctor Rafael Gon-
zález Manríquez, del Partido Acción Nacional; y Gilberto
Antonio Hirata Chico, del Partido Revolucionario Institu-
cional. En votación nominal, por ciento setenta y siete vo-
tos a favor; ciento sesenta y tres en contra; y seis absten-
ciones se aprueban los resolutivos. Comuníquese.

De conformidad con el artículo cien del Reglamento de la
Cámara de Diputados, las proposiciones registradas en el
Orden del Día de esta sesión que no fueron anunciadas, se-
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rán turnadas a las comisiones que correspondan, publicán-
dose el turno en la Gaceta Parlamentaria, salvo las de los
diputados Felipe Arturo Camarena García, del Partido Ver-
de Ecologista de México; Mauricio Sahui Rivero, del Par-
tido Revolucionario Institucional; María Teresa Jiménez
Esquivel, del Partido Acción Nacional; y Jesús Antonio
Valdés Palazuelos, del Partido Revolucionario Institucio-
nal, quienes solicitaron a la Secretaría sean inscritas en la
próxima sesión. En consecuencia se turnan las siguientes
de los diputados:

a) Sonia Catalina Mercado Gallegos, del Partido Revo-
lucionario Institucional, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo Federal, para que a través de la Secretaría de Edu-
cación Pública y del Instituto Nacional de Antropología
e Historia, se declare a Tamazula, Durango, zona de pa-
trimonio histórico y cultural de México, así como la ca-
sa donde nació y vivió Guadalupe Victoria, como mo-
numento histórico y cultural de México. Se turna a la
Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen.

b) Juan Jesús Aquino Calvo, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se solicita la creación de una Comisión
Especial para dar seguimiento al cumplimiento de los
Objetivos de Desarrollo del Milenio. Se turna a la Junta
de Coordinación Política, para su atención.

c) Yesenia Nolasco Ramírez, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se solicita la creación de una Co-
misión Especial encargada de Fomentar y Vigilar que la
Industria Eólica en la Región del Istmo de Tehuantepec
contribuya activa y voluntariamente al mejoramiento so-
cial, económico y ambiental de la zona. Se turna a la Jun-
ta de Coordinación Política, para su atención.

d) Ricardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudadano,
por el que se solicita a la Junta de Coordinación Políti-
ca de esta Soberanía, lleve a cabo una amplia convoca-
toria a foros y mesas de trabajo en la que participen au-
toridades, especialistas, investigadores, instituciones
académicas, ONG´s, organismos internacionales y la
sociedad civil, con la intención de contribuir al diseño
de un nuevo modelo penitenciario eficiente, justo, dig-
no y con apego a los estándares internacionales en la
materia. Se turna a la Junta de Coordinación Política,
para su atención.

e) Carlos Alberto García González, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal y a

los gobiernos de las entidades federativas intensifiquen
las acciones para la promoción de la formación, capaci-
tación y actualización de los recursos humanos que se
requieren para la satisfacción de las necesidades del país
en materia de salud. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen.

f) Andrés Eloy Martínez Rojas, del Partido de la Revo-
lución Democrática, por el que se solicita la creación de
una Comisión Especial de Seguimiento, Atención y Fo-
mento a la Agroindustria Azucarera Mexicana. Se turna
a la Junta de Coordinación Política, para su atención.

g) Judit Magdalena Guerrero López, del Partido Verde
Ecologista de México, por el que se solicita la creación
de una Comisión Especial para la atención de la Región
Centro Occidente. Se turna a la Junta de Coordinación
Política, para su atención.

h) Salvador Arellano Guzmán, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se solicita a la Secretaría de
Gobernación, instituya el día treinta de agosto como el
Día Nacional de la Participación Ciudadana. Se turna a
la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

i) Carol Antonio Altamirano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta a la Junta de
Gobierno de la Comisión Federal de Electricidad, esta-
blezca una tarifa especial para los hogares de los estados
de Oaxaca, Chiapas, Guerrero y Veracruz. Se turna a la
Comisión de Energía, para dictamen.

j) Alma Jeanny Arrollo Ruíz y Jorge Del Ángel Acosta,
del Partido Revolucionario Institucional, por el que se
solicita la creación de una Comisión Especial para dar
seguimiento a los resultados del Proyecto Aceite Tercia-
rio del Golfo en el Paleocanal Chicontepec. Se turna a
la Junta de Coordinación Política, para su atención.

k) Armando Contreras Ceballos, del Partido de la Revo-
lución Democrática, por el que se solicita la creación de
una Comisión Especial encargada de impulsar y dar se-
guimiento a la problemática de los Telebachilleratos. Se
turna a la Junta de Coordinación Política, para su aten-
ción.

l) Rosalba Gualito Castañeda, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se exhorta a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la Comisión
Nacional del Agua, ejecuten las medidas provisionales



pertinentes de saneamiento en el vaso regulador El Cris-
to. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, para dictamen. 

m) Salvador Ortiz García, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta a la Secretaría de
Educación Pública, para que revise y actualice el subsi-
dio anual que otorga por alumno a la Universidad Mi-
choacana de San Nicolás de Hidalgo. Se turna a la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen. 

Agotados los asuntos del orden del día, el Presidente cita
para la próxima Sesión Ordinaria que tendrá lugar el día
martes dieciséis de octubre de dos mil doce, a las once ho-
ras, y levanta la sesión a las dieciséis horas con diecisiete
minutos.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Aprobada el acta. 

Se informa a la asamblea que todos los turnos a comisiones
se conservarán en la Dirección General de Proceso Legis-
lativo, hasta en tanto se integren las mismas. Continúe la
Secretaría.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2013

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Honorable Congreso del Estado de Guerrero.— LIX Le-
gislatura.

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

Por instrucciones de la presidencia de la Mesa Directiva de
la Quincuagésima Novena Legislatura al honorable Con-
greso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, adjunto al
presente para los efectos legales conducentes, el acuerdo
parlamentario por el que se exhorta al honorable Congreso
de la Unión para que se autorice una partida presupuestal
del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal 2013, la cual pueda disponer el Ejecutivo fe-
deral, para la creación y ejecución del Programa Federal de
Apoyo Económico para personas con Discapacidad dentro
de los Programas de Subsidios del Ramo 20, referente a

desarrollo social, en beneficio de personas con discapaci-
dad radicadas en las entidades federativas.

Aprobado en la sesión celebrada el martes 4 de septiembre
del año en curso.

Atentamente

Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, a 4 de septiembre de 2012.— Li-
cenciada Marlén Eréndira Loeza García (rúbrica), directora de Proce-
sos Legislativos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Honorable Congreso del Estado de Guerrero.— LIX Le-
gislatura.

La Quincuagésima Novena Legislatura al honorable Con-
greso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, en nombre
del pueblo que representa, y: 

Considerando 

Que en sesión de fecha 29 de agosto de 2012, los ciudada-
nos diputados integrantes de la Comisión de Salud, presen-
taron el dictamen con proyecto de acuerdo parlamentario
por el que la Quincuagésima Novena Legislatura del hono-
rable Congreso del Estado de Guerrero, exhorta al honora-
ble Congreso de la Unión para que se autorice una partida
presupuestal del Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2013, la cual pueda disponer el
Ejecutivo federal, para la creación y ejecución del Progra-
ma Federal de Apoyo Económico para Personas con Dis-
capacidad, dentro de los Programas de Subsidios del Ramo
Administrativo 20, referente a desarrollo social, en benefi-
cio de las personas con discapacidad radicadas en las Enti-
dades Federativas, en los siguientes términos: 

“Considerandos 

En sesión de fecha 27 de septiembre de 2011, el pleno de
la Quincuagésima Novena Legislatura al honorable Con-
greso del Estado, tomó conocimiento del acuerdo que ex-
horta al honorable Congreso de la Unión para que se auto-
rice una partida presupuestal del Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2012, la cual pue-
da disponer el Ejecutivo federal y por conducto de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, incluyan a partir de
este año, la creación y ejecución del Programa Federal de
Apoyo Económico para Personas con Discapacidad, dentro
de los Programas de Subsidios del Ramo Administrativo
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20, referente a desarrollo social, en beneficio de las perso-
nas con discapacidad radicadas en las entidades federativas
que integran el territorio federal, aprobado por el Congre-
so del Estado de Oaxaca, ordenando remitirlo a la Comi-
sión de Salud, para los efectos conducentes.

Por instrucciones de la Mesa Directiva, el oficial mayor, li-
cenciado Benjamín Gallegos Segura, remitió la circular y
anexos correspondientes, mediante el oficio número
LIX/3ER/OM/DPL/01362/2011, a los diputados integran-
tes de la comisión dictaminadora. 

De conformidad con lo dispuesto por los artículo 49, frac-
ción XV, 65, fracciones II y IV, 86, 87, 127, párrafo terce-
ro, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de
Guerrero, número 286, la Comisión de Salud, tiene plenas
facultades para conocer el asunto que nos ocupa.

En la circular número 11, el oficial del Congreso del Esta-
do de Oaxaca, estableció: 

“ ... Único. Se exhorta al Congreso de la Unión para que
se autorice una partida presupuestal del Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2012, la cual pueda disponer el Ejecutivo federal y que
por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, incluyan a partir de este año, la creación y ejecu-
ción del Programa Federal de Apoyo Económico para
Personas con Discapacidad, dentro de los Programas de
Subsidios del Ramo Administrativo 20, referente a de-
sarrollo social, en beneficio de las personas con disca-
pacidad radicadas en las entidades federativas que inte-
gran el territorio federal ...”

Los diputados integrantes de la Comisión de Salud, atentos
al acuerdo aprobado por el Congreso del estado de Oaxa-
ca, si bien lo solicitado afectaría o se pretendía establecer
en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal 2012, es también cierto que la ayuda para las
personas con discapacidad no puede generarse para un año
concreto, sino que también deben establecer las condicio-
nes necesarias para que los programas de subsidio del Ra-
mo Administrativo 20, se canalicen año con año, de ahí la
viabilidad del presente acuerdo parlamentario.

Las políticas públicas deben ir acordes a las necesidades
primarias de la sociedad, pero también, deben abarcar a
aquellos grupos que se encuentren en alguna situación de
vulnerabilidad. Pero estas políticas no deben ser sólo de
apoyos económicos, sino el que las entidades administrati-

vas de los tres órdenes de gobierno deben ir encaminadas a
establecer los mecanismos que les permita tener un desa-
rrollo social sustentable.

Los gobiernos de las entidades federativas debemos pugnar
porque estas ayudas se traduzcan en beneficio de toda la
sociedad, pero sobre todo de las personas con discapaci-
dad, que les permita tener ingresos propios y, en su mo-
mento, permitirles incidir en el desarrollo social y econó-
mico de la sociedad a la cual pertenecen.” 

Que vertido lo anterior, en sesiones de fecha 29 de agosto
y 4 de septiembre del año en curso, el dictamen con pro-
yecto de acuerdo recibió primera lectura y dispensa de la
segunda lectura, respectivamente, y que en sesión de esta
última fecha la Quincuagésima Novena Legislatura al ho-
norable Congreso del Estado, aprobó por unanimidad de
votos, en todos y cada uno de sus términos, el dictamen con
proyecto de acuerdo presentado por la Comisión de Salud.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 47 fracción I de la Constitución Po-
lítica del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 8 fracción
I y 127 párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Legis-
lativo número 286, este honorable Congreso del Estado de
Guerrero, expide el siguiente 

Acuerdo Parlamentario 

Único. La Quincuagésima Novena Legislatura al honora-
ble Congreso del Estado, exhorta al honorable Congreso de
la Unión para que se autorice una partida presupuestal del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2013, la cual pueda disponer el Ejecutivo federal,
para la creación y ejecución del Programa Federal de Apo-
yo Económico para Personas con Discapacidad, dentro de
los Programas de Subsidios del Ramo Administrativo 20,
referente a desarrollo social, en beneficio de las personas
con discapacidad radicadas en las entidades federativas. 

Transitorios 

Primero. El presente acuerdo parlamentario entrará en vi-
gor el día de su aprobación. 

Segundo. Notifíquese al Congreso de la Unión, para los
efectos legales conducentes. 

Tercero. Remítase al titular del Ejecutivo del estado, para
su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Es-



tado, asimismo publíquese en la página web del Congreso
del Estado para su conocimiento general.

Dado en el salón de sesiones del honorable Poder Legislativo, a 4 de
septiembre de 2012.— Diputado Florentino Cruz Ramírez (rúbrica),
presidente; diputada Seraida Salgado Bandera (rúbrica), secretaria;
diputado Ramiro Jaimes Gómez (rúbrica), secretario.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnese a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para su atención.

INSTITUTO LATINOAMERICANO 
DE LA COMUNICACION EDUCATIVA

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta del oficio número DGPL 62-II-8-0113, signa-
do por el diputado Francisco Arroyo Vieyra, vicepresiden-
te de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me per-
mito remitir para los fines procedentes copia del similar
número DEP- 1372/12, suscrito por la licenciada Amparo
Solano Garrido, directora general adjunta de Coordinación
Política, encargada de la dirección general, de la Secretaría
de Relaciones Exteriores, así como el anexo que en él se
menciona, mediante los cuales responde el punto de acuer-
do relativo a la actualización de las bases jurídico-adminis-
trativas del Instituto Latinoamericano de la Comunicación
Educativa.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 11 de octubre de 2012.— Maestro Antonio Hernández
Legaspi (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Maestro Antonio Hernández Legaspi, titular de la Unidad
de Enlace Legislativo de la subsecretaría de Enlace Legis-
lativo de la Secretaría de Gobernación.— Presente.

Por instrucciones de la secretaria de Relaciones Exteriores,
embajadora Patricia Espinosa Cantellano, con fundamento
en el artículo 16, fracción IV, del Reglamento Interior de la
Secretaría de Relaciones Exteriores y en arreglo a las fa-
cultades de la Unidad de Enlace Legislativo, me permito
hacer llegar la respuesta a la proposición con punto de
acuerdo aprobada por la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión en la sesión ordinaria del pasado 2 de octu-
bre, el cual se hizo llegar para la atención de esta depen-
dencia federal con oficio SEL/ UEL/ 311/ 2799/ 12 y que a
continuación se describe:

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta al Ejecutivo federal a actualizar por las Secretarías
de Educación Pública, y de Relaciones Exteriores las bases
jurídico-administrativas del Instituto Latinoamericano de
la Comunicación Educativa, adaptándolas a las necesida-
des actuales, adecuando la estructura administrativa del
instituto para diversificar la generación de sus ingresos fi-
nancieros, promoviendo la autosustentabilidad del institu-
to, procurando a su vez, la transparencia y rendición de
cuentas, realizando una reingeniería administrativa.

Por lo expuesto, ruego a usted considerar la respuesta que
me permito acompañar y, en su caso, ser el amable con-
ducto para hacer llegar a la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión la información
anexa.

Sin otro particular quedo de usted.

Atentamente

México, DF, a 11 de octubre de 2012.— Licenciada Amparo Solano
Garrido (rúbrica), directora general adjunta de Coordinación Política
encargada de la Dirección General.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Respuesta al punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a actualizar por las Secretarías de Edu-
cación Pública, y de Relaciones Exteriores las bases jurídi-
co-administrativas del Instituto Latinoamericano de la Co-
municación Educativa

Como parte del proceso de reestructuración del ILCE, en la
sesión extraordinaria del Consejo Directivo realizada en la
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Ciudad de México el 18 de abril de 2011 se aprobó por
unanimidad el proyecto de Reglamento Interior del ILCE
(anexo), que planteó una renovación de las funciones y un
nuevo esquema de operación institucional, a fin de mejorar
la gestión administrativa y fortalecer la transparencia del
instituto.

El reglamento contiene asimismo modificaciones específi-
cas propuestas por el director general, en su calidad de se-
cretario del consejo, relativas a la reorganización y com-
pactación del organigrama del instituto, a fin de lograr
una mejor estructura orgánica, lo cual fue aprobado por el
pleno.

En sesión extraordinaria del Consejo Directivo del ILCE
celebrada en la Ciudad de México el 10 de octubre de 2011
se aprobó por aclamación de los Estados miembros la crea-
ción del Comité de Vigilancia del instituto y su reglamen-
to respectivo (anexo), con objeto de contar con un órgano
independiente para hacer más efectivo el control interno de
la dirección y administración del instituto.

Entre sus atribuciones, el Comité de Vigilancia está encar-
gado de recibir y analizar los informes anuales de labores
del director general del ILCE, los estados financieros del
instituto, así como solicitar información específica sobre
temas particulares de carácter administrativo o financiero.

Asimismo, el comité podrá emitir recomendaciones al
Consejo Directivo sobre cuestiones que requieran una de-
cisión en materia de gestión o administración del ILCE,
conforme a sus facultades.

El artículo 5 del reglamento establece la conformación de
los miembros del Comité de Vigilancia integrado por el vi-
cepresidente del Consejo Directivo del ILCE, el país sede
y tres representantes rotativos de las subregiones del Cari-
be, Centroamérica y Sudamérica.

México, como país sede del ILCE, ha manifestado una
constante participación en las actividades del Instituto,
orientadas a promover la cooperación regional en materia
educativa entre los países miembros, mediante el uso de los
métodos audiovisuales y tecnologías de la información
aplicadas a la enseñanza.

Reglamento del Comité de Vigilancia del organismo in-
ternacional Instituto Latinoamericano de la Comunica-
ción Educativa

Considerando

Que el Instituto Latinoamericano de la Cinematografía
Educativa (ILCE) se creó el 30 de mayo de 1956, en cum-
plimiento de una resolución de la Conferencia General de
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura (UNESCO), celebrada en Montevi-
deo, Uruguay, en 1954, con apoyo de todos los países lati-
noamericanos, para contribuir al mejoramiento de la edu-
cación a través del uso de medios y recursos audiovisuales;

Que en 1969, respondiendo a una evaluación interna y a las
necesidades de la región, cambió su nombre por el de Ins-
tituto Latinoamericano de la Comunicación Educativa, IL-
CE;

Que para reforzar la labor que ha venido desarrollando el
Instituto, los países de América Latina y el Caribe estima-
ron conveniente su reestructuración, modificando su natu-
raleza jurídica y ajustando sus objetivos para dedicarse a
diversos aspectos de la tecnología y la comunicación edu-
cativa y cultural, convirtiéndolo en un organismo interna-
cional con autonomía de gestión, personalidad jurídica y
patrimonio propio;

Que al efecto se suscribió en la Ciudad de México el 31 de
mayo de 1978 el convenio de cooperación que celebran los
países de América Latina y el Caribe para reestructurar el
Instituto Latinoamericano de la Comunicación Educativa; 

Que el convenio mencionado establece en el artículo octa-
vo: “Los órganos del ILCE son el Consejo Directivo y la
Dirección General. Se establecerán los comités consultivos
que fueren necesarios para asuntos específicos”.

Y en el artículo décimo sexto establece: “Son funciones del
Consejo Directivo”:

6. “Considerar, analizar, aprobar y rechazar, si así pro-
cede, los informes anuales de labores y los estados fi-
nancieros que presente el director general, debidamente
auditados previo informe de contraloría”.

9. “Aprobar los reglamentos del instituto y sus órga-
nos”;



Que para hacer más efectivo el control interno en la direc-
ción y administración del ILCE, de conformidad con el
acuerdo tomado en sesión extraordinaria de fecha 18 de
abril de 2011 del Consejo Directivo se decidió convocar a
un grupo de trabajo para acordar en la siguiente sesión or-
dinaria la aprobación de la creación y, en su caso, el Re-
glamento del Comité de Vigilancia del ILCE.

Al efecto, el Consejo Directivo del Instituto Latinoameri-
cano de la Comunicación Educativa aprueba el siguiente

Reglamento del Comité de Vigilancia del Instituto Lati-
noamericano de la Comunicación Educativa

Capítulo I
De las Disposiciones Generales

Artículo 1. El presente ordenamiento tiene por objeto re-
glamentar la integración, funcionamiento y atribuciones
del Comité de Vigilancia del Instituto Latinoamericano de
la Comunicación Educativa.

Artículo 2. Para los efectos de este reglamento se entende-
rá por

I. “ILCE”. Instituto Latinoamericano de la Comunica-
ción Educativa. 

II. “Convenio”. Convenio de Cooperación que celebran
los países de América Latina y el Caribe, para reestruc-
turar el Instituto Latinoamericano de la Comunicación
Educativa, suscrito en la Ciudad de México el 31 de ma-
yo de 1978.

III. “Comité”. El Comité de Vigilancia del Instituto La-
tinoamericano de la Comunicación Educativa.

IV. “Consejo Directivo”. El Consejo Directivo del Insti-
tuto Latinoamericano de la Comunicación Educativa. 

V. “Oficina de Control de Procedimientos”. Oficina de
Control de Procedimientos del Instituto Latinoamerica-
no de la Comunicación Educativa.

Capítulo II
Del Comité

Artículo 3. El comité se integrará por el vicepresidente del
consejo directivo, quien lo presidirá, el representante del

país sede, y tres integrantes más por parte de los miembros
del Consejo Directivo.

Artículo 4. El Consejo Directivo designará a los integran-
tes del comité por un periodo de dos años de entre los paí-
ses miembros que se propongan para ocupar los tres pues-
tos restantes mencionados en el artículo anterior. 

Artículo 5. Con relación a los tres integrantes restantes del
comité que se señalan en el artículo 3 de este reglamento,
la primera vez que se integre el comité, el Consejo Direc-
tivo elegirá a un miembro por un año, a otro miembro por
dos años, y al tercero por tres años. En lo subsecuente, to-
dos los integrantes serán electos por dos años.

Artículo 6. Las atribuciones del comité serán

I. Recibir y analizar los informes anuales de labores del
director general del ILCE, así como los estados finan-
cieros del instituto, y emitir su opinión sobre los mismos
para conocimiento y resolución del Consejo Directivo.

II. Solicitar al director general, o por su conducto a la
Oficina de Control de Procedimientos, información es-
pecífica sobre temas particulares de carácter administra-
tivo o financiero.

III. Emitir recomendaciones al Consejo Directivo sobre
cuestiones que requieran una decisión en materia de
gestión o administración del ILCE, conforme a sus fa-
cultades.

Artículo 7. El comité podrá reunirse las veces que sea ne-
cesario a convocatoria de su presidente, o a solicitud de al
menos dos de sus miembros.

Artículo 8. Para los efectos de que exista quórum, el co-
mité podrá reunirse con al menos tres de sus miembros y
las decisiones se aprobarán por mayoría simple de los
miembros presentes. En caso de empate el presidente del
comité contará con voto dirimente.

Artículo 9. El comité podrá convocar al director general
del ILCE a sus reuniones, para que presente la información
que se le requiera.

Artículo 10. A las sesiones del comité podrán asistir para
presentar la información que se les requiera funcionarios
del ILCE, quienes contarán solamente con derecho a voz.
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Transitorio

Artículo Único. Este reglamento entrará en vigor a partir
del día siguiente de su aprobación por el Consejo Directi-
vo.

El presente reglamento fue aprobado por el Consejo Direc-
tivo, en Sesión Ordinaria celebrada en la Ciudad de Méxi-
co, Distrito Federal, el día 10 de octubre de 2011, quedan-
do integrado de la siguiente forma: 

Representantes Periodo
Vicepresidente del Consejo Directivo
Representante de México
Representante de República 
Dominicana 1 año en funciones
Representante de Panamá 2 años en funciones
Representante de Paraguay 3 años en funciones

Reglamento Interior

Aprobado por el Consejo Directivo 
en sesión extraordinaria del 18 de abril de 2011

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Sección Única
Naturaleza, Funciones y Objetivos

Artículo 1. El Instituto Latinoamericano de la Comunica-
ción Educativa (ILCE) es un organismo internacional con
autonomía de gestión, con personalidad jurídica y patrimo-
nio propio, al servicio de los países de América Latina y el
Caribe y sus con nacionales, en aquellos campos que le son
propios, con el objetivo, propósito y funciones a que se re-
fieren los capítulos I y II del convenio de cooperación que
celebran los países de América Latina y el Caribe para re-
estructurar al Instituto Latinoamericano de la Comunica-
ción Educativa de fecha 31 de mayo de 1978, publicado en
el Diario Oficial de la Federación de la República Mexica-
na, con fecha 8 de febrero de 1979.

Artículo 2. Son de observancia general las disposiciones
del presente reglamento y tienen por objeto regular a la Di-
rección General y a las áreas que dependen de ésta, reali-
zando sus funciones siempre ajustados a los siguientes do-
cumentos:

I. Convenio de cooperación que celebran los países de
América Latina y el Caribe para reestructurar el Institu-
to Latinoamericano de la Comunicación Educativa;

II. Acuerdo sede entre el gobierno de los Estados Uni-
dos Mexicanos y el Instituto Latinoamericano de la Co-
municación Educativa relativo a la sede del instituto y a
las misiones permanentes que se acrediten ante dicho
instituto;

III. Reglamentos; y

IV. Demás disposiciones normativas aplicables.

Artículo 3. El ILCE desarrolla actividades en los ámbitos
de la educación, la investigación educativa; el uso, aprove-
chamiento y desarrollo de medios tecnológicos, mecanis-
mos, programas y sistemas de comunicación e información
y sus aplicaciones con fines educativos.

Artículo 4. El ILCE cumple sus funciones a través de la
sistematización, la investigación y el desarrollo de modelos
y sistemas educativos y; aplicaciones de la tecnología que
difunde en el continente americano y en otras regiones,
mediante mecanismos de cooperación, acuerdos, intercam-
bio y vinculación internacional.

La cooperación internacional y el intercambio de conoci-
mientos, los usos de las tecnologías y su experiencia, son
aspectos definitorios del perfil de actividades del instituto.

Artículo 5. Son principios rectores del quehacer institucio-
nal: la autonomía académica, técnica y administrativa; la
responsabilidad; la transparencia; el profesionalismo; la es-
pecialización; la experiencia; la libertad de investigación y
la innovación.

Artículo 6. Los órganos del ILCE son: el Consejo Directi-
vo y la Dirección General. El órgano superior del instituto
es su Consejo Directivo, el cual rige sus funciones en los
términos establecidos en el convenio. La Dirección Gene-
ral es el órgano de ejecución y administración.

Artículo 7. El convenio establece que la Ciudad de Méxi-
co será la sede del ILCE, sin perjuicio de que se pueda au-
torizar la creación de subsedes en otros países miembros.



Capítulo Segundo
De la Adhesión de Nuevos Estados Miembros 

Sección Única

Artículo 8. La adhesión de un nuevo Estado miembro al
convenio se efectuará con arreglo a lo establecido en el
propio, así como en las disposiciones generales aplicables
de la Convención de Viena sobre derecho de los Tratados.

Artículo 9. Cualquier Estado de América Latina y el Cari-
be interesado en adherirse al convenio podrá hacerlo bajo
las siguientes condiciones:

I. Declarar conocer el convenio y sus actualizaciones; y

II. Manifestar su total conformidad con su texto y su vo-
luntad de adherirse al mismo, protestando su fiel cum-
plimiento.

Artículo 10. El Estado interesado deberá manifestar su vo-
luntad de adhesión, mediante las vías diplomáticas corres-
pondientes, dirigidas a la Secretaría de Relaciones Exterio-
res del gobierno mexicano, en su calidad de depositaria del
convenio.

Artículo 11. La solicitud de adhesión del nuevo Estado
miembro deberá acompañarse de un texto en el que se ex-
prese el interés del nuevo Estado adherente por incorporar-
se al ILCE.

Artículo 12. La solicitud de incorporación al ILCE deberá
ser presentada por la Secretaría de Relaciones Exteriores
del gobierno mexicano.

Artículo 13. El nuevo estado miembro se incorporará al
instituto y a su consejo directivo con plenos derechos, sin
distinción alguna respecto a los Estados originalmente sus-
criptores del convenio.

Artículo 14. El nuevo Estado miembro se comprometerá a
gestionar la ratificación del convenio ante sus órganos
constitucionalmente competentes, a efecto de hacer llegar
el instrumento correspondiente, al depositario del propio
convenio, a la Secretaría de Relaciones Exteriores del go-
bierno mexicano.

Capítulo Tercero
De los Principios de la Organización Interna

Sección Única

Artículo 15. La organización interna se caracterizará por
los principios de transparencia, responsabilidad, calidad,
eficacia, eficiencia y oportunidad.

Artículo 16. El director general podrá solicitar la autoriza-
ción del Consejo Directivo para la creación de subsedes,
delegaciones o representaciones del instituto en los países
miembros o regiones en los que considere necesario esta-
blecerlos, previo acuerdo con las autoridades nacionales, a
fin de fortalecer el ejercicio y cumplimiento de las funcio-
nes sustantivas del instituto, a que se refieren los artículos
3o. a 7o. del convenio, y 4o. del presente reglamento.

Artículo 17. La Dirección General del instituto propondrá
al Consejo Directivo los manuales de organización, proce-
dimientos y servicios que considere pertinentes, así como
las modificaciones estructurales de la organización.

Dichos instrumentos deberán asegurar la transparencia, ho-
nestidad, eficiencia y eficacia de todo proceso. 

Artículo 18. La Dirección General tendrá la facultad de
desincorporar del patrimonio del ILCE los bienes que sean
necesarios para apoyar en el cumplimiento de los proyec-
tos específicos a favor de la educación y desarrollo de los
países miembros del instituto.

Artículo 19. El director general se asegurará de mantener
permanentemente informado al Consejo Directivo del
comportamiento de los principales indicadores de produc-
tividad y eficacia que alcance el instituto, mediante un in-
forme que entregará a sus miembros, de manera semestral.

Artículo 20. El instituto y sus funcionarios, trabajadores y
colaboradores deberán conducirse, invariablemente en los
términos de las normas, costumbres y disposiciones proto-
colarias que rigen las relaciones internacionales.
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Capítulo Cuarto
De la Docencia y la Investigación

Sección Única
Métodos y Finalidades

Artículo 21. Por su origen y naturaleza el instituto impul-
sa la aplicación de las tecnologías de información y comu-
nicación, priorizando aquellas más accesibles y avanzadas
desarrolladas tecnológica mente, como lo son todo tipo de
comunicación electrónica, digital y satelital, así como de
las susceptibles de operar como medio para la enseñanza y
el aprendizaje.

La modernidad de los recursos tecnológicos que aplique el
instituto no deberá desplazar las opciones, métodos y me-
dios tradicionales, como son, en su caso, la educación pre-
sencial y la utilización de materiales impresos, en tanto que
éstos respondan a las condiciones y características de un
contexto en particular.

Artículo 22. El instituto está dotado de autonomía y faculta-
do para elaborar sus propios planes y programas de estudio.

El instituto está facultado para emitir títulos, diplomas y
constancias de estudio; para gestionar ante las autoridades
educativas nacionales el reconocimiento oficial a los estu-
dios realizados en el ILCE o en las instituciones similares
con las que se vincule para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 23. El instituto podrá hacer gestiones para obte-
ner certificados de reconocimiento, convalidación y revali-
dación de estudios ante las autoridades educativas de sus
países miembros y de terceros en los que residan sus estu-
diantes y alumnos.

De igual forma, podrá extender acuerdos de incorporación
de estudios a instituciones educativas afines a sus objeti-
vos, en los términos y condiciones que determinen el ma-
nual de procedimientos correspondiente y demás normati-
vidad aplicable.

Capítulo Quinto
De la Tecnología como Herramienta de Trabajo

Sección Primera
De los Ambientes Virtuales

Artículo 24. El instituto tiene la misión de desarrollar y di-
fundir sus planes y programas educativos a través de he-

rramientas tecnológicas avanzadas creando condiciones y
entornos de aprendizaje interactivos que le permitan cum-
plir con sus funciones de enseñanza abierta, a distancia y
virtual.

Artículo 25. El instituto integrará un acervo documental
con el conjunto de materiales audiovisuales, impresos y de
cualquier otro formato que produzca o reúna, como sopor-
te y respaldo al cumplimiento de las actividades institucio-
nales y de servicio a sus usuarios.

Sección Segunda
De las Actividades Institucionales 
en materia de Radio y Televisión

Artículo 26. El instituto podrá administrar, operar, distri-
buir, colaborar y participar en estaciones, emisoras y pro-
gramas de radio y de televisión, así como con otros medios
que las tecnologías audiovisuales hagan posible, con el
propósito de impartir cursos de formación, capacitación,
actualización y desarrollo profesional, fomento de la cultu-
ra, educación, desarrollo social y comunitario.

Artículo 27. El instituto instaurará los mecanismos nece-
sarios a fin de dotarse de unidades administrativas que le
permitan producir, desarrollar, compilar y difundir mate-
riales educativos, multimedios, como soporte de las activi-
dades que desarrolle, en cumplimiento de su objeto.

Sección Tercera
De la Información Educativa

Artículo 28. El instituto desarrollará programas de infor-
mática educativa para todos los niveles educativos, de ca-
pacitación y formación profesional; gestionará proyectos
de desarrollo de las telecomunicaciones; orientará sobre el
equipamiento computacional; ofrecerá asistencia técnica y
materiales focalizados a la atención de las necesidades de
los distintos tipos de usuarios.

De igual forma, coordinará y supervisará la aplicación de
programas computacionales; asesorará en la adquisición de
equipo para el desarrollo de proyectos y, en general des-
arrollará todo tipo de actividades relacionadas con esta he-
rramienta de trabajo, que sean necesarios o compatibles
con el cumplimiento de su objeto.

El instituto desarrollará programas para el uso educativo de
los medios de información y comunicación en diferentes
formatos electrónicos: software, multimedia, páginas web,



entre otros y fomentará la convergencia de medios con fi-
nes didácticos; asimismo, promoverá la creación y desa-
rrollo de plataformas tecnológicas.

Capítulo Sexto
De la Cooperación

Artículo 29. Las relaciones del instituto con terceros y con
las autoridades del país sede se desarrollarán asegurando el
respeto al régimen de inmunidades y privilegios que deri-
van de su calidad de organismo internacional, así como del
respeto de la legislación local del país sede.

Artículo 30. En todo tipo de convenios y acuerdos en que
el instituto sea parte, éste deberá velar por el cumplimien-
to de los siguientes objetivos:

a) Que contribuyan al cumplimiento de los objetivos,
metas y actividades institucionales;

b) Que no afecten sus derechos, fines, objetivos, inmu-
nidades y privilegios;

e) Que comparezca en condiciones de equidad que le
permitan alcanzar los resultados deseados y que contri-
buyan al logro de los objetivos institucionales;

d) El fortalecimiento financiero, académico y tecnológi-
co del instituto;

e) El fortalecimiento de la autonomía institucional, en
los ámbitos mencionados en el inciso anterior;

f) El respeto del marco normativo institucional y legal
del país sede o de los países que pactan con el ILCE, sin
menoscabo de las relaciones diplomáticas vigentes; y

g) La honestidad, transparencia y honorabilidad tanto
del instituto, como de los funcionarios y personas que
comparezcan en los convenios y acuerdos, o que se pue-
dan beneficiar de dicha suscripción.

Artículo 31. La cooperación internacional es una función
originaria y esencial de la institución que se concibe como
el elemento que permite al instituto intervenir en proyectos
y actividades de su especialidad, motu proprio, o a petición
de los Estados miembros, de países terceros, de los centros
educativos o de las organizaciones que lo requieran, para
ofrecer alternativas de solución y enriquecerse a través de
su participación.

Artículo 32. La cooperación internacional tendrá como
uno de sus principales propósitos brindar los apoyos técni-
cos y académicos en sus campos de actividad, a los países
miembros y aún a terceros, haciendo posible el acceso de
estos al conjunto de materiales, sistemas, y productos edu-
cativos que genere el instituto, con la sola limitante de res-
petar los derechos de terceros y de propiedad intelectual,
autoral y patrimonial de cada obra.

Artículo 33. La cooperación internacional permitirá al ins-
tituto identificar y procurar su acceso a los avances cientí-
ficos y tecnológicos, así como a los materiales educativos
que produzcan terceros, sean miembros o no del instituto,
con la finalidad de incorporarlos en los acervos y recursos
institucionales y estar en condiciones de adaptarlos o di-
fundirlos, de conformidad con las disposiciones legales
aplicables.

Artículo 34. El Instituto asume como estrategia el inter-
cambio de proyectos, planes, sistemas y actividades con
instituciones educativas, tecnológicas, gubernamentales,
de interés social o cualquier otro organismo público, social
o privado, cuyos objetivos y finalidades sean afines o com-
plementarios a los del instituto y cuya vinculación contri-
buya al cumplimento de los fines institucionales.

Capítulo Séptimo
Del Cumplimiento de la Función Administrativa

Sección Primera
De la Estructura, Sistema 

y Procedimientos Administrativos

Artículo 35. La organización institucional se basará en es-
tructuras operativas y administrativas que permitan el cum-
plimiento ágil, eficiente, dinámico y ordenado de los com-
promisos del instituto, a través de los cuales se buscará la
autonomía necesaria en su gestión y autosuficiencia de re-
cursos humanos, técnicos y financieros.

Para el cumplimiento de sus funciones, el ILCE estará or-
ganizado en Dirección General, coordinaciones y unida-
des. Las coordinaciones y unidades cantarán con centros y
direcciones.

Para los efectos del presente reglamento se entenderá por:

Dirección General: Es el órgano unipersonal responsa-
ble de la dirección, administración y ejecución global de
las actividades sustantivas y administrativas del Instituto. 
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Coordinaciones y unidades: Son las áreas responsa-
bles de dirigir unidades técnicas sustantivas y adminis-
trativas y que reportan directamente al director general.

Direcciones y centros: Las áreas técnicas, de un mismo
nivel jerárquico que reportan al director general, a una
coordinación o, a una unidad, según determine el Ma-
nual General de Organización del ILCE.

Sección Segunda
De las Facultades y 

Obligaciones de la Dirección General

Artículo 36. El director general es el representante legal
del instituto y cuenta con facultades para su administración
y la atención de los asuntos que de ella se deriven, así co-
mo para suscribir convenios y acuerdos internacionales en
las materias de su competencia.

El director general podrá otorgar poderes generales o espe-
ciales a los funcionarios internos o a terceros que así lo re-
quieran y cuya delegación se justifique estrictamente para
el cumplimiento de sus funciones institucionales.

En todo caso, el director general deberá dar cuenta al Con-
sejo Directivo del ejercicio de las facultades a que se refie-
re éste artículo.

Artículo 37. La Dirección General tendrá las siguientes fa-
cultades y obligaciones:

I. Ejecutar los acuerdos y resoluciones, y atender las re-
comendaciones que le hiciere el Consejo Directivo;

II. Elaborar y someter a consideración del Consejo Di-
rectivo los planes y programas de trabajo del ILCE;

III. Dirigir la ejecución de los planes y programas del
ILCE aprobados por el Consejo Directivo;

IV. Realizar las negociaciones pertinentes para la cele-
bración o modificación de convenios y acuerdos de co-
operación de naturaleza técnica en las materias de su
competencia, con los Estados miembros, otros países y
organizaciones de carácter internacional y regional in-
formando de ello al Consejo Directivo;

V. Realizar estudios y gestiones con la aprobación del
Consejo Directivo, para la obtención de recursos para la
ejecución de los planes y programas;

VI. Preparar y someter a consideración del Consejo Di-
rectivo los proyectos de reglamentos del instituto y sus
órganos;

VII. Preparar y someter a consideración del Consejo Di-
rectivo el informe anual de labores y los estados finan-
cieros del ILCE;

VIII. Proponer los manuales y otras disposiciones que
regulen la operación de las áreas del ILCE;

IX. Desempeñar las funciones de secretario del Consejo
Directivo;

X. Desincorporar del patrimonio del ILCE, mediante
donación, los bienes que sean necesarios para apoyar en
el cumplimiento de los proyectos específicos a favor de
la educación y desarrollo de los países miembros del
instituto, mediante los convenios de colaboración firma-
dos, así como el desecho de bienes en desuso; y

XI. Estudiar y resolver todos los asuntos que no estén
reservados al Consejo Directivo.

La estructura, funciones y canales de comunicación que se
establecerán entre las instancias académicas, técnicas y ad-
ministrativas se fijarán en el Manual General de Organiza-
ción del ILCE. Este manual definirá igualmente la operación
de los centros técnicos con que podrá contar el instituto, de-
finiendo estructuras autónomas en lo técnico y autosuficien-
tes en lo operativo, a fin de desahogar actividades sustanti-
vas, de carácter permanente o temporal.

Artículo 38. La ejecución del plan y el cumplimiento de
sus objetivos y metas deberán asegurarse mediante la apro-
bación de programas operativos anuales que elaborarán las
áreas y aprobará el director general, quien deberá mantener
permanentemente informado al Consejo Directivo del
cumplimiento de estos programas.

Artículo 39. Son órganos auxiliares de la Dirección Gene-
ral

I. Oficina de Control de Procedimientos;

II. Dirección de Planeación Estratégica; y

III. Dirección de Enlace Institucional y Comunicación.



Artículo 40. La Dirección General como órgano de ejecu-
ción y administración del ILCE para el cumplimiento de
sus deberes y atribuciones contará en forma directa con las
siguientes áreas:

a) Coordinación de Administración y Finanzas;

b) Coordinación de Tecnologías de la Información y Co-
municación;

c) Coordinación de Radio y Televisión;

d) Coordinación del Centro de Estudios en Comunica-
ción y Tecnologías Educativas;

e) Unidad de Proyectos Educativos;

f) Unidad de Promoción y Asuntos Internacionales; y

g) Unidad de Asuntos Jurídicos.

Sección Tercera
De la Delegación de Facultades

Artículo 41. Las ausencias del director general, serán su-
plidas por el coordinador o jefe de unidad que determine el
propio director general.

Artículo 41 Bis. El director general podrá delegar su re-
presentación legal y firma de documentos al titular de la
Unidad de Asuntos Jurídicos por el carácter especial de di-
cha delegación.

Sección Cuarta
De las Atribuciones y Deberes de las 

Coordinaciones y Unidades Administrativas

Artículo 42. La Coordinación de Administración y Finan-
zas es la encargada de administrar los recursos financieros,
materiales y humanos del Instituto que apoyen en el cum-
plimiento de los procesos sustantivos, así como de organi-
zar la estructura y tareas administrativas del ILCE a fin de
facilitar el desempeño eficiente y efectivo de su operación.

Artículo 43. La Coordinación de Administración y Finan-
zas tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

I. Desarrollar acciones estratégicas para la integración y
desarrollo del capital humano que conforma el instituto;

II. Establecer los sistemas y procedimientos para la ad-
ministración de los recursos financieros;

III. Adquirir con oportunidad y eficiencia los recursos
materiales y servicios que se requieren para el funcio-
namiento adecuado del instituto;

IV. Administrar, controlar y dar seguimiento a los ingre-
sos y egresos del instituto;

V. Coordinar el desempeño efectivo de los proyectos in-
ternos y los externos del instituto con base en indicado-
res con el fin de establecer, medir y hacer eficientes los
procesos estratégicos del instituto;

VI. Orientar a la organización hacia la mejora continua
de procesos;

VII. Comparecer como apoderado legal del ILCE, en
gestiones administrativas ante autoridades del país sede
o del extranjero;

VIII. Coordinar la integración del proyecto anual del
presupuesto de las áreas, así como de los proyectos y
programas que éstas administren;

IX. Revisar y adecuar la estructura programática del ins-
tituto, en coordinación con las áreas responsables;

X. Evaluar, mediante el sistema de seguimiento físico y
financiero, los avances de los programas y proyectos,
así como sus presupuestos; y

XI. Las demás atribuciones que con tal carácter les con-
fiera el director general y las disposiciones normativas
aplicables.

Artículo 44. La Coordinación de Administración y Finan-
zas contará con los siguientes órganos auxiliares:

a) Dirección de Recursos Humanos;

b) Dirección de Recursos Financieros;

c) Dirección de Recursos Materiales y Servicios;

d) Dirección de Control Presupuestal; y

e) Dirección de Administración de Proyectos.
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Artículo 45. La Coordinación de Tecnologías de la Infor-
mación y Comunicación es el área encargada de planear,
desarrollar y ejecutar proyectos en el uso de las tecnologí-
as de la información y la comunicación en procesos educa-
tivos que tengan por objeto incrementar la cultura digital
de los usuarios.

Artículo 46. La Coordinación de Tecnología de la Infor-
mación y Comunicación tendrá los siguientes deberes y
atribuciones:

I. Identificar necesidades e intereses de desarrollo de
proyectos en materia de uso de tecnologías de la infor-
mación y la comunicación, tanto internos como exter-
nos;

II. Diseñar modelos técnico-operativos de proyectos en
materia de uso de las tecnologías de la información y la
comunicación;

III. implantar nuevos modelos de tecnologías de la in-
formación y la comunicación y sistemas informáticos
para apoyar el desarrollo de los proyectos y programas
del instituto;

IV. Apoyar acciones de orden académico que propicien
la adquisición de competencias informáticas en proce-
sos educativos;

V. Promover y difundir los proyectos y programas a car-
go del área para fortalecer la utilización de tecnologías
de la información y la comunicación;

VI. Seleccionar y proponer los sistemas de redes y tele-
comunicaciones, así como los modelos de equipo de
cómputo y periféricos para cubrir las necesidades de
operación;

VII. Desarrollar, integrar y almacenar en el ámbito de su
competencia material multimedia que pueda ser consul-
tado en diversos proyectos y programas;

VIII. Proporcionar soporte y seguimiento tecnológico
de los proyectos y programas en que participe asegu-
rando su óptimo funcionamiento;

IX. Ofrecer los servicios de instalación de espacios vir-
tuales de aprendizaje, así como coordinar la capacita-
ción, asesoría, mantenimiento, enlaces nacionales e in-

ternacionales a través de videoconferencia punto a pun-
to o multipunto; y

X. Las demás atribuciones que con tal carácter les con-
fiera el director general y las disposiciones normativas
aplicables.

Artículo 47. La Coordinación de Tecnologías de la Infor-
mación y Comunicación contará con los siguientes órganos
auxiliares:

a) Dirección de Telecomunicaciones;

b) Dirección de Información y Aplicaciones Web;

c) Centro de Cómputo; y

d) Centro de Biblioteca Digital.

Artículo 48. La Coordinación de Radio y Televisión es el
área encargada de planear, coordinar, producir, supervisar
y evaluar la programación y transmisión de los programas
y materiales audiovisuales educativos, científicos y cultu-
rales que se difundan y emitan a través de los canales y es-
pacios de que disponga el ILCE, así como de administrar el
acervo audiovisual del instituto.

Artículo 49. La Coordinación de Radio y Televisión tendrá
las siguientes atribuciones y deberes:

I. Coordinar el diseño y la instrumentación de proyectos
y programas educativos que empleen la radio y la tele-
visión en convergencia con otras tecnologías de la in-
formación y la comunicación;

II. Coordinar el monitoreo y la evaluación continua de
la programación emitida a través de las vías de transmi-
sión televisiva y radiofónica de que disponga el ILCE;

III. Promover, seleccionar y gestionar la adquisición y
renovación de derechos de programas de radio y televi-
sión para su transmisión por los canales y espacios de
que disponga el instituto;

IV. Coordinar y diseñar estrategias para la difusión y
promoción de la programación televisiva y radiofónica
emitida por los canales y espacios de que disponga el
ILCE;



V. Coordinar la administración, resguardo, preserva-
ción, clasificación, catalogación, segmentación y difu-
sión del acervo audiovisual del ILCE, así como su digi-
talización y aprovechamiento con fines educativos y de
difusión cultural por diversos medios;

VI. Participar en el establecimiento de las estrategias y
prioridades para la producción y coproducción de mate-
riales audiovisuales de índole educativa y cultural;

VII. Administrar los servicios externos para las áreas de
ingeniería y el máster de transmisión; y

VIII. Las demás atribuciones que con tal carácter les
confiera el Director General y las disposiciones norma-
tivas aplicables.

Artículo 50. La Coordinación de Radio y Televisión con-
tará con los siguientes órganos auxiliares:

a) Dirección de Producción e Innovación Tecnológica;

b) Dirección de Ingeniería; y

c) Centro de Programación y Mediateca.

Artículo 51. La Coordinación del Centro de Estudios en
Comunicación y Tecnologías Educativas es el área encar-
gada de diseñar, impartir evaluar y acreditar servicios edu-
cativos de calidad con uso intensivo de las nuevas tecnolo-
gías de la información y comunicación.

Artículo 52. La Coordinación del Centro de Estudios en
Comunicación y Tecnologías Educativas tendrá los si-
guientes deberes y atribuciones:

I. Formar docentes, investigadores y profesionales de la
educación en el uso de las tecnologías de la información
y comunicación para fortalecer el desarrollo social y
económico de la región latinoamericana y del Caribe;

II. Responder a. los retos educativos en una sociedad
global, dinámica y tecnificada;

III. Contribuir en la formación de los valores universa-
les del ser humano para lograr un desarrollo personal y
profesional que trascienda al proceso de enseñanza-
aprendizaje;

IV. Diseñar sistemas para la comunicación educativa
usando las mejores prácticas y apoyadas en la innova-
ción con sistemas de evaluación del desempeño;

V. Diseñar objetos de aprendizaje estandarizados que se
puedan compartir y reusar, así como la generación de re-
positorios para su difusión;

VI. Operar sistemas de aprendizaje para la enseñanza de
los idiomas de la región latinoamericana y del Caribe;

VII. Adoptar estándares avanzados, contribuir a su per-
feccionamiento y desarrollar aplicaciones para disposi-
tivos de última tecnología; y

VIII. Las demás atribuciones que con tal carácter le con-
fiera el director general y las disposiciones normativas
aplicables.

Artículo 53. La Coordinación del Centro de Estudios en
Comunicación y Tecnologías Educativas contará con los
siguientes órganos auxiliares:

a) Dirección de Formación y Capacitación;

b) Dirección para la Enseñanza de Lenguas Extranjeras;
y

e) Laboratorio ADL-ILCE para América Latina y el Ca-
ribe.

Artículo 54. La Unidad de Proyectos Educativos es el área
encargada de realizar estudios e investigaciones de carácter
educativo, así como del desarrollo de modelos pedagógicos
orientados a responder a las necesidades de educación de
las instituciones y organizaciones latinoamericanas. Estas
funciones estarán encaminadas al enriquecimiento y difu-
sión de los diversos campos del conocimiento y la cultura.
Para el logro de sus objetivos esta Unidad promoverá el
uso y la aplicación de las tecnologías y de la innovación a
aquellos proyectos que lo requieran en base a diagnósticos
apropiados.

Artículo 55. La Unidad de Proyectos Educativos tendrá los
siguientes deberes y atribuciones:

I. Definir, aplicar y promover en el instituto los criterios
académicos y metodológicos que aseguren la calidad y
pertinencia de las investigaciones que se realicen, así
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como determinar su congruencia con las metas y propó-
sitos específicos que las originan;

II. Promover y aplicar los conocimientos adquiridos a
través de las investigaciones, para el desarrollo de pro-
yectos educativos empleando los recursos que ofrecen
la tecnología y la comunicación, así como las estrategias
pedagógicas para el cumplimiento de sus objetivos;

III. Establecer los estándares técnico-pedagógicos que
deberán cumplir los materiales didácticos presentados
en diversos soportes y realizar estudios para evaluar el
proceso, la ejecución y los resultados de proyectos edu-
cativos desarrollados o coordinados por el instituto;

IV. Proponer y desarrollar modelos educativos dirigidos
a satisfacer necesidades de diagnóstico, diseño y eva-
luación de propuestas educativas aplicando los recursos
de la tecnología y los principios de la comunicación, la
pedagogía y la investigación a proyectos específicos en
los que apliquen sus bases teórico-conceptuales;

V. Establecer los principios metodológicos para el dise-
ño formativo de recursos didácticos con diferentes apli-
caciones en los campos de interés del instituto;

VI. Fomentar y preservar el intercambio bibliotecario
con instituciones afines, a través del establecimiento de
convenios de cooperación interinstitucional; y

VII. Las demás atribuciones que con tal carácter les
confiera el director general y las disposiciones normati-
vas aplicables.

Artículo 56. La Unidad de Proyectos Educativos contará
con los siguientes órganos auxiliares:

a) Dirección de Tecnología Educativa;

b) Dirección Pedagógica; y

c) Dirección de Contenidos Educativos.

Artículo 57. La Unidad de Promoción y Asuntos Interna-
cionales es el área encargada de diseñar y desarrollar estra-
tegias para la gestión y difusión nacional e internacional de
los proyectos y programas educativos desarrollados por el
ILCE, así como fomentar la cooperación regional entre el
instituto y los países miembros, entidades financieras, 

agencias de cooperación y otros organismos regionales e
internacionales.

Artículo 58. La Unidad de de Promoción y Asuntos Inter-
nacionales tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

I. Promover al ILCE en el ámbito educativo nacional e
internacional como la institución desarrolladora de pro-
yectos integrales en el uso de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación;

II. Ser el vínculo institucional responsable de las rela-
ciones internacionales del ILCE;

III. Promover estrategias de cooperación e intercambio
con los países miembros, organismos y entidades inter-
nacionales;

IV. Desarrollar alianzas estratégicas con organismos y
gobiernos con la finalidad de generar proyectos con
trascendencia en los países de la región;

V. Promover la participación del Instituto en aquellos
eventos nacionales e internacionales que tengan rela-
ción con las actividades y los propósitos del ILCE;

VI. Recopilar, resguardar e incrementar el acervo espe-
cializado del ILCE en sus diferentes formatos e innovar
en el uso de las tecnologías de acceso a la información
catalogada para facilitar las búsquedas de los diferentes
tipos de usuarios interesados en sus temáticas funda-
mentales; y

VII. Las demás atribuciones que con tal carácter le con-
fiera el director general y las disposiciones normativas
aplicables.

Artículo 59. La Unidad de Promoción y Asuntos Interna-
cionales cantará con los siguientes órganos auxiliares:

a) Dirección de Promoción;

b) Dirección de Asuntos Internacionales; y

c) Centro de Documentación para América Latina y el
Caribe.

Artículo 60. La Unidad de Asuntos Jurídicos es el área en-
cargada de representar, tramitar y resolver en el ámbito de
su competencia los asuntos de carácter jurídico del ILCE.



Artículo 61. La Unidad de Asuntos Jurídicos tendrá los si-
guientes deberes y atribuciones:

I. Comparecer, como apoderado legal del ILCE, en ges-
tiones diplomáticas, contenciosas, de conciliación o ne-
gociación, ante autoridades del país sede o del extranje-
ro;

II. Proporcionar asesoría y apoyo legal a todas las áreas
del ILCE sobre el marco jurídico que rige al instituto;

III. Suscribir cuando así sea designado por el director
general, los instrumentos jurídicos necesarios, con las
diversas instancias del país sede y del extranjero;

IV. Establecer los mecanismos de asesoría, control y re-
gistro de aquellas obras que genere el instituto y que se
encuentran protegidas por las legislaciones correspon-
dientes a la propiedad intelectual;

V. Llevar a cabo las negociaciones en el ámbito jurídi-
co, con las instancias que se requieran;

VI. Atenderlas demandas que se interpongan en contra
del ILCE, y comparecer ante las autoridades jurisdic-
cionales en defensa de los intereses del instituto;

VII. Interponer los recursos o juicios que sean necesa-
rios, cuando los actos de autoridad menoscaben las in-
munidades de jurisdicción y diplomática del ILCE;

VIII. Emitir la opinión jurídica de los reglamentos y de-
más normatividad que se instrumente en el instituto; y

IX. Las demás atribuciones que con tal carácter le con-
fiera el director general y las disposiciones normativas
aplicables.

Artículo 62. La Unidad de Asuntos Jurídicos cantará con
los siguientes órganos auxiliares:

a) Dirección de Convenios y Contratos;

b) Dirección de Derechos de Autor: y

c) Dirección Jurídica.

Sección Quinta
De los Sistemas de Control y Vigilancia

Artículo 63. La gestión institucional deberá incluir meca-
nismos, instancias y sistemas de control, fiscalización y
evaluación que apoyen a la Dirección General en el cum-
plimiento de las funciones institucionales, bajo principios
de transparencia, pertinencia, oportunidad, honestidad y
eficacia.

Artículo 64. Para garantizar el cumplimiento de lo esta-
blecido en el artículo anterior, el instituto cantará con la
Oficina de Control de Procedimientos, la cual se encargará
de observar el cumplimiento de las recomendaciones emi-
tidas por el Consejo Directivo a través de los mecanismos
de auditoría que se hayan establecido para tal efecto, así
como de la mejora continua de los procesos administrati-
vos y de la implementación de medidas correctivas. El ti-
tular de esta oficina presentará un informe ante el consejo
cuando éste lo solicite en sesión ordinaria.

Artículo 65. Los mecanismos de control, fiscalización y
evaluación institucional deberán asegurar que el ejercicio
del régimen de inmunidades, privilegios y de confidencia-
lidad de que goza el instituto sea ejercido exclusivamente
en respaldo al cumplimiento de los objetivos instituciona-
les y que ni sus funcionarios ni sus empleados realicen ac-
ciones abusivas de este régimen.

Capítulo Octavo
Del Marco Normativo Aplicable

Artículo 66. El convenio, el acuerdo sede, el presente re-
glamento y los manuales, normas, circulares y documentos
que emitan tanto el Consejo Directivo como el director ge-
neral constituyen el marco normativo del Instituto Latino-
americano de la Comunicación Educativa, así como por las
Convenciones de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y
Tratados Internaciones y el conjunto de disposiciones de
derecho internacional que resulten aplicables.

Artículo 67. Las disposiciones locales del país sede y las
de los países miembros sólo serán aplicables a falta de dis-
posición expresa en los instrumentos normativos a que se
refiere el artículo anterior y en todo lo que no afecte el ré-
gimen de inmunidades y privilegios a que está sujeto el ins-
tituto y que no sean contrarios a sus fines, objeto y natura-
leza jurídica. 
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Artículo 68. El ILCE podrá establecer con trabajadores,
empleados y prestadores de servicios, relaciones de carác-
ter temporal o definitivo y regirse tanto por la legislación
laboral o civil, según corresponda.

En este ámbito, el instituto deberá asegurar la observancia
de las disposiciones legales aplicables, tanto las de carácter
internacional, como del País Sede, preservando, en todo
momento, el régimen de inmunidades y privilegios de que
goza.

Transitorios

Primero. El presente reglamento entrará en vigor al día si-
guiente de su aprobación por el Consejo Directivo del Ins-
tituto Latinoamericano de la Comunicación Educativa.

Segundo. Se abroga el Reglamento Interior del Instituto
Latinoamericano de la Comunicación Educativa aprobado
en sesión del Consejo Directivo celebrada el 27 de no-
viembre de 2006.

Tercero. Se abroga el Reglamento de la Contraloría Inter-
na del Instituto Latinoamericano de la Comunicación Edu-
cativa aprobado en sesión del Consejo Directivo celebrada
el 27 de noviembre de 2006.

Cuarto. Se abrogan todas las disposiciones internas que se
opongan al presente reglamento.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Remítase al promovente, para su conocimiento.

INSTITUTO NACIONAL DE MIGRACION

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.— Instituto Nacional de Migra-
ción

Cámara de Diputados.— Presente.

Me refiero al artículo 60 del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2012 publicado en el
Diario Oficial el día 12 de diciembre de 2011, a través del
cual solicita que sean reportados los informes trimestrales

de carácter público que contenga los programas de protec-
ción a migrantes referentes a

a) Grupos Beta de Protección al Migrante. 

b) Programa de Repatriación Humana.

c) Programa Paisano.

d) Oficiales de Protección a la Infancia. 

Al respecto me permito enviarle la información del tercer
trimestre, así como el cumulado al tercer trimestre de 2012. 

Sin más por el momento, le envío un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 10 de octubre de 2012.— Licenciada en Contaduría Pú-
blica Alma Edwviges Alcaraz Hernández (rúbrica), directora.»



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 201235



Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados36



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 201237



Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados38



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 201239



Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados40

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Remítase a las Comisiones de Asuntos Migratorios y
de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

PRESUPUESTO DE EGRESOS 
DE LA FEDERACION 2013

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito hacer de su conocimiento que en sesión cele-
brada en esta fecha, se aprobó el siguiente punto de acuer-
do: 

Único. El Senado de la República exhorta respetuosa-
mente a la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión para que en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración de 2013 se incrementen significativamente los

recursos destinados a las actividades científicas y tecno-
lógicas conforme a lo dispuesto en los artículos 9 Bis de
la Ley de Ciencia y Tecnología y 25 de la Ley General
de Educación, a fin de alcanzar en el menor tiempo la
inversión anual del 1 por ciento del producto interno
bruto. 

Atentamente 

México, DF, a 11 de octubre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Sofío Ramírez Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, presentó propuesta con punto de acuerdo que soli-
cita al titular del Ejecutivo federal y a la Cámara de Dipu-
tados que consideren una partida especial presupuestal



para la construcción de tres hospitales de especialidades en
los estados de Guerrero, Oaxaca y Chiapas. 

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, mismo
que se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados. 

Atentamente

México, DF, a 9 de octubre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«El suscrito senador de la República, Sofío Ramírez Her-
nández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática de la LXII Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 8, fracción II, del
Reglamento del Senado de la República, somete a conside-
ración de ésta Asamblea, la presente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones 

La pobreza y la marginación son dos grandes problemas
que enfrenta México y de manera particular el Estado de
Guerrero. Estos elementos determinan en mayor medida
que la población que la padece no tenga oportunidad de ac-
ceder a una vida digna.

En el caso de las mujeres, la marginación y la pobreza les
confieren características particulares y las limita de mane-
ra significativa en la educación, el empleo y la salud, Las
desigualdades de género toman también un matiz diferente
cuando se considera el contexto geográfico y cultural. 

La salud es una condición y un derecho lejano para millo-
nes de mujeres en México. Diariamente mueren aproxima-
damente 14 mujeres por cáncer de mama; 12 mujeres por
cáncer cérvico-uterino; y dos mujeres por causas relacio-
nadas con el embarazo y el parto. En las regiones más
marginadas de Oaxaca, Chiapas, Guerrero y Puebla,
una mujer tiene más posibilidades de morir que en
cualquier otro Estado del país ya que estás enfermeda-
des duplican su tasa de mortalidad. 

Asimismo, las mujeres mexicanas enfrentan graves peli-
gros debido a la desatención del Estado, ya que no todos
los hospitales del sector salud cuentan con la infraestructu-
ra adecuada y moderna, personal especializado y medica-
mentos indispensables, para atender los padecimientos de
la mujer. 

Las enfermedades que cobran la vida de las mujeres con
más frecuencia son las cardiovasculares, diabetes e hiper-
tensión, las cuales podrían evitarse a través de la preven-
ción; también es importante poner atención en la salud re-
productiva, La mayoría de los daños obstétricos y los
riesgos para la salud de la madre y del niño pueden ser pre-
ventivos, detectados y tratados con éxito, sin embargo, co-
mo ya se mencionó, no siempre se cuenta con la infraes-
tructura hospitalaria mínima para que sean atendidos. 

En nuestro país, la falta de seguridad social para la mujer
sigue siendo un problema importante, ya que cada vez son
más mujeres que no tienen acceso a las instituciones de sa-
lud, lo cual las hace más vulnerables a padecer alguna en-
fermedad. 

Quiero referirme en específico al caso de la ciudad de Tla-
pa, región de La Montaña del estado de Guerrero, donde
sólo hay un hospital general que atiende a una población
superior a las 343,000 personas. 

Alrededor del 96 % de la población indígena en Guerrero
no tiene acceso a servicios de salud por falta de hospitales
con personal calificado y equipamientos básicos. 

La Montaña tiene un hospital general en Tlapa con sólo
tres ginecólogos, dos anestesistas y un pediatra contrata-
dos para cubrir un solo turno; además siete hospitales bá-
sicos comunitarios sin especialistas ni equipamientos bási-
cos; y unas 197 unidades de salud, de las cuales más de la
mitad no tiene ni siquiera, un médico general, funcionan só-
lo con enfermeras y personal menos calificado. 

En la entidad, la mortalidad materna es de las más ele-
vadas en el mundo: En Guerrero, 281 mujeres indíge-
nas mueren por cada 100 mil recién nacidos, 47 por
ciento de ellas mueren en su casa por carecer de servi-
cios de salud, mientras el promedio de las mujeres indí-
genas en México es de 151 y de 56 en las mujeres mexi-
canas. 

De acuerdo con información del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (INEGI), en 2010 se registraron
mil 78 decesos de mujeres por causas asociadas al em-
barazo, cifras que siguen muy lejos del compromiso
asumido por México en las Metas de Desarrollo del Mi-
lenio, según las cuales para el año 2015 la tasa de mor-
talidad materna debería ser de 22 por 100 mil nacidos
vivos. 
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La infraestructura hospitalaria en el Estado de Guerrero es
insuficiente para atender el número de mujeres que habitan
ahí y que requieren urgentemente servicios médicos espe-
cializados. 

La salud es esencial para el mejoramiento de la calidad de
vida y el desarrollo de las mujeres; la situación actual está
marcada por los rezagos acumulados en cobertura y cali-
dad, la desigualdad en los niveles de salud y distribución
de recursos entre grupos sociales y regiones es exorbitante,
por tal motivo consideramos necesaria la construcción de
un hospital de especialidades que atienda a la comunidad
de Tlapa de Comonfort, de la región de La Montaña del es-
tado de Guerrero. 

Por lo expuesto, someto a consideración del pleno de esta
Honorable Asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo 

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal y a la Cámara de
Diputados para que en el proceso de discusión y aproba-
ción del proyecto de Presupuesto de Egresos para el ejerci-
cio 2013, contemplen una partida especial para la cons-
trucción y operación de un hospital de especialidades en la
ciudad de Tlapa de Comonfort para la atención satisfacto-
ria de las mujeres de la región de La Montaña del Estado
de Guerrero.

Dado en la Cámara de Senadores del honorable Congreso de la Unión,
a los nueve días del mes de octubre de 2012.— Senador Sofío Ramí-
rez Hernández (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha, la senadora Maki Esther Ortiz Domínguez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó propuesta con punto de acuerdo para que la Secretaría de
Salud destine mayores recursos para prevenir, diagnosticar
y brindar tratamiento integral a las pacientes con cáncer de
mama. 

La Presidencia dispuso que los resolutivos primero y terce-
ro de dicho punto de acuerdo, que se anexa, se turnaran a

la Comisión de Salud, y el segundo a la Cámara de Dipu-
tados. 

Atentamente 

México, DF, a 9 de octubre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«La que suscribe, senadora Maki Esther Ortiz Domínguez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, ante el pleno de la Cámara de Senadores del hono-
rable Congreso de la Unión de LXII Legislatura, con fun-
damento en los artículos 8, numeral 1, fracción II, y 276 del
Reglamento del Senado de la República, somete a conside-
ración de esta asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo para que la Secretaría de Salud destine mayores
recursos para prevenir, diagnosticar y brindar tratamiento
integral a las pacientes con cáncer de mama.

Exposición de Motivos

El cáncer de mama constituye en México, desde 2006, la
primera causa de muerte por enfermedad de cáncer en la
población femenina de 25 años y más. En 2010 ocurrieron
5 mil 1 defunciones, lo que representa alrededor de 14 de-
cesos diarios atribuibles al cáncer de mama.

A continuación se presenta una tabla1 que arroja el núme-
ro de defunciones y tasa de mortalidad por tumor maligno
de la mama en mujeres de 25 años y más por año de regis-
tro, que abarca del 2000 al 2010, con lo que se observa que
los decesos a nivel nacional han aumentado anualmente:

En nuestro país el cáncer de mama es un importante pro-
blema de salud pública ya que con el tiempo, el número de
casos se ha incrementado. Al igual que en el resto del mun-
do, la tasa de mortalidad se eleva con la edad, de manera



que éste es uno de los factores de riesgo más importantes
para el desarrollo del cáncer de mama. La tasa de mortali-
dad específica en el grupo de mujeres de 40 a 49 años de
edad oscila en 14.9 por 100 mil; en las de 50 a 59 años de
edad de 29.1, en las mujeres de 60 a 69 de 37.0 y en las de
70 y más años de edad la mortalidad es de 53.1 por 100
mil. 

Conforme a los factores de riesgo asociados a la edad y la
tendencia hacia el envejecimiento de nuestra población, se
estima que la incidencia y la mortalidad seguirán aumen-
tando.

Para efectos de clasificar el estado de evolución de la neo-
plasia, “el diagnostico del cáncer de mamá se divide en 5
etapas, siendo la etapa II la de menor gravedad y la etapa
V la más grave. La etapa I es cuando se necesita verificar
nuevamente para establecer un diagnostico”. Esto tiene im-
plicaciones en las probabilidades de sobrevivencia y cura
de esta enfermedad. Si se detecta el cáncer de mama en las
etapas I y II, la probabilidad de curación es mayor al 88 por
ciento, en la etapa III es de 66 por ciento, en la etapa IV es
de 36 por ciento y en la etapa V es de tal sólo 7 por ciento.

Tristemente, hoy día en nuestro país el 90 por ciento de los
casos detectados se hacen en las etapas IV y V, lo que ex-
plica en buena medida que sigamos perdiendo una gran
cantidad de mujeres por este terrible mal.

Ante ello, el Estado y la sociedad mexicana debemos unir-
nos y redoblar esfuerzos para revertir esta situación. Nece-
sitamos invertir y fortalecer los programas de salud y de
educación para incrementar el acceso oportuno a la detec-
ción, al diagnóstico temprano y al tratamiento adecuado.

Como se establece en la Norma Oficial Mexicana 041,
“existe suficiente evidencia científica que confirma que en
los países desarrollados, un programa de tamizaje, organi-
zado y realizado de manera óptima, tiene el potencial de re-
ducir entre el 20 y 40 por ciento la tasa de mortalidad y la
carga de la enfermedad en la población en riesgo”.2

Además, de acuerdo con el Programa de Acción Específi-
co 2007-2012 Cáncer de Mama,3 existen dos componentes

en los programas de detección temprana del cáncer: el
diagnóstico temprano y el tamizaje.

El diagnóstico temprano se basa en actividades de educa-
ción a la población y de capacitación al personal de salud
para identificar de manera precoz los síntomas y signos de
cáncer que lleven al diagnóstico y tratamiento temprano;
por otra parte, el tamizaje es la identificación de una enfer-
medad en fase preclínica a través de la utilización de prue-
bas que puedan ser aplicadas de forma rápida y extendida
a población en riesgo, aparentemente sana.

El éxito de un programa de tamizaje depende de contar
con personal y equipo suficientes para efectuar las prue-
bas y la disponibilidad de servicios para el diagnóstico, tra-
tamiento y seguimiento y un sistema de monitoreo y eva-
luación.

He de reconocer que mucho han hecho las autoridades sa-
nitarias en los últimos años para luchar contra el cáncer de
mama. El número de mastógrafos se ha incrementado en
más de una tercera parte, para contar hoy día con más de
600 en el sector salud, lo que ha permitido realizar más de
1.5 millones de mastografías, tres veces más que las reali-
zadas en 2007. Igualmente, se han hecho esfuerzos en la
capacitación de personal en radiología, especialmente por
parte del Instituto Nacional de Cancerología. También, se
han venido construyendo unidades médicas especializadas
para tratar el cáncer de mama, Dedicams, hoy se cuenta
con cinco terminadas. Y lo más importante, desde 2007 el
tratamiento de cáncer de mama cuenta con financiamiento
para que a toda paciente, independientemente de su situa-
ción económica o de derechohabiencia, tenga garantizado
el tratamiento.

Sin embargo, también he de reconocer que no es suficien-
te lo que hemos hecho y que se requiere de un mayor es-
fuerzo y recursos. 

Para reducir la mortalidad e incrementar la supervivencia
de las pacientes es esencial instrumentar programas de ta-
mizaje con base poblacional, priorizar las actividades que
garanticen la calidad de los servicios tales como la capaci-
tación y la supervisión, así como establecer unidades espe-
cializadas en mastología para el manejo de las anormalida-
des identificadas por tamizaje o por datos clínicos.

La mastografía es la piedra angular del tamizaje del cáncer
de mama, por ello se debe prestar la debida atención a la
calidad requerida para su funcionamiento y la interpreta-
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ción, e incluir el control de calidad físico-técnico del equi-
po para la mastografía. Para ello necesitamos suficientes
mastógrafos y también personal calificado que permita la
calificación e interpretación adecuada de las imágenes.

Lo anterior resulta más evidente y urgente a la luz de la
modificación de la Norma Oficial Mexicana NOM-041-
SSA2-2011, “Para la prevención, diagnóstico, tratamiento,
control y vigilancia epidemiológica del cáncer de mama”,
en la cual se plasma que el examen de mastografía no de-
be hacerse a partir de los 50 años sino a partir de los 40
años, avance significativo ya que los índices arrojan cifras
que derivado de ello se disminuyó la edad para este exa-
men. 

Cabe hacer mención que dicha norma establece las activi-
dades de prevención están encaminadas al conocimiento de
los factores de riesgo como lo es la mujer mayor de 40
años, asimismo menciona las indicaciones de mastografía
de tamizaje en mujeres de 40 años y más. Por otra parte, en
su numeral 7.2.6 plasma que a toda mujer que haya tenido
un familiar (madre o hermana) con cáncer de mama antes
de los 40 años se le debe realizar un primer estudio de mas-
tografía, diez años antes de la edad en que se presentó el
cáncer en el familiar, y posteriormente de acuerdo con los
hallazgos clínicos, el especialista determinará el segui-
miento.

De acuerdo con proyecciones de la Secretaría de Salud, pa-
ra cumplir con las disposiciones de esta norma en cuanto al
tamizaje por mastografía, y en un esquema de avance gra-
dual hacia el 2018, se tendría que realizar el próximo año
3.7 millones de mastografías, lo que significa duplicar el
número que se realiza actualmente, y para el 2012 alrede-
dor de 6.4 millones. 

Aunado a lo anterior, toda vez que el próximo 19 de octu-
bre se conmemora el Día Internacional de la Lucha contra
Cáncer de Mama, se considera oportuno exhortar al go-
bierno federal a efecto de que implemente medidas com-
plementarias para combatir eficazmente esta terrible neo-
plasia.

Es por lo anterior que someto a consideración de esta so-
beranía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. El Senado de la República exhorta respetuosa-
mente al titular del Ejecutivo federal para que por conduc-

to de la Secretaría de Salud y las instituciones de seguridad
social destine mayores recursos para prevenir, diagnosticar
y brindar tratamiento integral a las pacientes con cáncer de
mama, así como para la compra de mayor número de mas-
tógrafos.

Segundo. Se exhorta a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de la honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión a asignar dentro del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal de 2013 un incremento al presupuesto en salud a efecto
de que la Secretaria de Salud en su ámbito de competencia
lo destine a políticas públicas encaminadas al combate del
cáncer de mama.

Tercero. El Senado de la República exhorta respetuosa-
mente al titular del Ejecutivo federal para que por conduc-
to de la Secretaría de Salud se aumente el número de pla-
zas para radiólogos en residencias médicas y se amplíe los
programas de capacitación. 

Notas:

1 Dirección General de Información en Salud (DGIS). Base de datos
de defunciones 2000-2009. En línea: Sistema Nacional de Información
en Salud (Sinais). México: Secretaría de Salud. http://www.sinais.sa-
lud.gob.mx

1/ Tasa por 100 mil mujeres de 25 años y más.

2 NOM-041-SSA2-2011, “Para la prevención, diagnóstico, tratamien-
to, control y vigilancia epidemiológica del cáncer de mama”.

3 http://www.spps.gob.mx/images/stories/SPPS/Docs/proy_prog/
6._pdatcm.pdf

Senadora Maki Esther Ortiz Domínguez (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador Daniel Amador Gaxiola, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó propuesta con punto de acuerdo que solicita a las
Comisiones de Educación Pública y Servicios Educativos;
y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Dipu-



tados que generen una partida en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de 2013 para dotar a los niños de quin-
to y de sexto grados de primaria de las escuelas públicas
del país de una computadora portátil (laptop) con Internet.

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, que se
anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 9 de octubre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«Proposición con punto de acuerdo por el que se solicita a
las Comisiones de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados que generen una partida presupuestal en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación de 2013 para dotar a
los niños de quinto y de sexto grados de primaria de las es-
cuelas públicas del país de una laptop con Internet

El que suscribe, Daniel Amador Gaxiola, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en la LXII Legislatura del Senado de la República,
de conformidad con lo establecido en los artículos 8, frac-
ción II y, 276, numeral 1, del Reglamento del Senado de la
República, somete a consideración del pleno proposición
con punto de acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

En estos tiempos son imprescindibles las tecnologías de in-
formática y comunicación (TIC) en el desarrollo del apren-
dizaje, pues despiertan y desarrollan el interés del escolar
y, de esa manera, motivan el aprendizaje en forma efectiva,
debido a que hoy en esta sociedad de cambios constituyen
un recurso fundamental para el proceso de enseñanza y
aprendizaje.

El uso de las TIC lleva a un conocimiento amplio de estas
herramientas informáticas que, a su vez, permitirá a los do-
centes planificar y ejecutar sus sesiones de aprendizaje con
creatividad y que estas se muestren novedosas para los ni-
ños, a fin de que conciban sus aprendizajes de una forma
diferente y dinámica, y se estimule la adquisición de cono-
cimientos. Es de suma importancia que en las escuelas se
empleen este tipo de herramientas, pues ayudarán a que los
niños aprendan cuáles son las nuevas tecnologías que se
solicitan en el mundo de hoy y cómo deben desenvolverse
en el siglo XXI.

El docente desempeña un papel muy importante y decisivo
al momento de emplear las TIC en su trabajo pedagógico,
pues permitirá al niño potenciar su aprendizaje y favorece-
rá sus habilidades sociales; es decir, desarrollar capacida-
des; asimismo, que aprenda a utilizar dichas herramientas
para resolver problemas de la sociedad actual, lo que con-
lleva a que sea investigativo e innovador.

Los estudios realizados han demostrado que en la práctica
pedagógica, el claustro de profesores y el alumnado de-
muestran mayor independencia de las actividades relacio-
nadas con las TIC, desarrollándose una cultura de la infor-
mática, incrementándose la motivación por el estudio
ganando en destreza para la manipulación de esta herra-
mienta de estudio y superación. Sin embargo, este proceso
del uso de las TIC como medio de enseñanza y herramien-
ta de trabajo en la educación primaria se debe trabajar más
por su eficacia y el uso óptimo en el proceso docente edu-
cativo, teniendo en cuenta una de las dimensiones que
identificamos como la dimensión cognitiva integradora,
que posibilite desde la interdisciplinariedad como filosofía
y estilo de trabajo por desarrollar por el colectivo docente
de esta primera enseñanza.

Los cambios sociales ocurridos han generado nuevas y
complejas tareas a la actividad científica contemporánea,
por lo que en su papel social el maestro prepara la genera-
ción futura del país, y en la actualidad ello obliga a crear
un profesional de la educación primaria acorde con estas
exigencias del mundo moderno, que tiene como base la
complejidad de la integración del conocimiento científico
actual que debe ser desarrollado en currículo de la escuela
primaria formando parte de la actividad académica e in-
vestigativa que se desarrolla en ellas.

En el campo de la didáctica, el uso adecuado de los medios
de enseñanza como soporte material del conocimiento lo-
gra su mayor expresión en el uso de las TIC, lo cual no im-
plica que deban convertirse en la solución de los problemas
educativos a través sólo del uso de la técnica. Está obligado
su uso en este nivel principalmente para desarrollar y difun-
dir una visión más crítica de la sociedad en que el individuo
se desarrolla. Al otorgarse a los materiales tecnológicos co-
mo soportes del aprendizaje el uso adecuado y el carácter
interdisciplinario, propiciará en el alumno un papel más ac-
tivo como recurso para su aprendizaje. Por ello, la orienta-
ción en nuestros educandos de la edad primaria al análisis
y reflexión del software a su alcance, dentro de la colec-
ción multisaber, los entrenará y preparará en su accionar
para la interpretación de los materiales audiovisuales a su
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alcance y las relaciones entre las asignaturas del currículo
que reciben.

Sin embargo, hay una brecha digital entre los niños y los
jóvenes en el país, pues hay casi 33 millones de niños en-
tre 0 y 14 años de edad y representan 29 por ciento de la
población del país, por lo que este segmento es el futuro de
México.

Además, el país se encuentra muy por debajo de los rangos
de una verdadera red informática y sus usos tecnológicos.
Según estadísticas del Inegi de 2010, en México 8.44 mi-
llones de hogares están equipados con computadora, lo que
representa 29.8 por ciento de los que hay en el país y en
cuanto a conectividad 6.3 millones cuentan con conexión a
Internet, lo cual representa 22.2 por ciento del total en Mé-
xico.

También nos muestra el Inegi que en entidades como el
Distrito Federal, Nuevo León, Sonora y Baja California, 4
de cada 10 hogares cuentan con computadora, lo cual sig-
nifica un promedio de 43.4 por ciento. Mientras, en Chia-
pas, Guerrero y Oaxaca sólo 1 de cada 10 hogares tiene ac-
ceso a una computadora, en un promedio de 14 por ciento.
Por otro lado, los estados no consideran una ley que esta-
blezca el uso de la tecnología, solo se tiende a desarrollar
programas emergentes a fin de dotar de éstos a contados
estudiantes.

Un programa que se difunde actualmente es CompuApoyo,
federal, con recursos del Presupuesto de Egresos de 2012,
y destinados al Conacyt, el cual fue transferido a la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes y éste canaliza a
través del Fonacot.

Éste es un programa sujeto a crédito y está diseñado para
que cada solicitante que tenga Fonacot solicite 2 mil pesos
para adquirir un equipo de cómputo, con un precio no ma-
yor de 6 mil 500, que pagará con su crédito en la tienda que
lo adquiera. Para ello tiene que ser trabajador y estar afi-
liado al Fonacot, tener un salario mensual equivalente a
cinco salarios mínimos de la zona geográfica A, ser sujeto
de crédito y contar con capacidad de descuento para obte-
ner un crédito por el Fonacot.

Este programa hace que cualquier equipo de cómputo que
se adquiera con un crédito de 12, 24 y 36 meses con una ta-
sa anual de 12 por ciento se pague casi al doble, además de
que no aplicaría para el grueso de la población, pues los ni-

ños que se encuentran en las escuelas primarias del país in-
cluyen habitantes de zonas urbanas y rurales; esto provoca
un sesgo e iniquidad en el acceso a las herramientas del
mañana.

Por la Secretaría de Educación Pública se encuentra el Pro-
grama de Habilidades Digitales para Todos, una estrategia
educativa integral que impulsa el desarrollo y la utilización
de TIC en las escuelas de educación básica, a través de un
modelo pedagógico que considera la formación y certifica-
ción de los docentes y directivos, el equipamiento tecnoló-
gico y la conectividad (aula telemática), la generación de
materiales educativos y el desarrollo de sistemas de infor-
mación que permitan la gestión escolar y el uso de conte-
nidos estrechamente relacionados con los planes y progra-
mas de estudio, así como de herramientas de comunicación
y colaboración que propicien la generación de redes de
aprendizaje entre los miembros de la comunidad escolar.

Su objetivo es proporcionar elementos sobre el manejo de
la información que acompañen el proceso educativo, en la
escuela y fuera de ella, para apoyar el aprendizaje de los es-
tudiantes, ampliar sus competencias para la vida y el desa-
rrollo de habilidades fundamentales que demanda la socie-
dad del conocimiento, con lo que se favorecerá su
inserción en ésta.

Como vemos, hay ya el material didáctico requerido para
el manejo de las TIC en las escuelas. Sin embargo, no se
tiene un programa que permita a los estudiantes poseer un
equipo de cómputo en sus manos para que hagan uso de él
todo el tiempo que requiere su formación. Por ello someto
a consideración de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a las Comisiones de Educación Pública
y Servicios Educativos, y de Presupuesto y Cuenta Pública
de la Cámara de Diputados que generen una partida presu-
puestal en el Presupuesto de Egresos de la Federación de
2013 para dotar a los niños de quinto y sexto grados de
primaria de las escuelas públicas del país de una laptop con
internet.

Dado en el salón de sesiones del Senado de la República, a 9 de octu-
bre de 2012.— Senador Daniel Amador Gaxiola (rúbrica).»



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha, el senador Daniel Amador Gaxiola del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó propuesta con punto de acuerdo que exhorta a las
Comisiones de Educación Pública y Servicios Educativos;
y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Dipu-
tados a aprobar recursos suficientes para el Programa Es-
cuela de Tiempo Completo que se encuentra en el ramo 11
para el Presupuesto de Egresos de la Federación 2013.

La presidencia dispuso que el primer resolutivo de dicho
punto de acuerdo, mismo que se anexa, se turnara a la Cá-
mara de Diputados y el segundo, a la Comisión de Educa-
ción.

Atentamente

México, DF, a 9 de octubre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«El que suscribe, senador Daniel Amador Gaxiola inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXII Legislatura del Senado de la Re-
pública; de conformidad con lo establecido por los artícu-
los 8, fracción II, y 276, numeral 1, del Reglamento del Se-
nado de la República, someto a la consideración del pleno,
proposición con punto de acuerdo con base en los siguientes

Antecedentes

Uno de los puntos que se fijaron como parte del Plan Sec-
torial de Educación (2007-2012); reafirmado en la Alianza
por la Calidad de la Educación (Mayo, 2008), entre el go-
bierno federal y el Sindicato Nacional de Trabajadores de
la Educación (SNTE), fue crear y fortalecer el programa de
Escuelas de Tiempo Completo; a fin de dar respuesta a los
objetivos planteados en el Plan Nacional de Desarrollo.

Este programa, plantea la necesidad de ampliar el tiempo
dedicado al horario escolar dirigido a las escuelas públicas
de educación básica que decidan ampliar la jornada esco-
lar, preferentemente las de organización completa y un so-
lo turno ubicadas en zonas urbanas; las que ya operan en
horario ampliado; así como las que presentan bajos resul-
tados educativos.

Se pretende que con el uso efectivo del tiempo escolar en
actividades educativas se dedique al logro de los propósi-
tos y al estudio de los contenidos en su conjunto, propone
ampliar las oportunidades de aprendizaje de los alumnos de
educación básica, que gradualmente busca alcanzar mil
200 horas de clases anual.

Este programa implica una coordinación entre los tres ór-
denes de gobierno: federal, estatal y municipal; así como la
coordinación institucional y la participación de todos los
agentes que participan en la educación pública de este país
y nosotros no podemos estar al margen de esto.

Para ello se busca que los recursos federales transferidos a
las entidades federativas participantes para la adecuada im-
plementación y operación del programa incrementen cons-
tantemente hasta cumplir con la mayoría de las escuelas
pertenecientes al Sistema de Educación Básica.

Consideraciones

El modelo educativo actual no responde a las necesidades
y características de la sociedad mexicana, tenemos un sis-
tema educativo pobre con respecto a las necesidades de los
nuevos ciudadanos; no ofrece oportunidades de desarrollo
en condiciones de igualdad para toda la población; para
ello se crea el Programa de Escuelas de Tiempo Completo
(PETC), como mecanismo de acción por parte del Ejecuti-
vo.

El Legislativo también está trabajando al respecto, tarea
que necesitamos culminar; pues existe en el seno de esta
soberanía una minuta proveniente de la Cámara de Diputa-
dos referente a la ampliación de la jornada escolar; plante-
ando que se plasme en la Ley General de Educación, que
primarias y secundarias impartan jornadas escolares de 8
horas. Este proceso será de manera gradual hasta el año
2022; pero si no se inicia con la asignación presupuestal
correspondiente, esta meta tardará mucho más.

La meta que fijó el Ejecutivo para la culminación de su se-
xenio es de 5 mil 500 escuelas incorporadas a este progra-
ma; una meta poco ambiciosa para las 62 mil 470 escuelas
(Primarias y secundarias), con las que cuenta el nivel bási-
co al cual está dirigido este programa, y que a pesar de ello
no se alcanza, pues para el ciclo que culminó (2011-2012),
se tienen incorporadas tan sólo 4 mil 751 escuelas, benefi-
ciando a 923 mil 324 alumnos.
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Según datos emitidos en el VI Informe de Gobierno, se pre-
senta que para el ciclo escolar 2011-2012, la inversión que
se generó para este propósito fue de mil 459.5 millones de
pesos, en beneficio de los 932 mil 324 alumnos; lo anterior
representa crecimientos de 117.3 por ciento y 114.6 por
ciento respecto a las 2 mil 214 escuelas y 428 mil 726
alumnos del ciclo escolar 2010-2011, en el cual se contó
con una inversión de 407.6 millones de pesos. Para el ciclo
escolar 2012-2013, con una inversión de 2 mil 918.7 mi-
llones de pesos, se tiene una meta comprometida de 5 mil
500 escuelas a beneficiar.

El nivel de escolaridad de nuestro país sigue siendo bajo en
términos internacionales. Con datos de la Organización pa-
ra la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el
promedio de escolaridad en México es de 8.6 años, mien-
tras que el promedio de la OCDE es de 11.9 y países como
Chile, con información de sus propios gobiernos, tienen
mayores niveles (10.6). Este dato incide en la economía, ya
que el Instituto Nacional de Evaluación Educativa calcula
que el salario de los jóvenes entre 16 y 19 años de edad es
14 por ciento inferior cuando no tienen educación básica (9
años).

Los días que se emplean en las escuelas está por arriba del
promedio de los países de la OCDE; 4 semanas más para el
nivel básico (200 días se laboran en nuestro país y 187 dí-
as promedio en los países de la OCDE); sin embargo, en
horas (800 horas para primaria en nuestro país, mientras
que el promedio de los países miembros de la OCDE es de
1,178).

Según estimaciones del Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas de la Cámara de Diputados; alcanzar 100 por
ciento de cobertura de este programa implica una inversión
de 74 mil 111 millones de pesos, monto que no incluye los
costos de la alimentación de los niños; con esta inversión
se buscaría generar infraestructura educativa (instalaciones
deportivas, aulas de medios, laboratorios, áreas de usos
múltiples con conectividad a Internet para la enseñanza del
uso de tecnologías de la información, comedores, jardines,
entre otros); establecer una renovación pedagógica y curri-
cular; efectuar una reorganización y redistribución del
tiempo escolar para la realización de las diversas activida-
des, así como de las funciones, responsabilidades y actua-
ción de toda la comunidad escolar; otro de los elementos a
considerar es la situación contractual de los maestros fren-
te a grupo, puesto que la implantación del modelo implica-
ría múltiples movimientos administrativos, por ejemplo
que el alto porcentaje de profesores que cuenta con doble

plaza en diferentes planteles obtenga la adscripción en uno
solo.

Si bien la responsabilidad de la aprobación del presupues-
to es de la Cámara de Diputados, cabe señalar que este pro-
grama no se ha favorecido del todo y no por la voluntad de
los legisladores, sino por la actividad propia del Ejecutivo,
el cual pone sobre la mesa una propuesta limitada y los di-
putados la fortalecen y en su ejecución, ésta nuevamente se
ve reducida. Por ejemplo, en la Evaluación Especifica de
Desempeño 2010-2011, hecha al programa por parte del
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social (Coneval), tenemos que en los presupuestos de
2009 como en 2010, el presupuesto modificado fue menor
al original. En 2009, la reducción del presupuesto fue de 93
millones de pesos y en 2010 de 84 millones de pesos. Esto
representó casi 20 por ciento del presupuesto original. El
programa indica que la reducción en el presupuesto de
2010 redujo sustancialmente la cantidad necesaria para la
meta de 3 mil 250 escuelas en ese año.

Para el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2011 se
destinaron mil 802 millones de pesos, cifra que difícilmen-
te ayuda al cumplimiento del objetivo y de la cual se re-
cortaron 200 millones.

Los recursos destinados a obtener una escuela de calidad y
competitiva se han escamoteado, se dice que se tiene una
visión de estado y que ésta parte de la educación de los ciu-
dadanos de este país; sin embargo, la falta de apoyo a estos
programas que permiten dar el salto cualitativo y cuantita-
tivo no demuestra la congruencia al momento de asignar y
ejecutar los recursos para dicho fin.

Motivo por el cual, con base en estas consideraciones, so-
meto ante esta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. El Senado de la República exhorta a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, y a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Di-
putados para que consideren los recursos presupuestales
suficientes para el Programa Presupuestario 221, Programa
Escuelas de Tiempo Completo; para el Presupuesto de
Egresos de la Federación 2013.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Educación Pública
la ampliación del Programa de Escuelas de Tiempo Com-
pleto a más escuelas de la República Mexicana.



Senado de la República, a 9 de octubre de 2012.— Senador Daniel
Amador Gaxiola (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha, la senadora Luisa María de Guadalupe Calderón
Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, presentó propuesta con punto de acuerdo que soli-
cita a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados, para que en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para 2013 etiquete recursos para los
pueblos y comunidades indígenas del estado de Michoacán
de Ocampo. 

La Presidencia dispuso que dicho punto de acuerdo, mismo
que se anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente 

México, DF, a 11 de octubre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«Senador Ernesto Cordero Arroyo, Presidente de la Mesa
Directiva de la honorable Cámara de Senadores.— Presente.

La suscrita senadora Luisa María de Guadalupe Calderón
Hinojosa integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, de la LXII Legislatura, de conformidad
con lo previsto en el numeral 1 fracción II del artículo 8,
108 y 276 del Reglamento del Senado de la República, so-
mete a consideración de esta soberanía la siguiente propo-
sición con punto de acuerdo por el que solicita a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados para que en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal 2013 etiqueten recursos
para los pueblos y comunidades indígenas del estado de
Michoacán de Ocampo, al tenor de las siguientes: 

Consideraciones

México es una nación privilegiada desde que sus pueblos
originarios fueron y han sido aun guardianes de valores co-
mo el solidarismo y la reciprocidad. Para ellos el valor co-
munitario es bien importante y estos valores le han permi-
tido sobrevivir.

En la historia de nuestro país leemos que, a la colonia, los
pueblos indígenas corrieron a los montes para sobrevivir a
los ataques de los conquistadores. Ahí se quedaron y por
ventura, en los lugares de mayor biodiversidad y entre so-
brevivir y mantenerse alejados del peligro, fueron hacién-
dose del cuidado de esa gran biodiversidad y aprendiendo
de su riqueza y aprovechamiento sustentable. 

La conquista tomó el control de todos, les impuso, y ellos
fueron tomando los que les convino fundiéndose en una
cultura sincrética que permite seguir viviendo sus valores
comunitarios y de solidarismo, así como la sobrevivencia
de sus formas de organización y de la prevalencia de sus
valores frente a los valores individualistas de la cultura
conquistadora. 

No fue así desde la conquista hacia los pueblos indígenas.
Sometidos, tratados como menores de edad, como incapa-
ces, sin reconocer que huir a los lugares inhóspitos merecía
desde siempre un trato en equidad no sólo para reparar el
despojo de sus territorios, de sus bienes, sino para permitir
que sus desventajas en condiciones de vida se reviertan,
simplemente como integrantes de nuestra nación. 

No fue hasta este siglo XXI que en nuestro país se les re-
conoció en su importancia como pueblos originarios, como
dueños de una cultura válida en sus formas de organizarse
y de acceder a bienes y cuidar de la riqueza natural a través
de la Reforma del artículo 2 constitucional.

Bajo esa premisa, con la Reforma en materia Indígena el
artículo 2 apartado B establece la obligación de la Federa-
ción, los Estados y los Municipios para promover la igual-
dad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier
práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y
determinarán las políticas necesarias para garantizar la vi-
gencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo in-
tegral de sus pueblos y comunidades indígenas.

De igual manera, el apartado B del citado artículo estable-
ce que para abatir las carencias y rezagos que afecten a los
pueblos indígenas, tienen varias obligaciones, entre las que
destacan:

• Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas
con el propósito de fortalecer las economías locales y
mejorar las condiciones de vida de sus pueblos median-
te acciones coordinadas entre los tres órdenes de go-
bierno con la participación de las comunidades.
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• Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, fa-
voreciendo la educación bilingüe e intercultural, la alfa-
betización, la conclusión de la educación básica, la ca-
pacitación productiva y la educación media superior y
superior. 

• Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud
mediante la ampliación de la cobertura del sistema na-
cional. 

• Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al
desarrollo mediante el apoyo a los proyectos producti-
vos.

Allanándose a esta disposición constitucional, el gobierno
federal ha ido multiplicando anualmente el monto de pre-
supuesto de erogaciones para el desarrollo integral de los
pueblos y comunidades indígenas, conocido como anexo 7
en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Para el ejercicio fiscal 2012 tal monto fue de 59,179.3 mi-
llones de pesos, este presupuesto mientras que en el año
2008 en el entonces anexo 6 se aprobó un total de 31,024.7
millones de pesos para asignar a programas dirigidos a los
pueblos y comunidades indígenas de nuestro país.

En 10 años el presupuesto consolidado del gobierno fede-
ral asignado a los pueblos indígenas creció siete veces, pa-
so de 9 mil millones a 60 mil millones de pesos, del año
2006 al 2011 el gasto federal destinado a este sector au-
mento en un 171%.

Tan sólo en Michoacán para el ejercicio fiscal 2010, se des-
tinaron 109, 284,758.41 pesos distribuidos en programas y
proyectos dirigidos a pueblos y comunidades indígenas. 

No obstante la multiplicación de recursos en el ámbito na-
cional indígena; el Estado de Michoacán, entidad que se
distingue por albergar 4 pueblos, el otomí, el náhuatl, el
mazahua y el purépecha, se ha mantenido en estancamien-
to, debido en parte a que no se ha cumplido a cabalidad con
la reforma constitucional en materia indígena, y que al te-
ner que haber aportaciones en los tres órdenes de gobierno,
no se ha tenido el apoyo estatal que se requiere. 

Se necesita reforzar a nivel estatal y municipal la transver-
salidad de los programas, de los presupuestos y sobre todo
transparentar los recursos que les allegan, por ello es trans-
cendental que desde el origen estén etiquetados los recur-

sos, porque de esa manera se sabe cantidad y destino, que
facilita su fiscalización. Y si los pueblos indígenas los co-
nocen podrán hacerse cargo de la ejecución de proyectos
de infraestructura en sus comunidades.

Apenas se instaló un sistema de captación de agua pluvial
y de agua de tiempo en Chilchota, el municipio con mayor
porcentaje de indígenas del estado.

Los pueblos indígenas en Michoacán son ricos en cultura,
en recursos naturales, en potenciales lugares de desarrollo
turístico y cultural por su vasta historia y testimonio vigen-
tes. Sin embargo, entre ellos y el resto de la población si-
gue habiendo grandes brechas en distintas materias: vio-
lencia doméstica, acceso a bienes de infraestructura,
inversión en turismo, educación y salud.

En Michoacán hay tanta riqueza cultural que en su interior
tiene ya cinco “pueblos mágicos” Pátzcuaro, Tlalpujahua,
Cuitzeo del Porvenir, Santa Clara del Cobre y Angangueo.
Esta “etiqueta” les ha permitido atraer turismo y multipli-
car sus ingresos.

Ahora bien, si se invierte implosivamente en infraestructu-
ra urbana, como drenaje, surtir de agua limpia, carreteras
de acceso, los pueblos mágicos en Michoacán se multipli-
carán por cientos, no porque tengan el reconocimiento sino
porque le volverán la vida y la oportunidad de convertirse
en puntos de turismo para los mexicanos y para el mundo
entero, movimiento que le permitió vivir de manera digna
y con mucho menos desventajas que el resto de la pobla-
ción. 

Además, es conocido por los investigadores que hay una
relación directa entre infraestructura urbana-carretera y re-
ducción de violencia. 

Por lo que se reitera que la asignación directa y etiquetada
desde origen, es decir desde la Cámara de Diputados, pue-
de ser la fórmula idónea para que por una parte los pueblos
y comunidades indígenas en virtud de la Constitución pue-
dan ser sujetos de desarrollo con respeto a su identidad y
por otra garantizar que la fiscalización sea ordenada, con-
trolada y bajo un registro contable, patrimonial y presu-
puestario de los recursos de la Federación que le son trans-
feridos. 

Por las razones expuestas, me permito poner a la conside-
ración de esta honorable asamblea el siguiente: 



Punto de Acuerdo

Único. El Senado de la República exhorta respetuosamen-
te a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cá-
mara de Diputados para que, en la distribución de los re-
cursos en el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal 2013, destinen y etiqueten recursos para
crear infraestructura que permita el desarrollo de los pue-
blos y comunidades indígenas del estado de Michoacán de
Ocampo. 

Senadora Luisa María de Guadalupe Calderón Hinojosa (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnense a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para su atención.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Jesús Murillo Karam, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Presente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el
artículo 107, tercer párrafo, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar
la información relativa al pago de las participaciones a las
entidades federativas correspondiente al mes de septiembre
de 2012, desagregada por tipo de fondo, de acuerdo con lo
establecido en la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad
federativa, efectuando la comparación correspondiente al
mes de septiembre de 2011.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

México, DF, a 15 de octubre de 2012.— José Antonio Meade Kuribre-
ña (rúbrica), secretario.»
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El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnese a las Comisiones de Hacienda y Crédito
Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su co-
nocimiento.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: «Escudo
del Estado.— Querétaro.— Poder Legislativo.

Diputado Jesús Murillo Karam, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 126, fracciones V y XII, de la Ley Orgánica
del Poder Legislativo del Estado de Querétaro, en sesión
del pleno de la LVI Legislatura del Estado de Querétaro,
celebrada el 13 de septiembre de 2012, se aprobó el acuer-
do por el que la Quincuagésima Sexta Legislatura del Es-
tado de Querétaro aprueba presentar ante el Congreso de la
Unión la iniciativa de ley por la que se reforma la fracción
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XV del artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunica-
ciones, remitiéndole un ejemplar del mismo para los efec-
tos a que haya lugar. 

Sin otro particular, le reiteramos nuestro respeto institucio-
nal. 

Atentamente 

Santiago de Querétaro, Querétaro, a 24 de septiembre de 2012.— LVI
Legislatura del Estado de Querétaro.— Mesa Directiva: Diputado Hi-
ram Rubio García (rúbrica), presidente; diputado Antonio Cabrera Pé-
rez (rúbrica), segundo secretario.»

«Escudo del Estado.— Querétaro.— Poder Legislativo.

La Quincuagésima Sexta Legislatura del Estado de Queré-
taro, en ejercicio de las facultades que le confieren los ar-
tículos 17, fracción XIX, de la Constitución Política del Es-
tado de Querétaro, y 81 de la Ley Orgánica del Poder
Legislativo del Estado de Querétaro, y 

Considerando 

1. Que las comunicaciones fortalecen la unión entre los
mexicanos, reafirman nuestra cultura, acercan a la pobla-
ción a servicios de educación y salud, aumentan la produc-
tividad de la industria y el comercio, y facilitan la comuni-
cación de México con el resto del mundo. 

2. Que las telecomunicaciones en nuestro país han sufrido
transformaciones importantes a lo largo de los años; dichos
cambios, acelerados en su última etapa por la denominada
globalización económica, han traído consecuencias direc-
tas en nuestra manera de educarnos, comercializar produc-
tos, hacer negocios, obtener servicios de salud y, en suma,
comunicarnos. En todas estas facetas las telecomunicacio-
nes emplean diversas tecnologías, mismas que se han ido
consolidando como elementos indispensables de integra-
ción y cohesión social. 

3. Que con la privatización de Teléfonos de México y la
apertura a la competencia de otros servicios de telecomu-
nicaciones, el país inicia el proceso de liberalización en el
que actualmente se encuentra inmerso, poniendo al alcan-
ce de todos los usuarios las modernas herramientas tecno-
lógicas disponibles usuales. 

4. Que México no puede permanecer al margen de la nor-
matividad internacional en el campo de la comunicación y

la información, por lo que resulta urgente la revisión de los
conceptos básicos que determinan el modelo de comunica-
ción de otros países; por ello, es necesario mejorar la cali-
dad, acceso, eficiencia e integración de los diferentes ser-
vicios de telecomunicaciones, a fin de apoyar la
competitividad y productividad de la economía. 

5. Que derivado de lo anterior, el 7 de junio de 1995 se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley Federal
de Telecomunicaciones, texto legal que viene a colmar una
necesidad imperiosa en materia de telecomunicaciones na-
cionales y proporciona un marco normativo claro, adecua-
do y preciso; mismo que comprende las siguientes áreas:
administración del espectro radioeléctrico, concesiones so-
bre redes públicas de telecomunicaciones, comunicación
vía satélite, operación de los servicios de telecomunicacio-
nes, cobertura social de las redes públicas y tarifas, entre
los más significativos. 

6. Que el artículo 7 de la ley en comento, señala que se tie-
ne como objetivos promover un desarrollo eficiente de las
telecomunicaciones; ejercer la rectoría del Estado en la ma-
teria, para garantizar la soberanía nacional; fomentar una
sana competencia entre los diferentes prestadores de servi-
cios de telecomunicaciones, a fin de que éstos se presten
con mejores precios, diversidad y calidad, en beneficio de
los usuarios y promover una adecuada cobertura social. 

7. Que la Comisión Federal de Telecomunicaciones se creó
el 9 de agosto 1996, mediante decreto del Poder Ejecutivo
federal. La comisión en cita (Cofetel) es un órgano des-
concentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, con autonomía técnica y operativa, cuyo principal
propósito consiste en regular y promover el desarrollo efi-
ciente de las telecomunicaciones. 

8. Que el artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunica-
ciones establece, entre otros, que corresponden a la Comi-
sión Federal de Telecomunicaciones las siguientes atribu-
ciones: 

– Expedir disposiciones administrativas, elaborar y ad-
ministrar los planes técnicos fundamentales y expedir
las normas oficiales mexicanas en materia de telecomu-
nicaciones. 

– Realizar estudios e investigaciones en materia de tele-
comunicaciones, así como elaborar anteproyectos de
adecuación, modificación y actualización de las disposi-
ciones legales y reglamentarias que resulten pertinentes. 



– Promover, en coordinación con las dependencias y en-
tidades competentes, así como con las instituciones aca-
démicas y los particulares, el desarrollo de las activida-
des encaminadas a la formación de recursos humanos en
materia de telecomunicaciones, así como el desarrollo
tecnológico en el sector. 

– Opinar respecto de las solicitudes para el otorgamien-
to, modificación, prórroga y cesión de concesiones y
permisos en materia de telecomunicaciones, así como
de su revocación. 

– Administrar el espectro radioeléctrico y promover su
uso eficiente, y elaborar y mantener actualizado el Cua-
dro Nacional de Atribución de Frecuencias. 

– Vigilar la debida observancia a lo dispuesto en los tí-
tulos de concesión y permisos otorgados en la materia,
y ejercer las facultades de supervisión y verificación, a
fin de asegurar que la prestación de los servicios de te-
lecomunicaciones se realice con apego a las disposicio-
nes legales, reglamentarias y administrativas aplicables. 

– Proponer al titular de la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes la imposición de sanciones por infraccio-
nes a las disposiciones legales, reglamentarias y admi-
nistrativas aplicables. 

9. Que en México la Cofetel es un regulador convergente,
en el sentido de que cuenta con facultades tanto para tele-
comunicaciones, conforme a la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones, como para radio y televisión abierta. Sin em-
bargo, la convergencia no alcanzó al marco jurídico, toda
vez que cada sector (por un lado telecomunicaciones y, por
otro, la radio y televisión abierta) tiene su propia ley con
características muy distintas. La naturaleza jurídica de Co-
fetel es la de órgano desconcentrado y formalmente con au-
tonomía técnica, operativa, de gasto y de gestión. En la rea-
lidad no cuenta con autonomía, en especial en temas de
telecomunicaciones conforme a la citada ley, ya que no tie-
ne facultades para sancionar. 

Es por ello que se debe fortalecer a la Comisión Federal de
Telecomunicaciones, dotándola de facultades plenas en el
citado tema de telecomunicaciones, a efecto de darle ma-
yor respetabilidad y confianza. 

10. Que es importante no pasar por alto que los concesio-
narios de telefonía móvil realizan cuantiosas y continuas
inversiones, así como que contribuyen al desarrollo del Pa-

ís mediante la generación de numeroso empleos directos e
indirectos y el pago de los impuestos y derechos propios de
su actividad. 

11. Que en ese contexto, es menester que, como legislado-
res, analicemos de manera constante los ordenamientos ju-
rídicos y nos demos a la tarea de actualizar y adecuar nues-
tras normas jurídicas, de acuerdo a los retos y nuevas
tecnologías que exige nuestra vida diaria. 

12. Que atendiendo a lo anterior, resulta idóneo actualizar
el marco legal que rige el actuar de la Comisión Federal de
Telecomunicaciones, ya que se considera que no responde
por completo a las necesidades del sector, pues aún cuando
se trata de una institución con total autonomía técnica, ope-
rativa, de gestión y para dictar sus resoluciones, carece de
las facultades necesarias para imponer sanciones a las dis-
posiciones aplicables en la materia de telecomunicaciones,
puesto que únicamente se limitan a proponerlas al titular de
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 

13. Que el artículo 9-A, fracción XIII, de la Ley Federal de
Telecomunicaciones, señala que, la Comisión Federal de
Telecomunicaciones es la institución encargada de “vigilar
la debida observancia a lo dispuesto en los títulos de con-
cesión y permisos otorgados en la materia, y ejercer las fa-
cultades de supervisión y verificación, a fin de asegurar
que la prestación de los servicios de telecomunicaciones se
realice con apego a las disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas aplicables”. 

14. Que el hecho de que la Cofetel carezca de facultades
necesarias para sancionar los hechos derivados de sus acti-
vidades de vigilancia, supervisión y verificación, ha oca-
sionado un fenómeno de parálisis administrativa, cuyas
consecuencias se ven reflejadas en ineficacia y dilación al
imponer las sanciones establecidas en la ley en comento,
por violaciones a las obligaciones de los concesionarios de
telefonía móvil. 

15. Que las telecomunicaciones en México avanzan; por
tanto, debemos adecuar su marco legal al ritmo que nece-
sitamos, buscando responder a los reclamos sociales, que
como en el caso de la prestación del servicio de telefonía
móvil, inciden directamente en la actividad económica y,
por consiguiente, en el desarrollo de todos los sectores de
nuestra sociedad. 

16. Que por ello se considera pertinente facultar a la Cofe-
tel, a efecto de que pueda sancionar las violaciones e in-
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fracciones a la normatividad en materia de telecomunica-
ciones; con la finalidad de que se asegure la calidad en la
prestación de los servicios de telefonía móvil. 

17. Que advirtiéndose la imposibilidad de esta Soberanía
para legislar en materia de comunicaciones, por encontrarse
reservada esa facultad al Congreso de la Unión, acorde a lo
dispuesto en la fracción XVII del artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y que la pro-
puesta de reforma cuyo estudio nos ocupa incide en el tema
en cuestión, mismo que, como se aprecia en los conside-
randos que anteceden, se estima de suma importancia para
nuestro País, es preciso para esta legislatura instar el proce-
so legislativo en el ámbito federal, mediante el ejercicio del
derecho de iniciar leyes que le confiere la fracción III del ar-
tículo 71 de la citada Constitución Federal. 

Que en atención a lo anteriormente expuesto, la Quincua-
gésima Sexta Legislatura del Estado de Querétaro expide el
siguiente 

Acuerdo por el que la Quincuagésima Sexta Legislatu-
ra del Estado de Querétaro aprueba presentar ante el
Congreso de la Unión la iniciativa de ley por la que se
reforma la fracción XV del artículo 9-A de la Ley Fede-
ral de Telecomunicaciones 

Artículo Único. La Quincuagésima Sexta Legislatura del
Estado de Querétaro aprueba la presentación de una inicia-
tiva de ley, ante el Congreso de la Unión, bajo el siguiente
contenido: 

Que a partir de la privatización de Teléfonos de México
y del otorgamiento de diversas concesiones de espectro
radioeléctrico a principios de los noventas, el sector de
las telecomunicaciones en el País ha evolucionado ex-
ponencialmente, poniendo al alcance de todos los usua-
rios las modernas herramientas tecnológicas disponibles
día a día. 

Que el Estado, de conformidad con el artículo 27 de la
Constitución Federal, se encuentra obligado a ejercer
respecto del sector de las comunicaciones una rectoría
que asegure la correcta prestación de los servicios com-
prendidos en el sector, pues ello resulta fundamental pa-
ra el desarrollo integral de la nación. 

Que el adecuado desarrollo de la infraestructura en las
telecomunicaciones constituye uno de los factores fun-

damentales para impulsar el crecimiento económico, la
integración nacional y el desarrollo social. 

Que es necesario mejorar la calidad, acceso, eficiencia e
integración de los diferentes servicios de telecomunica-
ciones, incorporando el uso de tecnología de punta, a fin
de apoyar la competitividad y productividad de la eco-
nomía. 

Que en atención a esta necesidad, el 7 de junio de 1995
se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley
Federal de Telecomunicaciones, norma continente del
marco regulatorio de las telecomunicaciones en el país
y que comprende las siguientes áreas: administración
del espectro radioeléctrico, concesiones sobre redes pú-
blicas de telecomunicaciones, comunicación vía satéli-
te, operación de los servicios de telecomunicaciones,
cobertura social de las redes públicas y tarifas, entre los
más significativos. 

Que a efecto de dotar al sector de un organismo de con-
sulta y resolución especializado, mediante decreto del 9
de agosto de 1996, el Ejecutivo federal resolvió crear la
Comisión Federal de Telecomunicaciones (Cofetel),
como un órgano desconcentrado de la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes. 

Que la Cofetel es un organismo dotado de autonomía
técnica, operativa, de gasto y de gestión, encargado de
regular, promover y supervisar el desarrollo eficiente y
la cobertura social amplia de las telecomunicaciones y
la radiodifusión en México, con autonomía plena para
dictar sus resoluciones, entre cuyas facultades se en-
cuentran: 

– Expedir disposiciones administrativas, elaborar y
administrar los planes técnicos fundamentales y ex-
pedir las normas oficiales mexicanas en materia de
telecomunicaciones. 

– Opinar respecto de las solicitudes para el otorga-
miento, modificación, prórroga y cesión de conce-
siones y permisos en materia de telecomunicaciones,
así como de su revocación. 

– Administrar el espectro radioeléctrico y promover
su uso eficiente, y elaborar y mantener actualizado
el Cuadro Nacional de Atribución de Frecuencias. 
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– Vigilar la debida observancia a lo dispuesto en los
títulos de concesión y permisos otorgados en la ma-
teria, y ejercer las facultades de supervisión y verifi-
cación, a fin de asegurar que la prestación de los
servicios de telecomunicaciones se realice con ape-
go a las disposiciones legales, reglamentarias y ad-
ministrativas aplicables. 

– Proponer a! titular de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes la imposición de sanciones por
infracciones a las disposiciones legales, reglamenta-
rias y administrativas aplicables. 

Que en uso de las facultades ya citadas, la Cofetel ha
emitido desde 1996, numerosas y convenientes resolu-
ciones en materia de telecomunicaciones, las cuales han
venido integrando y enriqueciendo el marco normativo
del sector, en beneficio de la operatividad, competitivi-
dad y certeza jurídica de los usuarios. 

Que si bien no se pasa por alto que los concesionarios
de telefonía móvil realizan cuantiosas y continuas in-
versiones, así como que contribuyen al desarrollo del
País mediante la generación de numerosos empleos di-
rectos e indirectos y el pago de los impuestos y derechos
propios de su actividad, tampoco debemos dejar de lado
que el sector de las telecomunicaciones resulta vital pa-
ra el progreso de México, sobre todo considerando la di-
námica económica que el siglo XXI nos impone. 

Que el marco jurídico en la materia debe ser actual y
responder, en favor de los usuarios, a los retos y nuevas
tecnologías que continuamente se desarrollan y cobran
vigencia en nuestra vida diaria. 

Que si bien el marco legal que rige el actuar de la Cofe-
tel resultaba idóneo en el momento en que el organismo
fue creado, a la fecha se considera que no responde por
completo a las necesidades del sector, pues siendo una
institución con total autonomía técnica, operativa, de
gestión y para dictar sus resoluciones, la Cofetel carece
de las facultades necesarias para imponer sanciones a
las disposiciones aplicables en materia de telecomuni-
caciones. 

Que actualmente, es la Cofetel la institución encargada
de “vigilar la debida observancia a lo dispuesto en los tí-
tulos de concesión y permisos otorgados en la materia,
y ejercer las facultades de supervisión y verificación, a

fin de asegurar que la prestación de los servicios de te-
lecomunicaciones se realice con apego a las disposicio-
nes legales, reglamentarias y administrativas aplica-
bles”, según lo dispone el artículo 9 A, fracción XII, de
la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

Que no obstante las atribuciones ya descritas, la Cofetel
carece de las facultades necesarias para sancionar los
hechos derivados de sus actividades de vigilancia, su-
pervisión y verificación, estando limitada a proponer al
titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes, la imposición de las sanciones correspondientes. 

Que lo anterior ha ocasionado un fenómeno de parálisis
administrativa, cuyos efectos se traducen en ineficacia y
dilación al imponer las sanciones establecidas en la Ley
Federal de Telecomunicaciones, por violaciones a las
obligaciones propias de los concesionarios de telefonía
móvil. 

Que lo expuesto resulta trascedente pues en términos
del artículo 7 de la ley de la materia, el marco jurídico
del sector tiene como finalidad promover “un desarrollo
eficiente de las telecomunicaciones; ejercer la rectoría
del Estado en la materia, para garantizar la soberanía na-
cional; fomentar una sana competencia entre los dife-
rentes prestadores de servicios de telecomunicaciones a
fin de que éstos se presten con mejores precios, diversi-
dad y calidad en beneficio de los usuarios, y promover
una adecuada cobertura social”. 

Que como representantes populares, es nuestra obliga-
ción actualizar el marco legal vigente en favor de la ciu-
dadanía, buscando responder reclamos sociales que, co-
mo en el caso de la prestación del servicio de telefonía
móvil, incidan directamente en la actividad económica
y por ende en el desarrollo de todos los sectores de la so-
ciedad. 

Que en razón de lo anterior, se considera conveniente
facultar a la Cofetel a efecto de que sancione las viola-
ciones e infracciones a la normatividad en materia de
telecomunicaciones, con la finalidad de que se asegure
la calidad de la prestación de los servicios de telefonía
móvil. 
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Iniciativa de ley por la que se reforma la fracción XV del
artículo 9-A de la Ley Federal de Telecomunicaciones 

Artículo Único. Se reforma la fracción XV del artículo 9-
A de la Ley Federal de Telecomunicaciones, para quedar
como sigue: 

Artículo 9-A. La Comisión Federal. .. 

I. a XIV. … 

XV. Sancionar las infracciones a las disposiciones lega-
les, reglamentarias y administrativas aplicables; 

XVI. a la XVII. ... 

Para los fines... 

Transitorio 

Artículo Único. La presente ley entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente acuerdo entrará en vigor el
día siguiente al de su aprobación por el pleno de la Quin-
cuagésima Sexta Legislatura del Estado de Querétaro. 

Artículo Segundo. Remítase la iniciativa de ley por la que
se reforma la fracción XV del artículo 9-A de la Ley Fede-
ral de Telecomunicaciones al Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos para los efectos del artículo 71,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. 

Lo tendrá entendido el ciudadano Gobernador Consti-
tucional del Estado de Querétaro y mandará que se im-
prima y publique. 

Atentamente 

Dado en el salón de sesiones Constituyentes 1916-1917, recinto oficial
del Poder Legislativo del Estado de Querétaro, a trece de septiembre
de dos mil doce.— LVI Legislatura del Estado de Querétaro.— Mesa
Directiva: Diputado Hiram Rubio García (rúbrica), presidente; dipu-
tado Antonio Cabrera Pérez (rúbrica), segundo secretario.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnese a la Comisión de Comunicaciones, para
dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a usted que en sesión celebrada en
esta fecha, la senadora Iris Vianey Mendoza Mendoza, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, presentó iniciativa con proyecto de decreto por el
que se derogan diversas disposiciones a la Ley del Impues-
to Especial sobre Producción y Servicios.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa, que se anexa,
se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

México, DF, a 11 de octubre de 2012.— Senador José Rosas Aispuro
Torres (rúbrica), vicepresidente.»

«Iniciativa de decreto por el que se derogan los artículos 2,
fracción II, inciso c); 3, fracciones XIV, XV y XVI; 8, frac-
ción IV, y 18-A de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, para suprimir el impuesto especial a
los servicios que se prestan a través de redes públicas de te-
lecomunicaciones

Senadora Iris Vianey Mendoza Mendoza, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática de la LXI Legislatura, en ejercicio de la facultad
que le otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estado Unidos Mexicanos y con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 8, fracción I, 164,
169 y demás aplicables del Reglamento del Senado de la
República, presenta ante la Cámara de Senadores iniciativa
con proyecto de decreto por el que se derogan los artículos
2o., fracción II, inciso c); 3o., fracciones XIV, XV y XVI;
8o., fracción IV, y 18-A de la Ley del Impuesto Especial
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sobre Producción y Servicios, para suprimir el impuesto
especial a los servicios que se prestan a través de redes pú-
blicas de telecomunicaciones, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En el marco de discusión del paquete económico para el
Ejercicio Fiscal de 2013, la presente iniciativa tiene como
objeto derogar el impuesto especial sobre producción y
servicios (IEPS), a los servicios que se prestan a través de
una red pública de telecomunicaciones.

El IEPS es considerado como un gravamen al consumo o
impuesto indirecto, que se caracteriza en que el sujeto pa-
sivo (el contribuyente) lo puede trasladar a otras personas,
de manera tal que no sufre el impacto económico del gra-
vamen, sino que recae en forma definitiva sobre el consu-
midor final.

El IEPS fue concebido, entre otras causas, como un im-
puesto especial para los bienes y servicios que producen
efectos negativos a la sociedad como el tabaco y las bebi-
das embriagantes, a fin de disminuir su consumo. Clara-
mente las telecomunicaciones no encuadran en dicho perfil
de servicios.

Desde el año 2010, en que los servicios de telecomunica-
ciones están gravados con una tasa de 3 por ciento, que se
aplica al precio cobrado, y sobre este resultado se suma el
IVA de 16 por ciento, el IEPS ha significado un aumento al
precio de los servicios que los consumidores deben absor-
ber. 

Asimismo, el impuesto especial a las telecomunicaciones
impone una barrera adicional a la adopción de las nuevas
tecnologías de la información y comunicación (TICS). Es-
ta dificultad adicional se da al existir una correlación di-
recta entre los impuestos y el costo total de propiedad, lo
cual incide en mayores precios para el consumidor, incre-
mento de costos para los posibles nuevos competidores, lo
que significa una menor competencia y menores inversio-
nes en desarrollo tecnológico, entre otros efectos negati-
vos.

Y si bien el servicio del Internet fue exceptuado de dicho
gravamen, en la práctica no resulta aplicable la excepción,
ya que actualmente los servicios son integrados y conver-
gentes (doble, triple y cuádruple play) y se venden empa-
quetados por un misma tarifa que incluyen los servicios de
voz, datos y multimedia a los que se les aplica de manera

general el IEPS (al no aparecer desagregada en la factura la
tarifa por el servicio de Internet en lo particular).

Como consecuencia, al aumentar su costo e inhibir el de-
sarrollo de las telecomunicaciones, el gravamen ha tenido
un efecto regresivo y adverso a la economía nacional: afec-
ta negativamente el crecimiento económico, la creación de
empleo y la productividad; es regresivo para consumidores
actuales y futuros, lentificando la adopción de nuevas tec-
nologías; va en dirección contraria a la tendencia interna-
cional de fomentar la penetración de las TICS; ha contri-
buido a ensanchar la brecha digital.

El doctor Ernesto Piedras ha demostrado que la aplicación
del impuesto especial sobre producción y servicios (IEPS)
de 3 por ciento a los servicios de telecomunicaciones im-
plicó un aumento en los precios que pagan los usuarios en
19.5 por ciento, un menor avance en la penetración de lí-
neas móviles y pérdidas en ingresos para la industria por 3
mil 194 millones de pesos por año.

Esta disminución en los ingresos se ha traducido en una
merma de 3.23 por ciento de los ingresos de las telecomu-
nicaciones, lo que representa un impacto negativo al apa-
rato productivo nacional, además de que refleja una recau-
dación menor a la esperada. Incluso, esta disminución en el
crecimiento de las telecomunicaciones, se tradujo en un
impacto negativo de hasta 40.5 por ciento en la recauda-
ción del gravamen prevista para el 2011, en el que se espe-
raba una contribución fiscal de 9 mil 786 millones de pe-
sos, y únicamente entraron al erario público 5 mil 875
millones de pesos.

Los impuestos en este segmento gravan a quien más utili-
za los servicios de telecomunicaciones, lo cual no es equi-
valente a que paguen más los que disponen de mayor in-
greso. Por el contrario, tienen claros efectos de regresividad,
en cuanto que son los usuarios con menores ingresos los
que terminan pagando en una proporción mayor de sus in-
gresos.

Considerando que actualmente en México el principal me-
dio de comunicación es la telefonía móvil, cuya tasa de pe-
netración es superior al 72 por ciento, el impacto negativo
de este impuesto ha afectado principalmente su nivel de ac-
ceso y su consumo. Y los efectos negativos se han hecho
sentir en todos los estratos de la población, ya que inclusi-
ve los hogares con menores ingresos tienen un consumo
considerable: la penetración de telefonía móvil en el primer
decil de ingresos supera el 20 por ciento de los domicilios.
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Asimismo, uno de los efectos más preocupantes de la im-
plementación del impuesto es la merma en penetración que
genera. Actualmente, el país debería contar con más de 100
millones de líneas, casi 4 millones más de los 96.6 millo-
nes actuales. Ese diferencial corresponde principalmente a
niveles socioeconómicos bajos, que en presencia de im-
puestos especiales que encarecen y elevan la barrera de en-
trada al mercado, quedan desfavorecidos en la adopción de
servicios convergentes, contribuyendo al aumento en la
brecha digital, tanto al interior del país como en términos
internacionales.

Siguiendo el denominado “Documento de Trabajo” prepa-
rado por el Telecom CIDE (Centro de Investigaciones y
Docencia Económica) y el Diálogo Regional sobre Socie-
dad de la Información, Dirsi, sobre los impactos de la nue-
va propuesta de IEPS a los servicios de telecomunicacio-
nes”, el aumento de precios ocasionado por el impuesto se
ha traducido en una reducción en la penetración de entre
2.2 y 4.3 puntos porcentuales, equivalentes a entre 2.4 y
4.6 millones de usuarios; tan sólo por el impacto en telefo-
nía móvil, el impuesto totalgenera una destrucción de ri-
queza potencial de entre 20 mil y 81 mil millones de pesos.

Y suponiendo que el gravamen permanezca en vigor, en un
plazo de 10 años, esto implicará resignar entre 1.7 por cien-
to y 6.8 por ciento de crecimiento del producto interno bru-
to, PIB, per cápita para el país.

Así, además de tener un bajo impacto recaudatorio, a dos
años de su instrumentación, son evidentes las consecuen-
cias de afectación de este impuesto tanto al crecimiento de
las telecomunicaciones, como en forma directa a los usua-
rios, limitando el ritmo de crecimiento de accesos fijos,
móviles y de banda ancha, con sus consecuentes efectos
perniciosos en la productividad, competitividad, genera-
ción de empleos y bienestar social.

La experiencia mundial demuestra que el aceleramiento en
la tasa de difusión de las nuevas tecnologías de la informa-
ción y la comunicación constituye un mecanismo efectivo
de estímulo para la economía en su conjunto.

En este sentido, las agendas digitales de varios países, los
planes de desarrollo de la banda ancha, el Plan Nacional de
Desarrollo de México, la propuesta de Agenda Digital Na-
cional y diversos documentos emanados del Congreso de la
Unión, afirman que el uso de las tecnologías de informa-
ción y de las telecomunicaciones, incluyendo el Internet,
contribuyen a agilizar el desarrollo económico de los paí-

ses, mejorar su competitividad, incrementar la calidad de
vida de la población; y, el aumento del 10 por ciento de la
penetración de la banda ancha puede incrementar hasta en
1.4 por ciento el PIB nacional, en países con similares con-
diciones al nuestro.

Por ello, mantener la carga fiscal sobre bienes y servicios
de tecnologías de la información resulta particularmente
contraproducente durante una desaceleración económica
como la actualmente vivimos, ya que disminuyen el con-
sumo en bienes que poseen efectos de red naturales asocia-
dos a ellos.

Resulta ineficiente y regresivo seguir gravando servicios
convergentes que tienen un impacto tan positivo en el cre-
cimiento y desarrollo económico, la generación de emple-
os, el ahorro en gasto tanto público como privado, además
de más y mejor calidad en la educación, así como en re-
caudación fiscal adicional por mecanismos actuales como
el impuesto al valor agregado, IVA, e ISR (impuesto sobre
la renta).

En este sentido, representantes de cámaras empresariales
como Canieti, Anatel, CIRT, Canitec, Amipci, AMITI y
Concamin, así como otros grupos de la sociedad civil y la
academia como Observatel, CUDI (Corporación Universi-
taria para el Desarrollo de Internet) y CIDE, han subraya-
do que con la eliminación del IEPS a las telecomunicacio-
nes se podría lograr un crecimiento adicional anual de 5
por ciento en los servicios de telecomunicaciones, con ello
se podría obtener una cifra similar a la realmente recauda-
da por este concepto en 2010 (5.8 mil millones de pesos),
producto de: la recaudación del IVA de los ingresos adicio-
nales por los servicios; la recaudación del IVA del 5 por
ciento de los alrededor de 4 mil 100 millones de dólares
que se requerirían para inversiones complementarias anua-
les necesarias para satisfacer el diferencial; del ISR de las
utilidades de los ingresos de los servicios adicionales y de
las inversiones complementarias; y, el ISR de los sueldos
adicionales para ambos casos.

Una verdadera política de Estado no debe seguir vislum-
brando a un sector tan dinámico y de tanto impacto social,
como es el de las telecomunicaciones, como una forma de
incrementar su recaudación cortoplacista, sino como un
instrumento insustituible que debe potenciarse para atacar
los problemas de crecimiento y desarrollo económico que
son prioridad nacional en estos tiempos de recesión macro-
económica y con más de la mitad de la población en po-
breza extrema.
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En vista de las anteriores consideraciones, y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a la consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se derogan los artículos 2o., fracción
II, inciso c); 3o., fracciones XIV, XV y XVI; 8o., frac-
ción IV, y 18-A de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios, para suprimir el impuesto es-
pecial a los servicios que se prestan a través de redes
públicas de telecomunicaciones

Artículo Único. Se derogan los artículos 2o., fracción II,
inciso c); 3o., fracciones XIV, XV y XVI; 8o., fracción IV,
y 18-A de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios, para suprimir el impuesto especial a los servi-
cios que se prestan a través de redes públicas detelecomu-
nicaciones, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. …

II. En la prestación de los siguientes servicios:

A) …

B) …

C) (Se deroga).

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. a XIII. …

XIV. (Se deroga)

XV. (Se deroga)

XVI. (Se deroga)

XVII. …

Artículo 8o. No se pagará el impuesto establecido en esta
ley:

I. a III. …

IV. (Se deroga)

Artículo 18-A. (Se deroga).

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Sede del Senado de la República, a los once días del mes de octubre de
dos mil doce.— Senadores: Iris Vianey Mendoza Mendoza, Miguel
Barbosa Huerta, Alejandro Encinas Rodríguez, Javier Lozano Alarcón,
Dolores Padierna Luna, Luis Sánchez Jiménez, Benjamín Robles Mon-
toya, Adolfo Romero Lainas, Alejandra Barrales Magdaleno, Fidel
Demedicis Hidalgo, Angélica de la Peña Gómez, Luz María Beristáin
Navarrete (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen.

Honorable asamblea, les rogamos con toda atención a
nuestros amigos representantes de los medios de comuni-
cación pasen a ocupar los lugares que tienen asignados pa-
ra cumplir con su alta labor informativa.

LEY MINERA

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Tiene el uso de la voz, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Bárbara Gabriela Romo Fonseca, del PVEM, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 10 de la Ley Minera.

La diputada Bárbara Gabriela Romo Fonseca: Con su
venia, señor presidente. La gran riqueza de yacimientos
minerales con que cuenta nuestro país nos ubica como uno
de los de mayor potencial en la explotación de estos recur-
sos; las actividades de producción minera representan un
importante atractivo para las empresas extranjeras.

Cabe destacar que en 2011 la inversión realizada en este
sector alcanzó un monto de 5 mil millones de dólares, lo
que representó un incremento del 50.8 por ciento respecto
al año anterior.
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Gran parte de esta inversión es foránea y según reportes de
la Secretaría de Economía, del total de las empresas con
capital extranjero operando en nuestro país, el 71 por cien-
to tiene sus oficinas centrales en Canadá.

La política nacional, en los últimos años, ha estado enfoca-
da de manera importante a promover la exploración y ex-
plotación de los recursos minerales del país. Tan solo en
2011 se expidieron 2022 títulos de concesión y asignación
minera, que ampararon una superficie de 4.4 millones de
hectáreas, con lo cual se alcanzó un saldo acumulado de 27
mil 22 títulos de concesión y asignación minera, por una
superficie total de 29.9 millones de hectáreas.

No obstante, la importante contribución de la minería a la
economía nacional y el desarrollo de la misma traen consi-
go impactos ambientales y sociales en las comunidades
asentadas en las zonas aledañas a las áreas explotadas.

Algunos ejemplos de estos impactos son: afectaciones en
las viviendas y en el patrimonio natural cercano a la mina;
alteraciones al proceso productivo de agricultores y gana-
dores; desplazamiento de los habitantes de las zonas que
viven cercanos al área de explotación; devastación forestal
y vegetal, en ocasiones de forma irreversible; consumo de
importantes volúmenes de agua, y problemas de salud en
los vecinos, quizás el más importante de todos.

Como se ha expuesto, parte importante del territorio nacio-
nal se encuentra concesionado o asignado para aprovecha-
miento minero. Los mexicanos tenemos la obligación de
asegurar que el desarrollo de todo sector económico o in-
dustrial del país sea integral y sustentable, como lo señala
y lo mandata nuestra Constitución, en su artículo 25.

A pesar de contarse con la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección del Ambiente, la cual mandata que
las actividades de extracción o explotación minera deben
estar sujetas a la evaluación del impacto ambiental, es muy
probable que actualmente las empresas obtengan primero
la asignación o concesión por parte de la Secretaría de Eco-
nomía y después se preocupen por cumplir los requeri-
mientos de impacto ambiental.

Por este motivo y con el objeto de fortalecer el carácter
preventivo de la evaluación de impacto ambiental, propon-
go la presente reforma a la Ley Minera en su artículo 10,
que la modificación enuncie: Previo al otorgamiento de
concesiones o asignaciones mineras, los interesados en las

mismas cuenten de manera obligatoria con una autoriza-
ción en materia de impacto ambiental.

Con ello se da un paso en la salvaguarda de la sustentabili-
dad de esta actividad y se fortalecerá el carácter preventivo
de la evaluación de dicho impacto. La prevención de los
impactos ambientales y la salvaguarda de los derechos de
la sociedad mexicana a tener mejores condiciones de vida
deben de ponderarse antes de emitir cualquier resolución
sobre la explotación de los recursos de la nación; por ello
proponemos dar pasos firmes hacia la sustentabilidad me-
diante reformas como ésta.

No queremos más impactos negativos ni en lo social ni en
lo ambiental asociado con la explotación minera. La apro-
bación de esta reforma privilegiará el correcto actuar de la
utilidad, contribuirá a la salud de la ciudadanía y al cuida-
do del medio ambiente, así como a dar certeza a las em-
presas que pretenden invertir en nuestro país en este im-
portante sector. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 10 de la Ley Minera, a
cargo de la diputada Bárbara Gabriela Romo Fonseca, del
Grupo Parlamentario del PVEM

La suscrita, Bárbara Gabriela Romo Fonseca, diputada
miembro de la LXII Legislatura, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, y
135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como los artículos 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados somete a la consideración de esta
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto
que propone reformar el artículo 10 de la Ley Minera, al te-
nor del siguiente

Planteamiento del problema

En la actualidad, casi 30 millones de hectáreas del territo-
rio nacional se encuentran concesionadas o asignadas para
la minería, a pesar de que ésta es una actividad que contri-
buye de manera importante en la economía nacional, su de-
sarrollo genera importantes impactos sociales y ambienta-
les, por tal motivo se deben fortalecer los instrumentos
jurídicos que regulan esta actividad.

La minería es una actividad que se encuentra sujeta a la
evaluación de impacto ambiental; sin embargo, los proyec-
tos mineros no siempre garantizan la sustentabilidad de sus
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obras o actividades, por tal motivo se plantea la presente
iniciativa de reforma en la cual se obliga a que previo a la
obtención de una concesión o asignación minera, el intere-
sado tenga una autorización emitida en materia de impacto
ambiental sobre la obra o actividad que pretende ejecutar,
con ello se busca fortalecer el carácter preventivo de la
evaluación de impacto ambiental y garantizar la sustenta-
bilidad de estas actividades.

Argumentación

Nuestro país es rico en yacimientos minerales, y además
tiene uno de los más grandes potenciales de explotación de
estos recursos.1 Por ello, las actividades de producción mi-
nera representan un importante atractivo para las empresas
extranjeras. Al respecto cabe destacar que en 2011, la in-
versión realizada en el sector minero mexicano alcanzó un
monto de 5 mil millones de dólares, el cual representó un
incremento de 50.8 por ciento con respecto al año anterior.

Sin embargo, gran parte de esta inversión es extranjera, la
propia Secretaría de Economía señala que del total de las
empresas con capital extranjero operando en nuestro país,
71 por ciento (206) tiene sus oficinas centrales en Canadá.

En 2011 se expidieron 2 mil 22 títulos de concesión y asig-
nación minera que ampararon una superficie de 4.4 millo-
nes de hectáreas, con lo cual se alcanzó un saldo acumula-
do de 27 mil 22 títulos por una superficie total de 29.9
millones de hectáreas.

No obstante la contribución de la minería a la economía na-
cional, el desarrollo de la misma, impone impactos al am-
biente y a las comunidades asentadas en las zonas aledañas
al área a ser explotada. Entre los principales impactos am-
bientales y sociales que ocasiona la explotación minero-
metalúrgica se encuentran:

a) La compra de tierras o bien la expropiación de las
mismas, propiciando el desplazamiento o la migración
de los habitantes del lugar que no consiguen trabajo en
la mina.

b) El desmonte de la vegetación que se encuentra en la
superficie en la que se explotará la mina. Ello implica la
remoción de la totalidad de la cobertura vegetal, lo que
afecta a la biodiversidad del lugar que pierde su hábitat.

c) El despalme que consiste en quitar el suelo del sitio.
Ello afecta la diversidad de microbios, hongos, e inclu-

so anélidos del lugar. A ello se suma el incremento de
material particulado en el aire ambiente, que puede oca-
sionar trastornos a la salud de las comunidades asenta-
das en las inmediaciones de la mina.

d) La barrenación y la voladura implican la perforación
y el dinamitar las rocas para reducir su tamaño. La can-
tidad de explosivos que se utilizan está condicionada
por el tipo de roca estéril y la profundidad a la que ésta
se encuentre. Las detonaciones pueden afectar viviendas
o infraestructura e incluso inmuebles que son patrimo-
nio natural de histórico cercano a la mina. Aunado a lo
anterior es importante notar que una vez que concluye la
explotación de la mina el terreno ha cambiado su topo-
grafía y de no ser rellenado, las ciudades aledañas pue-
den utilizarlo como tiradero de residuos sólidos urbanos
a cielo abierto, con el respectivo impacto al ambiente.

e) El consumo de importantes volúmenes de agua, que
en ocasiones provienen de fuentes subterráneas que
abastecen a poblaciones vecinas al terreno minero. Un
estudio publicado en 2001 refiere que la industria mine-
ro-metalúrgica extrae un total de 64.3 millones de me-
tros cúbicos de agua al año y consume 29.5 millones de
metros cúbicos al año.2 Aunado a ello está la contami-
nación de mantos acuíferos por la formación de “drena-
je ácido”. Éste es el ácido sulfúrico que se forma cuan-
do los minerales que contienen sulfuro entran en
contacto con el aire, el agua y los microbios del suelo.
El “drenaje ácido” puede llegar a contaminar cuerpos de
agua que se utilizan para consumo humano o en los que
se llevan a cabo actividades productivas como la pesca
o la acuicultura, lo que pone en riesgo la subsistencia de
muchas familias.

Asimismo, el proceso de lixiviación puede ser una posible
fuente de contaminación de mantos acuíferos cuando no se
implementan las medidas que evitan escurrimientos ácidos
con alto contenido de cianuro, arsénico y metales pesados:
“las plantas de beneficio emplean técnicas químicas como
la lixiviación por cianuración o soluciones ácidas. Con fre-
cuencia estas sustancias acompañan a los residuos y per-
manecen en las paredes de jales donde pueden reaccionar y
formar otras sustancias tóxicas, o liberar metales al am-
biente. El aire, el suelo y agua son vehículos por donde las
sustancias pueden incorporarse a las cadenas tróficas y
afectar a las plantas, los animales y las personas.”3

La Ley Minera y su reglamento, así como la Ley de Inver-
sión Extranjera, establecen las modalidades bajo las cuales
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se han de otorgar las concesiones mineras a empresas ex-
tranjeras. Algunas de esas disposiciones salvaguardan los
derechos de comunidades y pueblos indígenas, el equili-
brio ecológico y la protección al ambiente. Asimismo, pa-
ra evitar o minimizar el impacto ambiental, la sección V
Evaluación del Impacto Ambiental del capítulo IV Instru-
mentos de la Política Ambiental, de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y su re-
glamento, contienen disposiciones que establecen las con-
diciones a que se sujetará la realización de obras y activi-
dades, entre ellas la minería, a fin de evitar o reducir al
mínimo sus efectos negativos sobre el medio ambiente y
restaurar los ecosistemas.

No obstante lo anterior, existen practicas mineras que se
contraponen con los objetivos nacionales sobre el desarro-
llo sustentable y los de conservación, como es la minería a
cielo abierto. Estas actividades son de alto impacto ecoló-
gico y social ya que consisten en la extracción de minera-
les cuando estos se encuentran dispersos dentro de la tierra,
es decir, sin formar grandes vetas.

Como se ha expuesto, una parte importante del territorio
nacional se encuentra concesionada o asignada para apro-
vechamiento minero; sin embargo, tenemos la obligación
de salvaguardar que el desarrollo de todo sector económi-
co o industrial del país sea integral y sustentable, tal como
lo mandata nuestra Constitución en su artículo 25, por tal
motivo a pesar de que la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente mandata que las acti-
vidades de extracción o explotación de minerales están
sujetas a la evaluación de impacto ambiental, y su corres-
pondiente autorización para poderse desarrollar, tal y como
está diseñado el proceso en el sector es posible que las em-
presas obtengan primero la asignación o concesión por par-
te de la Secretaría de Economía, y posteriormente se preo-
cupen por obtener las demás autorizaciones, dentro de las
que encontramos a las ambientales. Por este motivo y con
el objeto de fortalecer el carácter preventivo de la evalua-
ción de impacto ambiental, planteo la presente reforma a la
Ley Minera en su artículo 10 mediante la cual se establece
que previo al otorgamiento de concesiones o asignaciones
mineras, los interesados en las mismas cuenten con una au-
torización en materia de impacto ambiental sobre las obras
o actividades que desea desarrollar, con ello se da un paso
en la salvaguarda de la sustentabilidad en esta actividad, y
se fortalece el carácter preventivo de la evaluación de im-
pacto ambiental.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto y fundado en lo dispuesto
por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someto a la consideración de esta honorable
asamblea el siguiente

Decreto que adiciona un párrafo segundo al artículo 10
de la Ley Minera

Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 10 de la
Ley Minera recorriéndose en su orden los subsecuentes,
para quedar como sigue:

Artículo 10. La exploración y explotación de los minera-
les o sustancias a que se refiere el artículo 4, así como de
las salinas formadas directamente por las aguas marinas
provenientes de mares actuales, superficial o subterránea-
mente, de modo natural o artificial, y de las sales y sub-
productos de éstas, sólo podrá realizarse por personas físi-
cas de nacionalidad mexicana, ejidos y comunidades
agrarias, pueblos y comunidades indígenas a que se refiere
el artículo 2o. constitucional reconocidos como tales por
las constituciones y leyes de las entidades federativas, y so-
ciedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, me-
diante concesiones mineras otorgadas por la secretaría.

La secretaría no podrá otorgar concesiones mineras,
sin que el interesado acredite que cuenta con la autori-
zación en materia de impacto ambiental correspondien-
te.

La exploración del territorio nacional con el objeto de iden-
tificar y cuantificar los recursos minerales potenciales de la
nación se llevará a cabo por el Servicio Geológico Mexi-
cano, por medio de asignaciones mineras que serán expe-
didas únicamente a favor de este organismo por la secreta-
ría y cuyo título deberá publicarse en el Diario Oficial de
la Federación.

Por causas de utilidad pública o para la satisfacción de ne-
cesidades futuras del país podrán establecerse zonas de re-
servas mineras, mediante decreto del Ejecutivo federal pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación. Sobre las
zonas incorporadas a dichas reservas no se otorgarán con-
cesiones ni asignaciones mineras.
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Los títulos de concesión y de asignación minera y los de-
cretos de incorporación de zonas a reservas mineras se ex-
pedirán, siempre y cuando se satisfagan las condiciones y
requisitos establecidos por esta ley y su reglamento, sin
perjuicio de tercero.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan, abrogan o dejan sin efectos todas las
disposiciones que se opongan al presente decreto.

Notas:

1. Se estima que 85 por ciento de las reservas minerales del país aún
no han sido explotadas. Ver. Costero, C. Relaciones actuales México-

Canadá en el sector minero. Revista Mexicana de Estudios Canadien-

ses (nueva época.)Número 007, junio, 2004, Asociación Mexicana de
Estudios sobre Canadá. Culiacán, México. p. 17.

2. López, R.I. 2001. El agua en la minería, su impacto en el medio am-

biente y el pago de derechos. Memorias de la XXIV Convención In-
ternacional AIMMGM. Acapulco, Guerrero. Citado en: Jiménez, C.
Huante, P. Rincón, E. 2006. Restauración de minas superficiales en

México. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. México,
p. 28.

3. Jiménez, C. Huante, P. Rincón, E. 2006. Restauración de minas su-

perficiales en México. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales. México, pp. 32 y 33.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2012.— Dipu-
tada Bárbara Gabriela Romo Fonseca (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias a usted, doña Bárbara. Túrnese a la Comisión
de Economía, para su dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Tiene le uso de la voz, hasta por cinco minutos, el se-
ñor diputado José Alberto Benavides Castañeda, del PT,

para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Desarrollo Social.

El diputado José Alberto Benavides Castañeda: Con su
permiso, diputado presidente. Compañeras diputadas y
compañeros diputados, en México, como en cualquier par-
te del mundo, la productividad de una persona va ligada a
su nivel de educación y de capacitación; si bien parte de es-
tas herramientas pueden ser adquiridas de manera empíri-
ca, es necesario que las personas reciban conocimientos
que les den la oportunidad de acceder a mejores opciones
de empleo, y para el caso de las personas que ya formen
parte del mercado laboral, se acelere el proceso de forma-
ción y así contribuyan por un periodo más largo de su vida
a la producción total de un país.

Sin duda, el proveer la educación y la capacitación es una
responsabilidad que tienen los gobiernos cuyo fin debe ser
mejorar las condiciones de vida de sus habitantes.

Invertir en el desarrollo de las personas es sin duda la me-
jor inversión que pueda hacer un país, ya que los flujos des-
tinados como apoyos tienen un retorno para cada uno de
los beneficiarios y de esa manera adquieren la capacidad de
depender económicamente de sí mismos debido al aumen-
to de su productividad y con ello una esperada mejora en
sus percepciones salariales.

En el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo nos que-
da claro que gran parte de la población en nuestro país ca-
rece de oportunidades que mejoren su calidad de vida, los
apoyos que son insuficientes e inoportunos en muchos de
los casos no solucionan el verdadero problema que tene-
mos los mexicanos.

Actualmente los programas de ayuda solo existen para jus-
tificar un gasto que disfrace las estadísticas que presentan
el gobierno federal y gran parte de los gobiernos locales;
los pocos apoyos que existen no han ayudado a la mayoría
a salir de la pobreza, esto debido a que el efecto umbral de
la pobreza establece que la acumulación de capacidades so-
lo se vuelve útil cuando se alcanza un nivel mínimo.

En este sentido, una de las responsabilidades del gobierno
es incrementar las capacidades de las personas lo suficien-
te como para cruzar dicho umbral; si la ayuda del gobierno
es lo bastante importante y se prolonga lo suficiente, enfo-
cando estas ayudas a mejorar sus capacidades técnicas, se
logrará un incremento en las habilidades de la población,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 201267



cubriendo lo necesario para elevar las rentas de las familias
por encima del nivel de subsistencia.

Sin el avance en formación y capacitación, las familias vul-
nerables solo suben los primeros escalones para después
retroceder en las generaciones inmediatas, haciendo que
los apoyos otorgados no resuelvan el problema estructural;
por ello la necesidad de enfocar las leyes al desarrollo en la
capacitación y la formación, como una prioridad de la asis-
tencia social.

En México la característica principal de los programas so-
ciales ha sido su perfil eminentemente centralista, paterna-
lista y sobre todo, asistencialista, sin corresponsabilidad
real alguna para la población beneficiaria y con poca o nu-
la participación de las comunidades o las poblaciones fa-
vorecidas.

El problema en México ha sido, además de la ejecución de
los programas, la excesiva discrecionalidad en la identifi-
cación, selección y requisitos para los usuarios, sujetos to-
do ello a reglamentos que debe elaborar el Ejecutivo y no
a normas plasmadas en el cuerpo legal que les da origen,
aunado a la falta de rigor en un enfoque serio de incremen-
to a las capacidades, tanto educativas como profesionales.

Compañeras y compañeros diputados, la situación actual
del país nos obliga a poner especial énfasis en los progra-
mas de bienestar social eficaz, ya que las políticas correc-
tas se convierten en inversiones inteligentes en un mundo
que navega por una profunda crisis; por ello se ha vuelto
vital diseñar e implementar sistemas de protección social
efectivos y de corresponsabilidad, que ayuden a las fami-
lias vulnerables, al mismo tiempo en que maximizan sus
esfuerzos para salir de su situación de pobreza.

Lo que se plantea en la presente iniciativa es principal-
mente la inclusión en la Ley General de Desarrollo Social
de la capacitación y la formación en desarrollo humano y
profesional, como ejes fundamentales de la política de de-
sarrollo social y de esta manera fomentar el incremento de
la productividad de los beneficiarios para que puedan ac-
ceder a mejores oportunidades laborales. Es cuanto, dipu-
tado presidente, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Desarrollo Social, a cargo del dipu-
tado José Alberto Benavides Castañeda, del Grupo Parla-
mentario del PT

El suscrito, José Alberto Benavides Castañeda, diputado
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como el artículo 6, numeral 1, artículos
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de este pleno, la presente iniciativa de
ley con proyecto de decreto que reforma diversas disposi-
ciones de la Ley General de Desarrollo Social, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

En la historia de nuestro país han existido problemáticas
sociales que han amedrentado a los grupos más desprotegi-
dos, impidiéndoles salir de su situación de pobreza debido
a la falta de libertad e información en la toma de decisio-
nes. Los pobres en México no están empoderados ni eco-
nómica ni educacionalmente para lograr salir de su realidad
y así evitar que sus siguientes generaciones puedan tener
mejores condiciones de vida.

Sin duda uno de los grandes rezagos en nuestro país es el
relacionado con la pérdida de poder adquisitivo. Esto debi-
do en gran parte a la falta de empleos bien remunerados
que dignifiquen la vida de las personas, otorgándoles la op-
ción de acceso a una buena alimentación, educación y sa-
lud, entre otros.

Uno de los factores que determinan el salario es el de la
productividad, en teoría, a medida que un trabajador sea
más productivo, tendrá una mejor percepción monetaria
proveniente del salario, como un reconocimiento por parte
del mercado a sus habilidades o capacidades y con ello su
contribución a la producción total de una empresa o insti-
tución.

La productividad de una persona en el mercado de trabajo
va ligada a su nivel de educación y de capacitación. Si bien
parte de estas herramientas pueden ser adquiridas de ma-
nera empírica, es necesario para las personas recibir de es-
pecialistas este aprendizaje que les dé la oportunidad de ac-
ceder a mejores opciones de empleo, y para el caso de las
personas que ya formen parte del mercado de trabajo, ace-
lere el proceso de formación y así contribuir por un perio-
do más largo de su vida a la producción total de un país.

Sin duda la educación y la capacitación son responsabili-
dades de los gobiernos cuyo fin debe de ser mejorar las
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condiciones de vida de sus habitantes. Invertir en el desa-
rrollo de las personas es sin duda la mejor inversión que
puede hacer un país, ya que los flujos destinados tendrán
un retorno para cada una de las personas, y de esa manera
tengan la capacidad de depender económicamente en un
futuro de sí mismos debido al aumento de su productividad
y con ello una esperada mejora en su salario.

Según estadísticas de 2011, México ocupa el último lugar
de todos los países de la OCDE en el rubro producto por
hora trabajada, mostrando la dramática situación en la pro-
ductividad de nuestros trabajadores, para ejemplificarlo,
mostramos la siguiente tabla:
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De esta forma, comparando la productividad de un trabaja-
dor en México con otros países, tenemos que por ejemplo
en Francia y Holanda es 3.5 veces mayor, en Irlanda 4 ve-
ces y en Noruega hasta 4.8 veces mayor.

Estos datos resultan alarmantes para una economía que
presume de estable y fuerte. Ninguna economía es fuerte si
sus trabajadores no son productivos, y si no tienen al al-
cance la manera de buscar formación y capacitación que
los lleve a mejorar sus habilidades y de esa manera puedan
tener mayores y mejores aportaciones en sus actividades
laborales, transmitiendo estas capacidades a las futuras ge-
neraciones que se integrarán al mercado de trabajo.

Es claro que gran parte de la población en nuestro país ca-
rece de oportunidades que mejoren su calidad de vida. Los
apoyos, que no son suficientes ni oportunos, en muchos de
los casos, no solucionan el verdadero problema que tene-
mos los mexicanos. Los programas de ayuda sólo existen
para justificar un gasto que disfracen las estadísticas que
presentan el gobierno federal y gran parte de los gobiernos
locales. Los pocos apoyos que existen no han ayudado a la
mayoría a salir de la pobreza.

El efecto umbral de la pobreza establece que la acumula-
ción de capacidades sólo se vuelve útil cuando se alcanza
un nivel mínimo. Una de las responsabilidades del gobier-
no es incrementar las capacidades de las personas lo sufi-
ciente como para cruzar el nivel umbral, cruce que se co-
noce como el “gran empujón”: si la ayuda del gobierno es
lo bastante importante y se prolonga lo suficiente enfocan-
do estas ayudas a mejorar sus capacidades técnicas, se lo-
grará un incremento en las habilidades de la población cu-
briendo lo necesario para elevar la renta de las familias por
encima del nivel de subsistencia. El crecimiento deviene
auto sostenido gracias a los ahorros familiares y las inver-
siones públicas, siempre y cuando, las familias tengan en
las herramientas de formación como para tomar las deci-
siones adecuadas.

Sin el avance en formación y capacitación, las familias vul-
nerables sólo suben los primeros escalones, para después
retroceder en la generación inmediata, haciendo que los
apoyos otorgados no resuelvan el problema estructural. Por
ello la necesidad de enfocar las leyes al desarrollo de la ca-
pacitación y formación, como una prioridad de la asisten-
cia social.

La característica principal de los programas de sociales en
México ha sido su perfil eminentemente centralista, pater-

nalista y asistencialista, sin corresponsabilidad alguna para
la población beneficiaria, y con poca o nula participación
de las comunidades o poblaciones favorecidas.

Los programas sociales que implementa el gobierno fede-
ral obedecen en gran medida a un arreglo de estructura de
un partido político, lo cual denota prácticas clientelares, en
el manejo de las familias inscritas en el padrón de benefi-
ciarios, aprovechándose de su bajo nivel educativo y de
formación.

Por ello la necesidad de fortalecer e implementar de mane-
ra formal los programas de transferencias condicionadas
como una política prioritaria que tenga como fin establecer
condiciones a los beneficiarios que mejore las conductas
asociadas al desarrollo de sus capacidades humanas, espe-
cíficamente a las relacionadas con el incremento de las ha-
bilidades profesionales de los beneficiarios y con ello ad-
quirir conocimientos que los lleven a tomar mejores
decisiones.

Actualmente en México existe el programa Oportunidades,
el cual es un programa de transferencias condicionadas
mixtas, que según datos de la Secretaría de Desarrollo So-
cial (Sedesol), tiene apenas una cobertura de 5 millones de
beneficiarios, habiéndose ejercido de 2007 a 2012 un total
de 276 mil 143 millones de pesos, lo que implica que se le
ha otorgado a cada uno de los beneficiarios un promedio de
55 mil 228 pesos para mejorar su situación de vulnerabili-
dad. En contraste con esto lo que vemos hoy en día, es que
no se ha mejorado en ninguna rama social.

Esto no significa que el sistema de transferencias condicio-
nadas no funcione, de hecho, en países como Brasil y Ar-
gentina los programas han funcionado reflejándose en la
reducción significativa de sus niveles de pobreza, así como
en la mejora en educación y formación.

El problema en México es la falla en la ejecución, la exce-
siva discrecionalidad en la identificación, selección y re-
quisitos para los usuarios, sujeto todo ello a reglamentos
que debe elaborar el Ejecutivo y no a normas plasmadas en
el cuerpo legal que les da origen, y a la falta de rigor en un
enfoque serio de incremento a las capacidades tanto educa-
tivas como profesionales. En México a diferencia de otros
países como Chile, no existen requerimientos rígidos para
los apoyos otorgados a la educación, por lo que por el sim-
ple hecho de inscribirlos a una institución educativa pue-
den ser beneficiarios del programa sin que se busquen las
mejoras en su aprovechamiento escolar.
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La idea es generar mecanismos de participación que res-
ponsabilicen a los beneficiarios y se les exijan mejoras en
su desempeño con la finalidad de que ellos mismos cola-
boren en la mejora de su situación.

La situación actual del país nos obliga a poner especial én-
fasis a los programas de bienestar social eficaz, ya que las
políticas correctas se convierten en inversiones inteligentes
en un mundo que navega por una profunda crisis. Por ello
se ha vuelto vital diseñar e implementar sistemas de pro-
tección social efectiva y de corresponsabilidad que ayude a
las familias vulnerables, al mismo tiempo en que maximi-
zan sus esfuerzos para salir de su situación de pobreza.

Lo que se plantea en la presente iniciativa son principal-
mente dos cosas, integrar en la Ley General de Desarrollo
Social los deberes y logros, como principio de la política
de desarrollo social y con ello buscar el aumento de la co-
rresponsabilidad en los programas de transferencias condi-
cionadas, y por otro lado incluir la capacitación y la for-
mación en desarrollo humano y profesional como ejes
fundamentales del desarrollo social, y así fomentar el in-
cremento de la productividad de los beneficiarios para que
puedan acceder a mejores situaciones laborales.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a su considera-
ción, la presente iniciativa de ley con proyecto de 

Decreto que incorpora los deberes y logros como políti-
ca de desarrollo social, e incluye la capacitación y la for-
mación en desarrollo humano y profesional como ejes
fundamentales del desarrollo social en la Ley General
de Desarrollo Social

Para quedar como sigue:

Primero. Se reforman, la fracción VI del artículo 1, el pri-
mer párrafo del artículo 6 y el primer párrafo del artículo
16, de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social y de observancia general en todo el territorio nacio-
nal, y tiene por objeto:

De I. a V. …

VI. Regular y garantizar la prestación de los bienes y
servicios contenidos en los programas sociales, a través

de programas que fomenten el incremento de la pro-
ductividad de los beneficiarios;

Artículo 6. Son derechos para el desarrollo social la edu-
cación, capacitación, la salud, la alimentación, la vivien-
da, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la
seguridad social y los relativos a la no discriminación en
los términos de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Artículo 16. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el gobierno federal harán del conoci-
miento público cada año sus programas operativos de de-
sarrollo social, así como sus criterios de selección, a
través de los medios más accesibles a la población, en un
plazo máximo de 90 días a partir de la aprobación de sus
presupuestos de egresos anuales respectivos.

Segundo. Se adicionan las fracciones XI y XII al artículo
3, la fracción V al artículo 11 y una fracción X al artículo
19, de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 3. La Política de Desarrollo Social se sujetará a
los siguientes principios:

De I. a X. …

XI. Capacitación y formación: acciones en el que por
medio de estudio, supervisión dirigida, formación
supervisada u otras, que permiten que una persona
pueda adquirir nuevas habilidades para su desarro-
llo personal, intelectual y laboral.

XII. Deberes y logros: es la implementación de in-
centivos que estimulan las habilidades de los benefi-
ciarios y mejoren las condiciones de las personas.

Artículo 11. La Política Nacional de Desarrollo Social tie-
ne los siguientes objetivos:

De I. a IV. …

V. Brindar formación profesional, personal, cívica y
social para que por sí mismos tengan la capacidad de
salir de situaciones económica y socialmente adversas.

Artículo 19. Son prioritarios y de interés público:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 201271



De I. a IX. …

X. Los programas basados en deberes y logros que
utilicen incentivos que estimulen las habilidades de
los beneficiarios y mejoren las condiciones de las
personas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2012.— Dipu-
tado José Alberto Benavides Castañeda (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Y es mucho, diputado proponente. Túrnese a la Co-
misión de Desarrollo Social, para dictamen.

CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES 
Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Tiene el uso de la voz doña Eufrosina Cruz Mendoza,
del PAN, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 219 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales.

La diputada Eufrosina Cruz Mendoza: Con su permiso,
señor presidente. Muy buenos días a todas y a todos, com-
pañeras y compañeros diputados. Dice el poeta uruguayo
Eduardo Galiano, que el hombre teme aquello que ignora;
por ello muchas veces somos ignoradas las mujeres.

Hace 59 años México inició un largo camino para dejar de
ignorar a la mitad de su población y alcanzó una de las
conquistas fundamentales en materia democrática del siglo
XX: el derecho al voto femenino en los procesos electora-
les federales.

El 17 de octubre del 53 señaló un parteaguas, pero también
en el arduo valladar de la igualdad entre mexicanas y me-
xicanos.

Hoy, al amparo de este recinto, que encarna la unidad y la
dignidad de la República, vengo a nombre de la fracción
parlamentaria del Partido Acción Nacional, de las mujeres
de todo el país, de los pueblos originarios de nuestro Mé-
xico, para alzar la voz por esta mitad de la población me-
xicana que ha sido marginada por los partidos políticos y
coaliciones electorales en sus candidaturas al Senado y a
esta misma soberanía.

Vengo a proponer una iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el numeral 1 y deroga el numeral 2 del artícu-
lo 219 del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, a fin de dar jerarquía de ley a una acción
afirmativa que concede el derecho de las mujeres a ocupar
al menos el 40 por ciento del total de las candidaturas a di-
putados y a senadores, de manera que dicha disposición
obligue a los partidos políticos o coaliciones a integrar al
menos el 40 por ciento de candidatos propietarios y suple-
mentes de un mismo género para evitar el fenómeno cono-
cido como las Juanitas.

El cumplimiento de la cuota de género encuentra sustento
en nuestra Carta Magna y en los tratados internacionales,
como partes integrantes de nuestro sistema de constitucio-
nalidad que protegen la igualdad de género y la igualdad de
oportunidades para el acceso a las candidaturas a cargos de
elección popular.

El mecanismo que contempla el artículo referido es cono-
cido como una acción afirmativa o de discriminación in-
versa, porque establece medidas dirigidas a favorecer a uno
de los géneros que se encuentra subrepresentado en los ór-
ganos de representación política. Tal es el contenido de es-
ta iniciativa que hoy presento a consideración de esta so-
beranía. 

Estoy convencida, compañeras y compañeros, que el forta-
lecimiento de los derechos de las mujeres, de las minorías,
contribuye sólidamente al perfeccionamiento de nuestro
sistema democrático.

Es una iniciativa que busca romper los muros de la discri-
minación y de la injusticia —que aún existen en muchos
rincones de nuestro país—, mediante una acción afirmati-
va a favor de las mujeres.
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Hace 59 años se inició el camino por el que hoy avanza-
mos. Sigamos caminando juntos y juntas, ampliando las
veredas de la democracia, consolidando la igualdad de gé-
nero y desterrando para siempre la práctica nociva de la si-
mulación para hacer realidad la legalidad, el orden, la jus-
ticia, la igualdad para todas y para todos los mexicanos. Es
cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 219 del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la
diputada Eufrosina Cruz Mendoza, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

La que suscribe, diputada Eufrosina Cruz Mendoza, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 6o., fracción I, del numeral 1, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete al pleno de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el numeral 1 y deroga el numeral 2 del artícu-
lo 219 del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, con arreglo a la siguiente

Exposición de Motivos

Primero. Las cuotas de género, más conocidas como cuo-
tas de participación por sexo o cuotas de participación de
mujeres, son una forma de acción positiva cuyo objetivo es
garantizar la efectiva integración de mujeres en cargos
electivos de decisión de los partidos políticos y del Estado.
Es una medida de carácter compulsivo, que obliga a incor-
porar mujeres en listas de candidaturas o en listas de resul-
tados electorales, y transitorio, puesto que supone una vi-
gencia sujeta a la superación de los obstáculos que impiden
una adecuada representación de mujeres en los espacios de
poder y representación política.

El establecimiento de cuotas es un mecanismo para mejo-
rar la participación política de las mujeres que debe ser re-
gulado jurídicamente, ya sea en las leyes electorales o en
los estatutos partidarios; de carácter obligatorio para todos
los actores, de manera a garantizar su aplicación indepen-
dientemente de la buena voluntad y del juego político del
momento; controlable en su aplicación e inequívocamente
evaluable a través de los números y porcentajes de inclu-
sión de mujeres. Para que sus resultados sean los deseados,

el mecanismo debe ser pensado según el sistema electoral
en el que se inserta.

El sistema de las cuotas que nos ocupa establece un núme-
ro o proporción de cargos o lugares en listas de candidatu-
ras de mayoría relativa y plurinominales, que deben ser
obligatoriamente ocupados por el grupo discriminado, en
este caso las mujeres. Existen diversas formas de imple-
mentación del mecanismo de cuotas, como las mínimas de
mujeres, que constituyen por lo menos en su intención un
piso y no un techo para las candidaturas femeninas, y las
máximas (o mínimas) para cualquiera de los sexos, que po-
nen un límite a la participación del sexo que según la tra-
dición ocupa prácticamente todos los cargos electivos, en
este caso, los varones. Como ejemplo, las cuotas mínimas
de mujeres se traducen en “las listas deben incluir por lo
menos un 40 por ciento de mujeres” y las cuotas máximas
para cualquiera de los sexos en “ninguno de los sexos de-
be superar el 60 por ciento de los cargos”.

El sujeto portador de la aplicación de acciones positivas
para la equidad de género en el ámbito político, fueron las
mujeres de la socialdemocracia europea, que pelearon por
una autorregulación de sus partidos políticos que se definí-
an como defensores de la igualdad en la sociedad. Es claro
que para llegar a proponer y lograr que se acepte una me-
dida que obliga al colectivo que debe solucionar desigual-
dades existentes en su seno, el sector impulsor debe haber
acumulado poder suficiente para hacerlo y la igualdad de-
be ser un valor para la institución en la que se quiere intro-
ducir el mecanismo.

La meta de que las mujeres puedan tener por lo menos una
parte de los cargos electivos, pasó actualmente a modificar
incluso las ideas sobre democracia y han aparecido con-
ceptos con gran capacidad de instalarse en el debate, como
el de democracia paritaria. Más aún, muchas de las nuevas
Constituciones latinoamericanas han determinado la nece-
sidad de tomar medidas contra “desigualdades injustas”, de
manera a evitar los cuestionamientos de inconstitucionali-
dad de las acciones positivas por romper el principio de
igualdad. Un mecanismo como el de las cuotas de género
no impide sino que posibilita que la igualdad entre mujeres
y hombres, en la representación política, sea real y efecti-
va.”(http://iidh.ed.cr/comunidades/redelectoral/docs/red_d
iccionario/cuota%20de%20genero.htm)

En la actualidad, organismos internacionales como la Or-
ganización de las Naciones Unidas, el Banco Mundial, las
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Cortes Internacionales y los gobiernos de otros países,
comparten la convicción de la importancia de que las mu-
jeres participen en política.

En este sentido, el Grupo Parlamentario del PAN durante la
LXI legislatura impulsó la equidad de género en los proce-
sos electorales derivado del conocido caso de las llamadas
diputadas juanitas que renunciaron al cargo para que un va-
rón lo asumiera en fraude a la equidad de género; entre las
iniciativas presentadas se encuentran las siguientes:

1. Que adiciona el numeral 3 al artículo 219 del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales,
presentada por la diputada Alejandra Noemí Reynoso
Sánchez del PAN el 8 de septiembre de 2009.

2. Que reforma el artículo 219 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, presentada
por la diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena
del PAN el 6 de agosto de 2012.

Segundo. El artículo 219 del Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, contiene dos reglas ge-
néricas. La primera establece que los partidos deben postu-
lar candidatos en proporción de 60 por ciento como
máximo de un género y mínimo 40 por ciento del otro gé-
nero. La segunda expresa que en los casos de que los par-
tidos políticos realicen la selección de abanderados por el
principio de mayoría relativa mediante métodos democrá-
ticos estará exento de lo anterior.

Artículo 219

1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las
candidaturas a diputados como de senadores que pre-
senten los partidos políticos o las coaliciones ante el Ins-
tituto Federal Electoral, deberán integrarse con al menos
el cuarenta por ciento de candidatos propietarios de un
mismo género, procurando llegar a la paridad.

2. Quedan exceptuadas de esta disposición las candida-
turas de mayoría relativa que sean resultado de un pro-
ceso de elección democrático, conforme a los estatutos
de cada partido.

(http://info4.juridicas.unam.mx/ijure/tcfed/4.htm)

Al respecto, importa considerar que a través del cumpli-
miento del bien jurídico que protege el artículo 219 nume-

ral 1 del Código Federal Electoral se pretenden salvaguar-
dar los principios del sistema democrático previstos en la
Constitución Federal, pues su finalidad es proteger la
igualdad de oportunidades y la equidad de género en la vi-
da política del país, sin embargo, al tratarse de una acción
afirmativa es evidente que el legislador tuvo como objeti-
vo implícito fomentar la participación política de ambos
géneros en condiciones de igualdad y el acceso equitativo
a cargos de elección popular.

De manera que, dicha disposición obliga a los partidos po-
líticos o coaliciones a integrar de la totalidad de solicitudes
de registro tanto de las candidaturas a diputados como de
senadores con al menos el cuarenta por ciento de candida-
tos propietarios del mismo género.

Dicha obligación es acorde con dos instituciones funda-
mentales del orden jurídico mexicano: el sistema represen-
tativo y el sistema democrático de gobierno, las cuales tie-
nen como objetivo, construir y definir la estructura política
del estado mexicano, así como proteger y hacer efectivas
las disposiciones de la Constitución Federal, dando estabi-
lidad y permanencia a la nación en su conjunto, pues rigen
su vida política, social y económica.

En este sentido el método democrático busca establecer
formas y procedimientos idóneos para garantizar que las
decisiones producidas sean expresión de la voluntad popu-
lar y reflejen el sentir de todos los ciudadanos, es decir, de
mujeres y hombres que integran la sociedad.

Por ello, la regla prevista en el artículo 219 numeral 1 del
código invocado, es acorde con el sistema representativo y
democrático previsto en los máximos ordenamientos del
país, pues su finalidad es proteger la igualdad de oportuni-
dades y la equidad de género en la vida política del país, re-
flejando en la mayor medida posible, el porcentaje efecti-
vo de población de mujeres y hombres que existen en la
sociedad mexicana, y que las decisiones que se adopten in-
cluyan los ideales de ambos géneros.

Lo anterior es conforme con el derecho que tienen todas las
ciudadanas y los ciudadanos para participar en el ejercicio
de la voluntad popular y en la toma de decisiones públicas,
establecido en el artículo 4o. constitucional en relación con
el artículo 35 de la Carta Magna.

Ahora bien, dicha regla es democrática en la medida en que
pretende una participación equilibrada del género femeni-
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no y masculino en la obtención de candidaturas, pero tam-
bién porque tiene como propósito que en las contiendas
electorales se privilegie la equidad de género.

Por lo que, el resultado de los procedimientos democráti-
cos, tiene como finalidad promover la igualdad de oportu-
nidades y la equidad de género en la vida política, y en es-
pecial la participación de mujeres como candidatas en los
procesos electorales, ya que históricamente han sido desfa-
vorecidas en la representación de cargos de elección popu-
lar en el país.

En ese sentido, el artículo 219 numeral 1 del Código Fede-
ral Electoral protege la igualdad de oportunidades y la
equidad de género en la vida política, al garantizar un mí-
nimo de participación político-electoral de individuos por
razón de género, para acceder a las candidaturas de los par-
tidos políticos y en consecuencia, en los órganos de repre-
sentación popular.

El procedimiento que contempla el artículo referido es co-
nocido como una acción afirmativa o de discriminación in-
versa, porque si bien formalmente busca la equidad de los
géneros, materialmente establece medidas dirigidas a favo-
recer a uno de los géneros que se encuentra subrepresenta-
do en los órganos de representación política, con el fin de
eliminar o reducir las desigualdades de tipo político que les
afecta, con el propósito último de alcanzar la equidad de
género como base fundamental del sistema democrático.

(http://www.te.gob.mx/Informacion_juridiccional/se-
sion_publica/ejecutoria/sentencias/SUP-REC-0074-
2012.pdf)

Al respecto, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres, publicada el 2 de agosto de 2006, establece en
el artículo 5, fracción I, que las acciones afirmativas son el
conjunto de medidas de carácter temporal encaminadas a
acelerar la igualdad de hecho entre mujeres y hombres.

Asimismo, el artículo 17, fracción III, de dicho ordena-
miento, establece que la política nacional en materia de
igualdad, tendrá como objetivos fomentar la participación
y representación política equilibrada entre mujeres y hom-
bres. (http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/
LGIMH.pdf)

En nuestro sistema jurídico, es posible que una norma ex-
presa o implícitamente tenga en cuenta algún criterio de ac-
ción afirmativa o de discriminación positiva con el objeto

de atender otros principios constitucionales, como es el ca-
so de la equidad de género en materia político electoral y
acceso a la representación política en condiciones de igual-
dad.

De manera que, las acciones afirmativas son constitucio-
nalmente admisibles por nuestro Ordenamiento Jurídico
Federal, por lo cual es posible apelar a los géneros, para
aminorar el efecto nocivo de las prácticas sociales que han
ubicado a uno de los géneros en posiciones desfavorables.

Además, ha sido criterio del Tribunal Federal Electoral que
la finalidad perseguida por el referido precepto, protege
formalmente la igualdad de oportunidades y la equidad de
género en la vida política, y garantiza materialmente una
efectiva participación de ambos géneros en los procedi-
mientos de selección de candidaturas.

Asimismo, dicho precepto legal busca alcanzar la igualdad
sustancial pues se trata de una medida que se implementó
para favorecer la equidad de género y la igualdad de opor-
tunidades en el acceso a la representación política.

De esta manera, la cuota de género es una medida idónea,
puesto que se asegura que por lo menos un cuarenta por
ciento tanto de uno de los géneros obtengan una candida-
tura, con lo cual, se fomenta la participación equitativa en
los procesos electorales constitucionales.

Aunado a lo anterior, cabe mencionar que la Suprema
Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconsti-
tucionalidad número 2/2002, resuelta en sesión del 19
de febrero de 2002, sostuvo el criterio en el sentido de
considerar válida la previsión de porcentajes o cuotas obli-
gatorias (acciones afirmativas) dirigidas a procurar la equi-
dad de género en lo relativo a la postulación de candidatos
por parte de los partidos políticos, porque permite que am-
bos géneros participen en igualdad de circunstancias en
una contienda electoral.

Así, dar viabilidad a las cuotas de género encuentra justifi-
cación en los principios del Estado democrático de derecho,
ya que dicha determinación tiene por objeto dar cumpli-
miento a las disposiciones legales y a los criterios sustenta-
dos por el Tribunal Federal Electoral, como por ejemplo en
el expediente SUP-JDC-611/2012 y acumulado, con la fi-
nalidad de hacer prevalecer la equidad de género en la in-
tegración de las candidaturas a cargos de elección popular
y propiciar condiciones de igualdad en el acceso a la re-
presentación política nacional.
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Esto es así, porque ha sido criterio reiterado del Tribunal
Federal Electoral que los partidos políticos están obligados
a dar cumplimiento de manera eficaz a las disposiciones le-
gales en materia de equidad de género, a efecto de integrar
las fórmulas de candidatos a diputados y senadores con un
mínimo de cuarenta por ciento de ciudadanos de un mismo
género, sin hacer distingo alguno respecto a si las fórmulas
de candidatos corresponden a los principios de mayoría re-
lativa o representación proporcional, ni al método por el
que fueron designados, en virtud de que se parte de la base
de que los procesos de selección previstos en los estatutos
partidistas tienen el carácter de democráticos al encontrar-
se previstos como tales.

En este sentido, es que el Tribunal Federal Electoral se ha
pronunciado al resolver los juicios SUP-JDC-12624/2011
y SUP-RAP-81/2012.

En el citado juicio SUP-JDC-12624/2011, el órgano juris-
diccional consideró que el hecho de que el artículo 218, pá-
rrafo 3 del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, obligue a los partidos políticos a procurar
la paridad de género en la vida política del país implica que
esa paridad también debe reflejarse en la ocupación de los
cargos de elección popular obtenidos por cada partido. De
otra manera, no tendría sentido el establecimiento de cuo-
tas de género en la designación de candidaturas a cargos de
elección popular.

Además, en esa ejecutoria se precisó que los partidos polí-
ticos deben garantizar que al menos el 40 por ciento de los
propietarios de las candidaturas a diputados y senadores
correspondan al mismo género. De manera que, el princi-
pio de equidad de género resulta aplicable para la defini-
ción de las candidaturas a diputados y senadores, con inde-
pendencia del principio para el cual sean designados.

Asimismo, se estableció que la cualidad democrática de los
procedimientos para la designación de candidatos a diputa-
dos y senadores de mayoría relativa, se puede asumir, que,
en principio, está dada por los propios estatutos de los par-
tidos políticos. Ello en razón de que tales cuerpos normati-
vos, una vez vigentes, se presumen constitucionales y le-
gales y, en consecuencia, democráticos, como se desprende
de la Jurisprudencia 3/2005, que al rubro señala: “Estatu-
tos de los partidos políticos. Elementos mínimos para
considerarlos democráticos”. (http://www.te.gob.mx/In-
formacion_juridiccional/sesion_publica/ejecutoria/senten-
cias/SUP-JDC-12624-2011.pdf)

Por otra parte, en el recurso de apelación SUP-RAP-
81/2012, se reiteró el criterio de que, en principio, todo
modelo o procedimiento interno de designación de candi-
datos previsto en los estatutos vigentes de los partidos po-
líticos, cuya validez constitucional y legal ha sido declara-
da por el Instituto Federal Electoral, se encuentra dentro
del sistema democrático.

Esto porque la vigencia de los estatutos partidistas presu-
me su constitucionalidad y legalidad, de conformidad con
los principios democráticos que rigen nuestro sistema. Es
decir, un modelo o procedimiento de designación de can-
didatos con independencia del método que se utilice debe
considerarse democrático, sin que deba hacerse distincio-
nes sobre estos, pues forma parte de este sistema, hasta en
tanto no sea impugnado y se determine en su caso, la in-
constitucionalidad por el órgano judicial competente.
(htp://www.te.gob.mx/Informacion_jurisdiccional/se-
sión_publica/ejecutoria/sentencias/SUP-RAP-0081-
2012.pdf)

De los precedentes referidos, puede advertirse con claridad
el criterio interpretativo del Tribunal Federal Electoral en
materia de equidad de género en la definición de candida-
turas, consistente en que la cuota de género debe cumplir-
se con independencia del método que se utilice para la de-
signación de cualquier tipo de candidatura.

Por tanto, la disposición legal de hacer efectiva la igualdad
de oportunidades para el acceso a las candidaturas de elec-
ción popular, debe observarse respecto de todos los cargos
de elección popular a que se refiere el multicitado artícu-
lo 219.

Esto, es acorde con lo previsto en los instrumentos interna-
cionales, en ese sentido, la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mu-
jer de 1979, en su artículo 7 instruye a los Estados Parte a
tomar “todas las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en la vida política y pública del
país”.

Asimismo, los artículos 23 de la Convención Interamerica-
na sobre Derechos Humanos y 25 del Pacto Internacional
de los Derechos Civiles y Políticos de la Organización de
Naciones Unidas, prevén el derecho de todo ciudadano de
tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las
funciones públicas de su país.
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Para ese efecto, el artículo 219, numeral 1, del citado Có-
digo Federal Electoral, prevé que de la totalidad de solici-
tudes de registro tanto de las candidaturas a diputados co-
mo de senadores que realicen los partidos políticos o las
coaliciones, deberán integrarse con al menos el cuarenta
por ciento de candidatos propietarios de un mismo género,
procurando llegar a la paridad.

A su vez, se establece en el numeral 2 del mencionado pre-
cepto legal, que están exceptuadas las candidaturas de ma-
yoría relativa que sean resultado de un proceso de elección
democrático, conforme a los estatutos de cada partido.

En tal virtud, es aplicable al caso concreto (articulo 219 nu-
meral 2), en similares términos, el criterio sostenido por la
Sala Superior del Tribunal Federal Electoral en el expe-
diente SUP-JDC-12624/2011, referente a que los partidos
políticos deben atender a las disposiciones legales en ma-
teria de equidad de género, por lo que las candidaturas de
mayoría relativa deben estar integradas invariablemente, al
menos con el cuarenta por ciento de ciudadanos del mismo
género.

Lo anterior es así, porque el cumplimiento a la cuota de gé-
nero encuentra sustento en la Carta Magna, y en los Trata-
dos Internacionales ya precisados, mismos que en materia
de derechos fundamentales integran el sistema de constitu-
cionalidad del orden jurídico mexicano de conformidad
con lo previsto en el artículo primero de la Constitución
Federal, así como en los principios democráticos de equi-
dad de género y de igualdad de oportunidades para el ac-
ceso a las candidaturas a cargos de elección popular.

Ahora bien, cuando el partido político designe a sus candi-
datos, como resultado de un proceso democrático de elec-
ción (articulo 219 numeral 2), aun en este supuesto se de-
be reconocer que los principios de equidad de género y de
igualdad de condiciones para el acceso a las candidaturas,
también constituyen principios esenciales del Estado de-
mocrático de derecho, porque éste requiere de la participa-
ción política efectiva, en condiciones de equidad, tanto de
las mujeres como de los hombres; pues en el sistema de-
mocrático deben proveerse las medidas necesarias para su-
perar las limitaciones formales y fácticas que impidan a
uno de los géneros acceder a los cargos de elección popu-
lar.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia 16/2012
cuyo rubro es: Cuota de género. Las fórmulas de candi-
datos a diputados y senadores por ambos principios de-

ben integrarse con personas del mismo género. De la in-
terpretación sistemática y funcional de los artículos 1o.,
4o., 51, 57, 63 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 20, párrafos 3 y 4, 218, párrafo 3, 219,
párrafo 1, y 220 del Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, se colige que las fórmulas de can-
didatos a diputados y senadores postuladas por los partidos
políticos o coaliciones ante el Instituto Federal Electoral,
deben integrarse con al menos el cuarenta por ciento de
candidatos propietarios del mismo género. De lo anterior,
se advierte que la finalidad es llegar a la paridad y que la
equidad de género busca el equilibrio en el ejercicio de los
cargos de representación popular. Por tanto, las fórmulas
que se registren a efecto de observar la citada cuota de gé-
nero, deben integrarse con candidatos propietario y suplen-
te, del mismo género, pues, de resultar electos y presentar-
se la ausencia del propietario, éste sería sustituido por una
persona del mismo género, lo que además trascenderá al
ejercicio del cargo, favoreciendo la protección más amplia
del derecho político-electoral citado. (http://portal.te.gob.
mx/iuse/tesisjur_internet.aspx?tpoBusqueda=&idTe-
sis=1555)

La citada jurisprudencia fue aprobada por la Sala Superior
del Tribunal Federal Electoral en sesión pública celebrada
el 7 de junio de 2012, aprobado por mayoría de 6 votos y
la declaró formalmente obligatoria.

Es de mencionar que el antecedente del criterio jurispru-
dencial que sirve de fundamento a la presente iniciativa, la
encontramos en la impugnación del Acuerdo CG327/2011
del Instituto Federal Electoral, mediante el cual se estable-
cen los criterios aplicables para el registro de candidaturas
para el proceso federal electoral 2011-2012 emitido el 7 de
octubre de 2011 y que fue impugnado por María Elena
Chapa Hernández y otros el 7 y 8 de noviembre de 2011,
que finalmente fue resuelto por la Sentencia de la Sala Su-
perior del TEPJF al resolver el expediente SUP-JDC-
12624/2011.

En cumplimiento, de dicha sentencia se emitió el acuerdo
del Consejo General del IFE, CG413/2011, mediante el
cual se le da cumplimiento a la citada y que sustituye al
acuerdo CG327/2011 que fue impugnado.

La citada sentencia fue reconocida por la organización Wo-
men´s Link Worldwide como una de las tres mejores a ni-
vel mundial a favor de la protección de los derechos hu-
manos de la mujer.
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En conclusión, la suscrita considera que es una obligación
como mujer y como legisladora federal promover la pre-
sente iniciativa con la finalidad de derogar el numeral 2 del
artículo 219 del Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, armonizando así el Código citado con
la Jurisprudencia 16/2012, emitida por el Tribunal Federal
Electoral.

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a la consi-
deración de este honorable pleno legislativo, la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el numeral 1 y deroga el numeral
2 del artículo 219 del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales

Único. Se reforma el numeral 1 y deroga el numeral 2 del
artículo 219 del Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, para quedar como sigue:

Artículo 219.

1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las
candidaturas a diputados como de senadores que presenten
los partidos políticos o las coaliciones ante el Instituto Fe-
deral Electoral, deberán integrarse con al menos el cuaren-
ta por ciento de candidatos propietarios y suplentes de un
mismo género, procurando llegar a la paridad.

2. (Derogado)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, salón de sesiones de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 9 de octubre de
2012.— Diputada Eufrosina Cruz Mendoza (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Muchas gracias. Y es mucho, diputada Cruz. Túrnese
a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

CODIGO DE COMERCIO - LEY DE SOCIEDADES
MERCANTILES - LEY DE SOCIEDADES DE 
INVERSION - LEY GENERAL DE TITULOS 

Y OPERACIONES DE CREDITO - LEY FEDERAL
DE DERECHOS - LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos, don
José Arturo Salinas Garza, del PAN, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma, adiciona y dero-
ga diversas disposiciones del Código de Comercio, de la
Ley de Sociedades Mercantiles, de la Ley de Sociedades de
Inversión, de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, de la Ley Federal de Derechos y de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal*. ¿Está don Jo-
sé Arturo Salinas? Pregunto, ¿está don José Arturo Salinas
Garza? En principio, se turna a las Comisiones Unidas de
Economía y de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men.

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACION PUBLICA GUBERNAMENTAL

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Tiene el uso de la tribuna, hasta por cinco minutos, don
Fernando Belaunzarán Méndez, del Grupo Parlamentario
del PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

El diputado Fernando Belaunzarán Méndez: Con su ve-
nia, presidente. Vengo a tribuna a proponer que sindicatos,
partidos y grupos parlamentarios sean sujetos obligados de
la Ley de Transparencia. Si hay un problema estructural en
nuestro país que atraviesa transversalmente a la nación,
tanto en el sector público como el privado, es la prevalen-
cia e incluso, preeminencia de zonas de privilegio, en don-
de personas y grupos tienen ventajas indebidas y juegan
con cartas marcadas.

En cada tema, sector, área que se trate, siempre aparece es-
te mismo problema. No hay costumbre de competir con
equidad y nadie acepta a renunciar a su primacía, aunque
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con ello se constituya como obstáculo del desarrollo eco-
nómico y político de México.

No pocos acostumbran indignarse del privilegio ajeno, pe-
ro defienden con uñas y dientes el privilegio propio; cla-
man por equidad cuando tienen el terreno en contra, pero
no permiten nivelarlo cuando es al revés. Ahora sí que há-
gase la voluntad de Dios en el monopolio de mi compadre.

Tenemos, como legisladores, la responsabilidad y el com-
promiso de atacar todos esos privilegios, y para hacerlo
con autoridad moral debemos también combatir aquellos
que benefician a los partidos políticos.

De alguna manera en eso hemos avanzado con la reforma
política, con las candidaturas independientes, iniciativa
ciudadana, consulta popular —que ya haremos las refor-
mas secundarias—, pero es a todas luces insuficiente.

Requerimos de una ley de partidos para que se garantice
que estos sean verdaderos instrumentos de la sociedad pa-
ra transformarse, para transformar a la sociedad, al país; de
eso ya nos ocuparemos, pero hoy quiero proponerles que
seamos —como partidos y como legisladores— ejemplo
de transparencia y rendición de cuentas y que en conso-
nancia se establezcan con claridad las obligaciones de par-
tidos y grupos parlamentarios en materia de transparencia.

En esto no debiera haber discusión alguna, la cosa pública
debe ser eso, pública y no encuentro ninguna razón para
que alguien se oponga, al menos en el debate de las ideas;
por eso me quiero centrar en el punto controvertido: los
sindicatos deben o no ser sujetos obligados de la Ley de
Transparencia.

Ayer declaró Enrique Peña Nieto que estaba de acuerdo
con la transparencia sindical siempre que se respete su au-
tonomía. Si es así, entonces espero que los diputados del
PRI respalden esta propuesta, porque la transparencia —al
igual que la democracia, por cierto— de ninguna manera
atenta contra el derecho a organizarse y decidir libremente.

Tan es así que ya son sujetos obligados de la Ley de Trans-
parencia el Instituto Federal Electoral y la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos y a nadie se le ocurrió decir
que eso, de que sean sujetos de transparencia, atenta contra
la autonomía de estos organismos tan importantes.

Además, los organismos son organizaciones fundamenta-
les del país, pues defienden derechos constitucionales tras-

cendentes, como los que tienen que ver con el trabajo, que
es un derecho humano y la misma Constitución les da re-
conocimiento; por eso, no se puede decir que lo que ocurre
en su interior es un asunto entre particulares, eso es una
aberración.

Entre otras cosas, también porque su influencia en la vida
pública es innegable, tan es así que pueden apoyar y apo-
yan —y están en su derecho— a candidatos en las eleccio-
nes, y hay senadores, legisladores y gobernantes en el país
que lo son gracias a su calidad de dirigentes sindicales.
Bueno, hay hasta un sindicato que tiene un partido políti-
co.

Hay sindicatos que reciben fuertes sumas de recursos pú-
blicos, sumas millonarias y es derecho de los contribuyen-
tes conocer su uso, como también es el derecho de los tra-
bajadores conocer el destino de su cuota. Ambos derechos
son actualmente escamoteados.

Por eso aspiro a convencer de la necesidad y pertinencia de
que sean sujetos de la Ley de Transparencia y luego, como
espero que regrese la iniciativa de reforma laboral, a que en
su interior haya voto libre, directo y secreto para elegir a
sus dirigentes.

Hago un llamado especial al PRI, Peña Nieto ha insistido
en que no representan al pasado, pero no hay nada más ar-
caico que el viejo corporativismo sindical; es una oportu-
nidad para que demuestren con hechos que no son restau-
radores del viejo régimen y también es una oportunidad
para los líderes sindicales, para que adquieran prestigio so-
cial, para que se les quite el mote de charros y quede esta-
blecido que son representantes legítimos de los trabajado-
res y que sus cargos y bienes no son resultado del manejo
opaco y discrecional del dinero y de las prebendas.

A eso aspiro convencerlos, por supuesto aquí en el pleno,
pero también en la comisión. Por su atención, gracias.

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental, a cargo del diputado
Fernando Belaunzarán Méndez, del Grupo Parlamentario
del PRD

Planteamiento del problema

El derecho constitucional de acceso a la información y a la
transparencia consagrado en el artículo 6 aún no ha sido
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plasmado plenamente en la legislación secundaria y subya-
cen nichos de opacidad en algunas entidades que reciben
recursos públicos. Por esa razón se plantean reformas a la
Ley de Transparencia para incorporar como sujetos obliga-
dos del derecho de acceso a la información a las entidades
que reciben recursos públicos. 

Argumentos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
consagra en el artículo 6o. el derecho fundamental de los
ciudadanos mexicanos al acceso a la información y esta-
blece que el Estado será el garante de que dicho derecho
sea ejercido plenamente.

Nuestra ley fundamental también establece que salvo la in-
formación privada y los datos personales, debe imperar el
principio de la máxima publicidad.

Para hacer valer el derecho a la información, en México
existe el Instituto Federal de Acceso a la Información y
Protección de Datos, que es el órgano encargado de  pro-
mover y difundir el ejercicio del derecho a la información;
resolver sobre la negativa a las solicitudes de acceso a la
información y proteger los datos personales en poder de los
sujetos obligados del derecho al acceso a la información
consagrado en la Constitución.

Los sujetos obligados en la Ley vigente son el Poder Eje-
cutivo Federal, la administración pública federal y la Pro-
curaduría General de la República, el Poder Legislativo fe-
deral, integrado por la Cámara de Diputados, la Cámara de
Senadores, la Comisión Permanente y cualquiera de sus ór-
ganos; el Poder Judicial de la Federación y el Consejo de
la Judicatura Federal; también son sujetos obligados los ór-
ganos constitucionales autónomos como el Instituto Fede-
ral Electoral, la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, el Banco de México, las universidades autónomas
y los tribunales administrativos federales.

Los sujetos obligados que contempla la Ley vigente son in-
suficientes para cumplir con el mandato constitucional que
establece que se debe publicar la información completa y
actualizada sobre los indicadores de gestión y el ejercicio
de los recursos públicos.

El manejo de los recursos públicos se rige por el principio
de transparencia, sin embargo, aún existen diversas entida-
des que pese a que manejan recursos públicos se rigen ba-
jo un singular y anacrónico principio de la secrecía y se

mantienen en un nicho de opacidad absoluta; tal es el caso
de los sindicatos y los grupos parlamentarios del Congreso
de la Unión, que operan al margen de las disposiciones
constitucionales basados en el argumento de no ser sujetos
obligados de la Ley de Transparencia. Esto no solo vulne-
ra el derecho fundamental a la información, también plan-
tea el riesgo de que al interior de estas entidades penetre la
corrupción porque al operar sin controles, no existen ga-
rantías de que los recursos se ejerzan correctamente. 

Si bien los partidos políticos no son sujetos obligados de la
Ley Federal de Transparencia, éstos  cumplen parcialmen-
te con la obligación de rendir cuentas y de entregar un in-
forme sobre el uso y destino de los recursos públicos que
reciben para el ejercicio de sus actividades, solo que no lo
hacen conforme a los procedimientos del IFAI, sino que lo
ejercen a través de las disposiciones del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales. Sin embargo,
la información con que cuenta el IFE y sus procedimientos
de publicidad no son suficientes para satisfacer plenamen-
te las solicitudes de información de los ciudadanos, por eso
es necesario que sin menoscabo de las responsabilidades
que tienen los partidos con el IFE, deben convertirse tam-
bién en sujetos obligados de la Ley Federal de Transparen-
cia.

Los sindicatos son organizaciones de trabajadores confor-
madas libremente, persiguen objetivos para el beneficio e
interés común, se rigen con las normas que aprueban co-
lectivamente y reciben recursos públicos. Por lo tanto, es-
tas organizaciones no pueden autodefinirse como simples
asociaciones de particulares que deban gozar de un cerco
de impunidad, deben respetar el derecho a la información.

Si bien la rendición de cuentas de los dirigentes de las or-
ganizaciones sindicales debe efectuarse hacia sus represen-
tados por conducto de sus procedimientos internos, la ren-
dición de cuentas sobre el uso y destino de los recursos
públicos que reciben sí debe ponerse a disposición de todos
los ciudadanos, porque finalmente se trata de recursos pro-
venientes del erario público; los sindicatos reciben recur-
sos provenientes de los impuestos que pagan los contribu-
yentes y por tanto los ciudadanos tienen derecho a
corroborar que se haga buen uso de estos recursos. 

Adicionalmente, es necesario cumplir con el mandato
constitucional que establece el derecho a la información de
los ciudadanos, así como la obligación de publicitar el uso
de los recursos públicos.  
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El presente proyecto de decreto que reforma la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental plantea diversas modificaciones para que
tanto los sindicatos como los partidos políticos y los gru-
pos parlamentarios del Congreso de la Unión se conviertan
en sujetos obligados de la ley y por lo tanto se rijan por el
principio de transparencia.

Con la finalidad de garantizar el derecho fundamental a la
información, a la transparencia, así como el principio de
máxima publicidad, propongo que los trabajadores asocia-
dos en sindicatos  tengan la posibilidad de solicitar en todo
momento  a los dirigentes la información sobre el estado
que guarda la administración de los bienes y recursos pa-
trimonio del sindicato y sólo en caso de incumplimiento,
los trabajadores puedan interponer un recurso ante el Insti-
tuto a fin de que éste garantice que su derecho sea ejercido.

Propongo reformar la naturaleza de la ley para ampliar el
espectro de su aplicación en todos los tres niveles de go-
bierno, por eso propongo que deje de ser una ley federal y
obtenga el carácter de ley general. 

También planteo reformar las facultades del Instituto de
Acceso a la Información y Protección de Datos para forta-
lecerlo de tal forma que sea este instituto y no los sujetos
obligados quien tenga la facultad de reservar como confi-
dencial la información porque sin ésta responsabilidad, el
ejercicio del instituto se vuelve débil e insulso, además im-
pide que se garantice el  principio de máxima publicidad. 

Actualmente los sujetos obligados son los que cuentan con
el poder de decidir qué información dan a conocer y qué in-
formación mantienen en secrecía y eso representa un retro-
ceso al espíritu de la reforma constitucional de 2007 que
nos otorgó el derecho fundamental a la información, por
eso propongo reformarlo. 

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación pública Gubernamental.

Proyecto de Decreto

Único. Se reforman los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10,
14, 15, 16, 17, 18, 28, 29, 30, 33, 37, 38, 39, 41, 42, 44, 53,
54, 58, 59, 61 y 63; se derogan  los artículos 11, 19 y 45;
se adiciona el artículo 61 Bis de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información pública Guberna-
mental. Se modifica la naturaleza de la ley para quedar co-
mo Ley General de Transparencia y Acceso a la
Información para quedar como sigue:

Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del artículo
6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Tiene como finalidad proveer lo necesario pa-
ra garantizar el acceso a la información en posesión de los
Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autóno-
mos o con autonomía legal, los sindicatos, los partidos
políticos y cualquier otra entidad federal.

Artículo 2. Toda la información en poder de los sujetos
obligados deberá ser pública y los particulares tendrán ac-
ceso a la misma en los términos que señala esta ley.

Artículo 3…

I. Comités: Los Comités de Información de cada una de
las dependencias y entidades mencionados en el Artícu-
lo 29 de esta Ley o el titular de las referidas en el Artí-
culo 31;

II. Datos personales: Cualquier información concer-
niente a una persona física identificada o identificable;

III. Documentos: Los expedientes, reportes, estudios,
actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos,
directivas, directrices, circulares, contratos, convenios,
instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien,
cualquier otro registro que documente el ejercicio de las
facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus
servidores públicos, sin importar su fuente o fecha de
elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier
medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico,
informático u holográfico;

IV. Dependencias y entidades: Las señaladas en la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, inclui-
das la Presidencia de la República, los órganos adminis-
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trativos desconcentrados, así como la Procuraduría Ge-
neral de la República en los tres órdenes de gobierno;

V. a VII. …

VIII. Ley: La Ley General de Transparencia y Acce-
so a la Información;

IX. Órganos constitucionales autónomos: El Instituto
Federal Electoral, la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, el Banco de México, las universidades y
las demás instituciones de educación superior a las que
la ley otorgue autonomía y cualquier otro establecido en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en los tres órdenes de gobierno;

X. Reglamento: El Reglamento de la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Información;

XI. Servidores públicos: Los mencionados en el artícu-
lo 108 constitucional y todas aquellas personas que ma-
nejen o apliquen recursos públicos federales;

XII. a XIV… 

a)…

b) El Poder Legislativo federal, integrado por los
grupos parlamentarios, así como por todos los ór-
ganos de la Cámara de Diputados, la Cámara de Se-
nadores y la Comisión Permanente, así como las le-
gislaturas de los estados;

c) a e)

f) Los sindicatos;

g) Los partidos políticos; y

h) Cualquier otro órgano federal.

XV. ...

Artículo 4. …

I. … 

II. Transparentar la gestión de los sujetos obligados
mediante la difusión de la información que éstos gene-
ren;

III. y VI. …

Artículo 5. La presente ley es de observancia general y
tiene por objeto garantizar la obligación del Estado de
proteger el desarrollo democrático, la transparencia y
la rendición de cuentas en todas las instituciones públi-
cas. 

Los sindicatos, los partidos políticos y organizaciones
vinculadas a los sectores productivos del país deberán
observar los mismos preceptos de transparencia y ren-
dición de cuentas.

Artículo 6. Esta ley garantizará que en su interpreta-
ción prevalezca el principio constitucional de máxima
publicidad y disponibilidad de la información en posesión
de los sujetos obligados.

…

Artículo 7. Con excepción de la información reservada o
confidencial prevista en esta ley, los sujetos obligados de-
berán poner a disposición del público y actualizar, la infor-
mación siguiente:

I. a XIII… 

a) a d)…

XIV. a XVII… 

…

Artículo 9. …

Los sujetos obligados deberán preparar la automatiza-
ción, presentación y contenido de su información, como
también su integración en línea, en los términos que dis-
ponga el Reglamento y los lineamientos que al respecto
expida el Instituto.

Artículo 10. Las dependencias y entidades deberán hacer
públicas, directamente o a través de la Consejería Jurídica
del Ejecutivo federal o de la Comisión Federal de Mejora
Regulatoria, en los términos que establezca el Reglamento,
y por lo menos con 20 días hábiles de anticipación a la fe-
cha en que se pretendan publicar o someter a firma del ti-
tular del Ejecutivo Federal, los anteproyectos de leyes y
disposiciones administrativas de carácter general a que se
refiere el artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento Ad-
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ministrativo, salvo que la Consejería o la Comisión Fede-
ral de Mejora Regulatoria en coordinación con el Institu-
to determinen que la información se encuentre en los
supuestos contenidos en los artículos 13 y 14. 

Artículo 11. (Se deroga)

Artículo 14. …

I. (Se deroga)

II. a VI. …

…

Artículo 15. La información clasificada como reservada
según los artículos 13 y 14, podrá permanecer con tal ca-
rácter hasta por un periodo de cinco años. Esta informa-
ción podrá ser desclasificada cuando se extingan las causas
que dieron origen a su clasificación o cuando haya trans-
currido el periodo de reserva. La disponibilidad de esa in-
formación será sin perjuicio de lo que, al respecto, esta-
blezcan otras leyes.

(Se deroga)

Los sujetos obligados podrán solicitar al Instituto o a la
instancia establecida de conformidad con el Artículo 61,
según corresponda, la ampliación del periodo de reserva,
siempre y cuando justifiquen que subsisten las causas que
dieron origen a su clasificación.

Artículo 16. Los titulares de las unidades administrativas
serán responsables de solicitar al Instituto la clasificación
de la información de conformidad con los criterios estable-
cidos en esta Ley.

Artículo 17. (Se deroga)

…

…

Artículo 18…

I. (Se deroga)

II… 

…

Artículo 19. (Se deroga)

Artículo 28. Los sujetos obligados acordarán con el Ins-
tituto la integración de la unidad de enlace, la cual tendrá
las funciones siguientes:

I. a VIII. …

Artículo 29…

I. y II…

III. Solicitar al Instituto la modificación o revocación
de la clasificación de la información;

IV… 

V. (Se deroga)

VI. y VII… 

Artículo 30…

I. a III. …

El Comité adoptará sus decisiones por consenso.

Artículo 33. El Instituto es un órgano de la administración
pública federal, con autonomía operativa, presupuestaria y
de decisión, encargado de promover y difundir el ejercicio
del derecho a la información; resolver sobre la negativa a
las solicitudes de acceso a la información; clasificar la in-
formación y proteger los datos personales en poder de los
sujetos obligados.

Artículo 37. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones:

I. y II. … 

III. Resolver sobre la clasificación, desclasificación y
custodia de la información reservada y confidencial;

IV. … 

V. Vigilar y, en caso de incumplimiento, hacer las reco-
mendaciones a los sujetos obligados para que se dé
cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 7;
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VI. … 

VII. Proporcionar apoyo técnico a los sujetos obligados
en la elaboración y ejecución de sus programas de in-
formación establecidos en la fracción VI del Artículo
29;

VIII. … 

IX. Establecer los lineamientos y políticas generales pa-
ra el manejo, mantenimiento, seguridad y protección de
los datos personales, que estén en posesión de los suje-
tos obligados;

X. … 

XI. a XV. … 

XVI. Elaborar su reglamento interior y demás normas
de operación en congruencia con esta ley y la Consti-
tución;

XVII. a XIX. … 

Artículo 38. El Instituto elaborará una guía que describirá,
de manera clara y sencilla, los procedimientos de acceso a
la información de los sujetos obligados.

Artículo 39. El Instituto rendirá anualmente un informe
público al honorable Congreso de la Unión sobre el acceso
a la información, con base en los datos que le rindan suje-
tos obligados según lo señala el artículo 29, fracción VII,
en el cual se incluirá, al menos, el número de solicitudes de
acceso a la información presentadas ante cada dependencia
y entidad así como su resultado; su tiempo de respuesta; el
número y resultado de los asuntos atendidos por el Institu-
to; el estado que guardan las denuncias presentadas ante los
órganos internos de control y las dificultades observadas en
el cumplimiento de la Ley. Para este efecto, el Instituto ex-
pedirá los lineamientos que considere necesarios.

Artículo 41. La unidad de enlace será el vínculo entre los
sujetos obligados y el solicitante, ya que es la responsable
de hacer las notificaciones a que se refiere esta Ley. Ade-
más, deberá llevar a cabo todas las gestiones necesarias en
la dependencia o entidad a fin de facilitar el acceso a la in-
formación.

Artículo 42. Los sujetos obligados deberán entregar do-
cumentos que se encuentren en sus archivos. La obligación

de acceso a la información se dará por cumplida cuando se
pongan a disposición del solicitante para consulta los do-
cumentos en el sitio donde se encuentren; o bien, median-
te la expedición de copias simples, certificadas o cualquier
otro medio.

…

…

Artículo 44…

…

(Se deroga)

Artículo 45. (Se deroga)

Artículo 53. La falta de respuesta a una solicitud de acce-
so, en el plazo señalado en el artículo 44, se entenderá re-
suelta en sentido positivo, por lo que los sujetos obligados
quedarán obligados a darle acceso a la información en un
periodo de tiempo no mayor a los 10 días hábiles, cubrien-
do todos los costos generados por la reproducción del ma-
terial informativo, salvo que el Instituto determine que los
documentos en cuestión son reservados o confidenciales.

…

Artículo 54. El escrito de interposición del recurso de re-
visión deberá contener

I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solici-
tud;

II. a VI. … 

Artículo 58…

I. a III. … 

IV. (Se deroga)

Artículo 59. Las resoluciones del Instituto serán definiti-
vas para los sujetos obligados. Los particulares podrán im-
pugnarlas ante el Poder Judicial de la Federación.

…
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Artículo 61. El Poder Legislativo federal, a través de los
grupos parlamentarios, la Cámara de Senadores, la Cá-
mara de Diputados, la Comisión Permanente, la Auditoría
Superior de la Federación y las legislaturas locales; el Po-
der Judicial de la Federación a través de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, del Consejo de la Judicatura Fe-
deral y de la Comisión de Administración del Tribunal Fe-
deral Electoral, el Poder Judicial de los Estados; los ór-
ganos constitucionales autónomos, los sindicatos, los
partidos políticos y los tribunales administrativos, en el
ámbito de sus respectivas competencias, establecerán me-
diante reglamentos o acuerdos de carácter general, los ór-
ganos, criterios y procedimientos institucionales para pro-
porcionar a los particulares el acceso a la información, de
conformidad con los principios y plazos establecidos en es-
ta ley.

…

I. a III. …

IV. (Se deroga)

V. a VII. … 

Artículo 61 Bis Para garantizar el derecho al acceso a la
información y al principio constitucional de transpa-
rencia, los sindicatos rendirán cuentas a sus represen-
tados a través de sus procedimientos internos.

I. Los sindicatos deberán rendir un informe semes-
tral en el que den cuenta sobre el uso y destino de los
recursos por concepto de cuotas de los trabajadores.

II. En todo momento, los trabajadores podrán ejer-
cer su derecho de acceso a la información y solicitar
a la dirección de su sindicato el estado que guarda la
administración interna de los bienes y recursos eco-
nómicos patrimonio de la organización sindical.

III. En caso de incumplimiento o de negativa, los
trabajadores podrán promover un recurso ante el
Instituto a fin de que éste garantice el derecho a la
información consagrado en la Constitución.

Artículo 63…

I. a III. …

IV. Clasificar como reservada o confidencial la infor-
mación;

V. a VII. … 

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones de ley que
contravengan lo establecido en el presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2012.— Dipu-
tado Fernando Belaunzarán Méndez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias, don Fernando. Túrnese a la Comisión de la
Función Pública, para dictamen.

CODIGO DE COMERCIO - LEY DE SOCIEDADES
MERCANTILES - LEY DE SOCIEDADES DE 
INVERSION - LEY GENERAL DE TITULOS 

Y OPERACIONES DE CREDITO - LEY FEDERAL
DE DERECHOS - LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Me anuncian que don José Arturo Salinas Garza, esta-
ba ocupado en un trámite sumario y personalísimo, pero
que ya está en el salón y le doy el uso de la voz para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto, que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones del Código de Co-
mercio; de la Ley General de Sociedades Mercantiles; de la
Ley de Sociedades de Inversión; de la Ley General de Tí-
tulos y Operaciones de Crédito; de la Ley Federal de Dere-
chos y por si fuera poco, de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.

El diputado José Arturo Salinas Garza: Con el permiso
de la Presidencia. Diputado presidente, le solicito que el
texto íntegro de la presente iniciativa se inserte en el Dia-
rio de los Debates.
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Compañeros legisladores, la presente iniciativa comprende
las mejores prácticas internacionales, así como los linea-
mientos y experiencia en materia mercantil y comercial
formulada por el Banco Mundial, reconociendo que la sim-
plificación administrativa impulsa la competitividad de las
empresas, al permitir que se realice todo tipo de actividad
comercial de manera más rápida, eficiente y a bajo costo.

Asimismo, estas reformas constituyen mejores prácticas y
cambios significativos en materia de garantías mobiliarias
que fortalecerán este sistema y en virtud de lo cual los bie-
nes muebles serán aceptados más ampliamente como ga-
rantías, reforzando así la reforma llevada a cabo en 2009.

En consecuencia y atendiendo la facultad que tiene esta
Cámara de Diputados de legislar en materia mercantil, se
pone a consideración el presente paquete de reformas, que
tiene como objeto principal los siguientes seis apartados.

1. Implementación de las mejores prácticas internacionales
para impulsar la competitividad y la productividad, me-
diante la modernización y simplificación administrativa de
las disposiciones mercantiles.

Respecto a las diversas publicaciones que las sociedades
mercantiles tienen que realizar, el Banco Mundial ha seña-
lado que es más efectivo realizar publicaciones electróni-
cas, en vez de utilizar publicaciones en papel o físicas, ya
que de esta manera se permite tener información disponi-
ble y actualizada en cualquier portal a través de Internet.

El Código de Comercio y la Ley General de Sociedades
Mercantiles establecen que los comerciantes están obliga-
dos a realizar publicaciones de su calidad mercantil, con-
vocatorias de sus asambleas y de sus estados financieros,
las cuales, además de innecesarias para el ejercicio de la
actividad comercial, repercuten en altos costos para el co-
merciante, ya que dentro de una publicación en un periodo
local puede costar entre 5 y 20 mil pesos, dependiendo el
medio de comunicación.

La presente iniciativa propone eliminar algunas publica-
ciones y presenta la viabilidad de crear un boletín electró-
nico gratuito, en el que sea obligatorio hacer las publica-
ciones que establece la ley para los comerciantes,
otorgando mayor certidumbre y sin costo alguno para los
accionistas y comerciantes.

2. Eliminación de costos de trámites y cargas económicas
para incentivar la creación de nuevos negocios.

Actualmente las empresas únicamente pueden realizar los
actos previstos en su escritura constitutiva y por tanto, pa-
ra llevar a cabo alguna actividad distinta a las contempla-
das en su objeto social es necesario reformar los estatutos.

La presente iniciativa adiciona el artículo 4 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles para señalar que las socie-
dades mercantiles, podrían realizar todos los actos de co-
mercio necesarios para el cumplimiento de su objeto
social, pero se adicionan, por ministerio de ley, todas aque-
llas actividades de naturaleza mercantil que requieran para
su cumplimiento.

Por otro lado, la presente iniciativa propone modificar la
Ley General de Sociedades Mercantiles, a fin de actualizar
algunos artículos en los que se hace referencia únicamente
a notarios, siendo que dichas facultades pueden ser realiza-
das también por corredores públicos.

3. Modernización de los órganos de la administración y vi-
gilancia de las sociedades.

El régimen de responsabilidades, vigente en la Ley Gene-
ral de Sociedades Mercantiles, requiere modernizarse, a fin
de que los administradores sean responsables de los daños
y perjuicios ocasionados por el motivo de sus actos, hechos
u omisiones generados con motivo de su encargo a favor de
la sociedad.

Asimismo, se propone legislar, como alternativa al comi-
sario, la figura del comité, integrado por miembros del
Consejo de Administración que ejerzan las funciones de
auditoría. Éste régimen deberá contar con un auditor exter-
no independiente, a fin de garantizar la imparcialidad y el
profesionalismo.

4. Modernización de los registros públicos para que operen
a bajo costo y que sean de fácil consulta.

En el año 2000 se introdujo una reforma al Código de Co-
mercio, con el fin de que el Registro Público de Comercio
estuviera coordinado por la autoridad federal y funcionara
a través de un programa informático, por virtud del cual se
homologaran los requisitos, plazos y fases de todo el país.

Esta iniciativa propone la centralización del Registro Pú-
blico de Comercio, operado por un programa informático
que permita la consulta en una sola base de datos, sin la ne-
cesidad de acudir a cada oficina registral. Lo anterior, con-
vertiría al Registro Público de Comercio en un registro fe-
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deral digital y con una sola base de datos central y con agi-
lidad y eficiencia que se requiere en el tráfico mercantil.

5. Fortalecer al sistema de garantías mobiliarias con nor-
mas claras y sencillas.

Actualmente el Código de Comercio no señala qué es una
garantía mobiliaria ni cuáles de ellas son inscribibles en el
Registro Único de Garantías Mobiliarias.

A fin de dar una mayor certeza jurídica, se propone que se
especifique en el Código de Comercio la clasificación de
garantías mobiliarias, misma que comprenderán la prenda
sin transmisión de posesión, así como la prenda en los cré-
ditos refaccionarios y de habilitación o avío.

Asimismo, se propone que se aclare y enfatice que se de-
ben inscribir las resoluciones judiciales o administrativas
que recaigan sobre bienes muebles, incluyendo los embar-
gos, para que todo comerciante pueda conocer los gravá-
menes que afectan un bien mueble.

Asimismo, se propone que el Registro Único de Garantías
Mobiliarias cuente con un procedimiento ágil y expedito
para solicitar la cancelación de una garantía indebidamen-
te inscrita, así como para reclamar daños y perjuicios.

6. Perfeccionamiento en los procedimientos crediticios. La
presente iniciativa busca eliminar los obstáculos que ac-
tualmente encuentran las instituciones financieras y que re-
percuten en el otorgamiento de crédito a micro, pequeñas y
medianas empresas. Por lo anterior, se propone adicionar el
artículo del Código de Comercio, para señalar expresa-
mente que en todos los juicios mercantiles se reconozcan
como prueba los mensajes de datos y se les otorgue valor
probatorio pleno.

En virtud de lo anteriormente expuesto, el suscrito somete
a consideración de esta Cámara la presente iniciativa con
proyecto de decreto. Muchísimas gracias, señor presidente.

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código de Comercio; y de las Leyes General
de Sociedades Mercantiles, de Sociedades de Inversión,
General de Títulos y Operaciones de Crédito, Federal de
Derechos, y Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, a cargo del diputado José Arturo Salinas Garza, del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, José Arturo Salinas Garza, diputado fede-
ral de la LXII Legislatura, integrante del Grupo Parlamen-
tario de Acción Nacional, con fundamento en lo estableci-
do en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones del Código de Comercio,
de la Ley General de Sociedades Mercantiles, de la Ley de
Sociedades de Inversión, de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito, de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal y de la Ley Federal de Dere-
chos, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos

I. Objetivo de las reformas

Las modificaciones contenidas en la presente iniciativa tie-
nen como objeto:

A. Implementación de las mejores prácticas internacio-
nales para Impulsar la competitividad y la productividad
a nivel nacional, mediante la modernización, y simplifi-
cación administrativa de las disposiciones que rigen la
actividad mercantil en nuestro país.

B. Eliminación de costos de trámites y cargas económi-
cas para incentivar la creación de nuevos negocios, la
atracción de mayores inversiones, la formalización de
comercios ya existentes, y en consecuencia, la creación
de mayores fuentes de empleo, así como una mayor de-
rrama económica.

C. Modernización del régimen de administración y vigi-
lancia de las Sociedades Mercantiles.

D. Modernización de los Registros públicos para que
operen a bajo costo y que sean de fácil consulta. 

E. Fortalecer el sistema de garantías mobiliarias con
normas claras y sencillas para el perfeccionamiento de
las garantías mobiliarias y la prelación entre acreedores,
así como un procedimiento de ejecución de garantías
mobiliarias que sea efectivo, pronto y expedito.

F. Fomento de la industria del financiamiento y perfec-
cionamiento de las figuras crediticias en México para
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que más micro, pequeñas y medianas empresas (Mipy-
me) mexicanas cuenten con más créditos y en mejores
condiciones que puedan ser garantizados mediante bie-
nes muebles.

II. Justificación de las reformas:

A. Implementación de las mejores prácticas internacio-
nales para impulsar la competitividad y la productivi-
dad a nivel nacional, mediante la modernización, y sim-
plificación administrativa de las disposiciones que rigen
la actividad mercantil en nuestro país.

La presente iniciativa, comprende las mejores prácticas in-
ternacionales, así como los lineamientos y experiencia a
nivel mundial en materia mercantil y comercial formuladas
por el Banco Mundial, reconociendo que la simplificación
administrativa impulsa y proyecta la competitividad de las
empresas, ya que permite que éstas realicen todo tipo de
actividad comercial de una manera más rápida y eficiente,
y a bajo costo. 

Respecto a las diversas publicaciones que las sociedades
mercantiles tienen que realizar, el Banco Mundial ha seña-
lado que es más efectivo realizar publicaciones electróni-
cas en vez de utilizar publicaciones en papel o físicas, ya
que de esta manera se permite tener la información dispo-
nible y actualizada para cualquier persona a través de in-
ternet. 

En este orden de ideas, el Banco Mundial señala que las
publicaciones electrónicas o por internet, deben tener el
mismo valor probatorio que aquéllas impresas en papel; sin
dejar de establecer que incluso es más fácil prevenir frau-
des y alteraciones en documentos electrónicos que en im-
presiones físicas.

Las leyes Mexicanas de la materia, tales como el Código
de Comercio y la Ley General de Sociedades Mercantiles,
establecen que los comerciantes están obligados a realizar
publicaciones de su calidad mercantil, convocatorias de sus
asambleas y de sus estados financieros, las cuales además
de innecesarias para el ejercicio de la actividad comercial,
repercuten en altos costos para el comerciante, ya que una
publicación en un periódico local pueden oscilar entre los
5 y 20 mil pesos, dependiendo del medio de comunicación. 

De conformidad con datos de la Secretaría de Economía,
en nuestro país existen aproximadamente 5 millones de
empresas de las cuales el 99.8 por ciento son micro, pe-

queñas y medianas empresas, a las cuales este tipo de pu-
blicaciones a las cuales están obligados por la ley, les re-
sulta perjudiciales para sus finanzas, incidiendo en forma
directa en competitividad y crecimiento. Para este tipo de
empresas resulta sumamente costoso realizar las publica-
ciones y efectuarlas les genera costos que necesariamente
inciden en su economía, por lo cual en muchas ocasiones
no son realizadas.

La presente iniciativa propone la derogación, entre otras
disposiciones, de la fracción I del artículo 16 del Código de
Comercio, que establece la obligación de que los comer-
ciantes publiquen por medio de un periódico su calidad
mercantil, así como de las fracciones I y II del artículo 17,
toda vez que las sociedades mercantiles tienen la obliga-
ción de inscribirse en el Registro Público de Comercio o de
lo contrario se considerarán irregulares y las personas físi-
cas quedan matriculadas de oficio al inscribir cualquier do-
cumento, resultando esta exigencia de publicidad, innece-
saria, al estarse realizado en dos medios distintos. Cabe
destacar que el incumplimiento de lo antes señalado carece
de sanción y la falta de utilidad de dicha disposición pro-
voca que los comerciantes la incumplan.

Asimismo, mediante la presente iniciativa propone elimi-
nar distintas publicaciones que en términos de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles, las empresas mexicanas
deben realizar, como son por ejemplo en el caso de adqui-
sición de acciones para amortizarlas, convocatorias para
las asambleas generales, reducciones de capital social, ba-
lances, resoluciones de escisión, acuerdos sobre distribu-
ción parcial, balances generales, etcétera.

Con el fin de simplificar la actividad comercial, y acorde a
las mejores prácticas internacionales, el Banco Mundial se-
ñala que mediante el uso de medios electrónicos e internet,
hoy en día es completamente innecesario utilizar publica-
ciones en periódicos y formatos impresos en papel. En es-
te orden de ideas, resulta viable crear un boletín electróni-
co gratuito en el que sea obligatorio hacer las publicaciones
a que obliga la ley, otorgando mayor certidumbre a los ac-
cionistas y acreedores, este boletín estaría a cargo de la Se-
cretaria de Economía.

Esta propuesta otorgaría a las sociedades un medio de pu-
blicidad efectivo, eficiente y gratuito que beneficiaría es-
pecialmente a las Mipyme, fomentando el cumplimiento de
las publicaciones que se deben realizar y eliminando aque-
llas que son innecesarias.
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Resulta importante resaltar que la Cofemer realizó un cál-
culo estimado acerca de los beneficios económicos por la
eliminación y transformación de todas estas publicaciones,
y con el cual concluyó que existiría una liberación de re-
cursos económicos que actualmente destinan las empresas,
el cual asciende a los 4,969 millones de pesos, por concep-
to de costo financiero por las cuotas que son enteradas pa-
ra realizar las publicaciones actualmente.

En otro orden de ideas, el Banco Mundial ha mencionado
que las mejores prácticas internacionales en materia de So-
ciedades mercantiles, se inclinan por permitir una mayor
flexibilidad para la realización y reconocimiento de acuer-
dos entre accionistas; fomentando la libertad contractual
entre los mismos y reduciendo los porcentajes excesivos
para ejercer derechos minoritarios, como es el caso de Mé-
xico en donde nuestra Ley establece porcentajes muy por
encima de los estándares internacionales, los cuales gene-
ralmente consisten entre 5 por ciento y 10 por ciento de te-
nencia accionaria para poder ejercer derechos minoritarios.

En México, respecto a los derechos de las minorías, la le-
gislación mercantil en materia de gobierno corporativo fue
diseñada hace muchos años, el régimen actual es rígido en
diversos aspectos societarios, como la celebración de pac-
tos entre accionistas y organización de los órganos societa-
rios, lo cual ubica al país en desventaja para atraer inver-
siones respecto de otros países. 

Ante esta problemática, la presente iniciativa pretende ac-
tualizar nuestro marco normativo reflejando los principales
estándares de gobierno corporativo y protección de dere-
chos de minorías que existen a nivel internacional. 

El artículo 141 de la LGSM establece que las acciones pa-
gadas en todo o en parte mediante aportaciones en especie,
deben quedar depositadas en la sociedad durante dos años.
Asimismo, el citado artículo dispone que si durante el
tiempo en que permanezcan depositadas las acciones, apa-
rece que el valor de los bienes es menor en un veinticinco
por ciento del valor por el cual fueron aportados, el accio-
nista está obligado a cubrir la diferencia a la sociedad. 

El objeto del artículo 141 de la LGSM es proteger a los ac-
cionistas de una sociedad contra una disminución en el va-
lor de su tenencia accionaria derivada del pago de acciones
mediante una aportación en especie cuyo valor resulte me-
nor al aportado en un veinticinco por ciento o más. Si bien
la protección establecida en el artículo 141 resulta útil y le-
gítima, no lo es la imposición obligatoria por ministerio de

ley, como se ha mencionado antes, el principio que debe re-
gir en las relaciones comerciales es la libre voluntad de las
partes, en ese sentido, si los accionistas de una empresa de-
sean asumir el riesgo de que el valor al que se aportan de-
terminados bienes a cambio de acciones sea mayor o me-
nor al cabo de cierto plazo, se considera que no se justifica
que la ley imponga una limitación. El requisito actual re-
presenta una fuerte carga para aquellos accionistas que ha-
cen aportaciones en especie, ya que éstos no pueden dispo-
ner de sus acciones en un plazo de 2 años, por ejemplo,
darlas en prenda para obtener un crédito.

Por lo anterior, se propone dar a la asamblea la libertad pa-
ra flexibilizar este requisito. Con ello privaría la voluntad
de los accionistas y se evitarían simulaciones como com-
praventas con capitalización de deuda que suelen realizar-
se por lo estricta que es la regla actual de los 2 años y del
25 por ciento.

En materia de acuerdos entre accionistas, la Ley General
de Sociedades Mercantiles (LGSM) contempla una serie
de prohibiciones que vuelven rígido el actuar de los accio-
nistas al restringir la facultad de los mismos de pactar la
forma de conducir la administración de la sociedad, las me-
jores prácticas internacionales reconocen la autonomía de
la voluntad de los accionistas, y permiten la existencia de
acuerdos relativos a los derechos de compra, venta y limi-
taciones sobre el derecho de voto principalmente, encami-
nados a potencializar el valor de la sociedad sin favorecer
a un determinado socio o accionista o grupo de socios o ac-
cionistas.

Actualmente, por disposición expresa de la LGSM queda
prohibido cualquier convenio que restringiera la libertad de
voto de los accionistas. 

Esta disposición no sólo atenta contra el principio de liber-
tad en la conducción de la sociedad por parte de los accio-
nistas, sino que también limita los derechos de propiedad y
toma de decisiones por parte de los mismos. 

La presente iniciativa busca eliminar esta restricción a fin
de permitir la emisión de acciones con características espe-
ciales relacionadas con los derechos de voto, partiendo del
supuesto de que serán las propias sociedades las que de
acuerdo a sus necesidades definirán las clases y tipos de ac-
ciones que desean emitir. Esto dotará de certidumbre jurí-
dica a los tenedores de los títulos y a las sociedades emiso-
ras de los mismos. 
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En este mismo orden de ideas, Los derechos de los socios
o accionistas minoritarios son fundamentales para incenti-
var la diversificación de la base de inversionistas, especial-
mente de aquellos que no participan en la administración
de la empresa. 

En este sentido, es importante dotar de mejores derechos a
socios y accionistas minoritarios, ya que los porcentajes vi-
gentes son muy altos y difíciles de alcanzar. La propuesta
consiste en disminuir los porcentajes necesarios para ejer-
cer acciones civiles, realizar convocatorias y oponerse ju-
dicialmente a una asamblea.

Los derechos de minorías plasmados en la presente Inicia-
tiva son independientes de que las tenencias accionarias
tengan o no derecho a voto, o bien este derecho se encuen-
tre restringido, manteniendo el principio rector establecido
en la LGSM vigente de “una acción un voto”.

La reducciones propuestas contemplan porcentajes razona-
bles pues representan la cuarta parte del capital social y se
justifica ante el creciente grado de pulverización de la te-
nencia accionaria en México, y es congruente con la ten-
dencia legislativa de los países más desarrollados cuyas re-
formas en este sentido se han dado como respuesta a los
abusos directos a los derechos de accionistas minoritarios
que han suscitado escándalos corporativos.

B. Eliminación de costos de trámites y cargas económi-
cas para incentivar la creación de nuevos negocios, la
atracción de mayores inversiones, la formalización de
comercios ya existentes, y en consecuencia, la creación
de mayores fuentes de empleo, así como una mayor de-
rrama económica.

Actualmente las empresas únicamente pueden realizar los
actos y ejercer las facultades previstas en su escritura cons-
titutiva, y por tanto, para llevar a cabo alguna actividad dis-
tinta a las contempladas en su objeto social, es necesario
reformar los estatutos sociales.

Esta situación no es congruente con las prácticas comer-
ciales actuales, ya que las empresas pueden cambiar de gi-
ro repentinamente y en ocasiones requieren llevar a cabo
actos que no se encuentran especificados dentro de sus es-
tatutos. En este sentido, las empresas tienen que modificar
sus estatutos para cambiar de giro o incluir nuevas faculta-
des, con lo cual se les generan costos de fe pública y de
tiempo.

La presente iniciativa adiciona el contenido del artículo 4
de la Ley General de Sociedades Mercantiles para señalar
que las sociedades mercantiles, por el solo hecho de serlo,
podrán realizar todos los actos de comercio necesarios pa-
ra el cumplimiento de su objeto social, salvo lo expresa-
mente prohibidos por las leyes y los estatutos sociales.

A través de la presente reforma se mantiene la libre volun-
tad de las partes para pactar el objeto social y las faculta-
des o actividades que dicha sociedad mercantil realizará,
pero se adicionan, por ministerio de ley, todas aquellas ac-
tividades de naturaleza mercantil que requieran para el
cumplimiento del objeto social. Con esto, se amplía el
margen de acción de las empresas y se otorga mayor flexi-
bilidad a su actuación, sin tener que estar reformando cons-
tantemente sus estatutos. Lo anterior se encuentra limitado,
desde luego, por las restricciones para desarrollar ciertas
actividades determinadas por leyes especiales.

En otro orden de ideas, la presente iniciativa precisa que se-
rán actos mercantiles las operaciones que sean consideradas
como actos de comercio para una de las partes contratantes
aunque la otra parte no sea comerciante ni realice actos de
especulación comercial; lo anterior, en virtud de que el Có-
digo de Comercio es claro al establecer la procedencia de la
vía mercantil para actos mixtos, pero no para establecer la
aplicación del derecho sustantivo mercantil para la parte que
no cuenta con un carácter comercial en esos actos.

De esta manera, se otorga mayor certidumbre jurídica para
la aplicación del derecho mercantil a las partes involucra-
das en este tipo de operaciones, además de ser los juicios
mercantiles siempre mas agiles y sencillos que aquellos de
naturaleza civil.

Adicionalmente, en concordancia con la iniciativa de re-
forma presentada por la entonces Diputada Norma Sánchez
Romero, misma que fue aprobada por el Senado de la Re-
pública el 26 de octubre del año pasado y mediante la cual,
entre otras cuestiones, se eliminó el pago de derechos por
la autorización o cambio de uso de nombre o denominación
social establecidos en las fracciones I y II del artículo 25 de
la Ley Federal de Derechos, el presente paquete legislativo
incluye la eliminación de los derechos establecidos en la
fracción XI de dicho artículo, los cuales consisten en el pa-
go por la presentación extemporánea de los avisos de uso o
cambio de denominación o razón social.

Finalmente, la presente iniciativa propone modificar la Ley
General de Sociedades Mercantiles a fin de actualizar
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aquellos artículos en los que se hace referencia únicamen-
te a los notarios, siendo que dichas facultades para realizar
determinados actos jurídicos corresponden también a los
corredores públicos. Por ejemplo, el artículo 5 vigente se-
ñala que “las sociedades se constituirán ante notario (...)”,
por lo que se propone sustituir la palabra notario por feda-
tario público. En este tenor el Banco Mundial se ha pro-
nunciado en el sentido de que las disposiciones legales que
sean reformadas en este sentido, originarán una mejor
competencia y calidad en la prestación del servicio de “fe
pública” a favor de todos los comerciantes.

C. Modernización de los órganos administración y vigi-
lancia de las sociedades mercantiles.

El régimen de responsabilidades vigente en la Ley General
de Sociedades Mercantiles requiere modernizarse, a fin de
que los administradores sean responsables de los daños y
perjuicios ocasionados con motivo de los actos, hechos u
omisiones generados con motivo de su encargo a favor de
la sociedad, exclusivamente, cuando se hayan conducido
en forma dolosa o de mala fe. 

El órgano de vigilancia de la sociedad es fundamental para
garantizar una administración transparente y una adecuada
revelación de información a los accionistas. Está compro-
bado que el manejo transparente de las empresas promue-
ve niveles más altos de inversión, formalidad y empleo. En
consecuencia, es importante que las sociedades mexicanas
adopten mejores prácticas en materia de rendición de cuen-
tas para generar confianza en los inversionistas.

La Ley General de Sociedades Mercantiles confiere la fun-
ción de vigilancia a comisarios temporales y revocables,
quienes pueden ser socios o personas extrañas a la sociedad.
Si bien la figura del comisario resulta adecuada, requiere al-
gunos ajustes para hacerla más operativa y eficiente. 

Así, la presente iniciativa propone regular el manejo de
conflictos de interés de las personas encargadas de la vigi-
lancia de la sociedad, estableciendo con mayor precisión el
procedimiento que deben seguir dichas personas para noti-
ficar la existencia del conflicto a los administradores.

Por otra parte, se considera excesiva e inoperante la obli-
gación de los comisarios de “vigilar ilimitadamente y en
cualquier tiempo todas las operaciones de la sociedad” (ar-
tículo 166, fracción IX). Es imposible que una persona
pueda vigilar ilimitadamente y en cualquier tiempo todas
las operaciones de la Sociedad. Asimismo, el precepto im-

pone una responsabilidad y un riesgo muy elevado a las
personas que conforman el órgano de vigilancia. Por ello,
se propone una redacción más acorde con las funciones del
comisario, estableciendo que será obligación del mismo
“vigilar la gestión, conducción y ejecución de los negocios
de la sociedad”.

Finalmente, es necesario reconocer que las funciones de vi-
gilancia han tendido a profesionalizarse y recaer en los au-
ditores externos de la Sociedad, conformados por firmas de
contadores que ejercen las funciones de comisario. Así, en
muchas ocasiones la función de auditoría es ejercida por el
Consejo de Administración con el auxilio de auditores in-
dependientes. Por lo anterior, se propone legislar, como al-
ternativa al comisario, la figura del comité integrado por
miembros del consejo de administración que ejerzan las
funciones de auditoría, quienes estarán sujetos a los mis-
mos derechos y obligaciones previstos en la Ley para los
comisarios. Al mismo tiempo, las sociedades que adopten
este régimen deberán contar con un auditor externo inde-
pendiente, a fin de garantizar la imparcialidad y profesio-
nalismo en la vigilancia de las operaciones sociales y en la
generación de información confiable para los accionistas.

Asimismo, la presente iniciativa propone eliminar el últi-
mo párrafo del artículo 7 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles que señala que “las personas que celebren ope-
raciones a nombre de la sociedad, antes del registro de la
escritura constitutiva, contraerán frente a terceros respon-
sabilidad ilimitada y solidaria por dichas operaciones”. Lo
anterior en virtud de que dicha responsabilidad ya se en-
cuentra regulada con mayor claridad en el artículo 2 de la
citada ley: “Los que realicen actos jurídicos como repre-
sentantes o mandatarios de una sociedad irregular, respon-
derán del cumplimiento de los mismos frente a terceros,
subsidiaria, solidaria e ilimitadamente, sin perjuicio de la
responsabilidad penal, en que hubieren incurrido, cuando
los terceros resultaren perjudicados.”

D. Modernización de los registros públicos para que
operen a bajo costo y que sean de fácil consulta. 

El Banco Mundial señala que la eficiencia y modernidad de
un registro público se obtiene principalmente a través de
programas integrales de tecnologías de la información que
concentren los datos de manera centralizada, evitando con-
flictos entre las bases de datos locales.

El Registro Público de Comercio es una institución diseña-
da para hacer del conocimiento público, la situación y re-
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laciones de los comerciantes y el contenido de determina-
dos documentos, todo ello en beneficio y como protección
de la buena fe en el tráfico mercantil.

El carácter originario del mismo es federal derivado de la
competencia que tiene el Congreso de la Unión en materia
de comercio y de conformidad con lo dispuesto en la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, que en su
artículo 34 fracción XIV, dispone que le corresponde a la
Secretaría de Economía: “Regular y vigilar, de conformi-
dad con las disposiciones aplicables, la prestación del ser-
vicio registral mercantil a nivel federal, así como promover
y apoyar el adecuado funcionamiento de los registros pú-
blicos locales”.

Pese a lo anterior, hasta hace algunos años el Registro Pú-
blico de Comercio operaba como un anexo del Registro
Público de la Propiedad a cargo de los Estados, lo cual pro-
vocaba que se prestara un servicio heterogéneo y se solici-
taran al particular diferentes requisitos dependiendo del
Estado en el que se llevara a cabo el servicio. Asimismo, no
se contaba con una autoridad federal que lo coordinara y no
existían procedimientos, plazos y fases definidos. 

Como consecuencia, en el año 2000 se introdujo una refor-
ma al Código de Comercio con el fin de que el Registro Pú-
blico de Comercio estuviera coordinado por la autoridad
federal y funcionara a través de un programa informático
por virtud del cual se homologaran los requisitos, plazos y
fases en todo el país.

De esta manera, se previó que el registro tendría una base
de datos central interconectada a las bases de datos de los
registros de las oficinas estatales, las cuales existen en ca-
da entidad federativa de conformidad con lo que demande
el tráfico mercantil. Ahora bien, la base de datos central se
alimenta de la réplica que se debe realizar de las bases de
datos de las entidades federativas a ésta.

Derivado de lo anterior, en la actualidad existen 269 ofici-
nas de Registro Público de Comercio en los estados, de las
cuales 60 no realizan ningún tipo de réplica de información
porque no se encuentran conectadas a la base de datos cen-
tral, por tanto la información concentrada en dicha base no
está completa. 

Aunado a ello, dado que la Inscripción se realiza en la ofi-
cina del Registro Público de Comercio del domicilio del
comerciante, para realizar una consulta o solicitar una cer-
tificación es necesario hacerlo presencialmente en la ofici-

na registral en la que se encuentra registrado éste o ante un
notario o corredor público de la entidad federativa de que
se trate. Asimismo, una sociedad puede en varias ocasiones
modificar su domicilio y por tanto estar inscrito en distin-
tas oficinas. Lo anterior provoca que no exista la posibili-
dad de contar con una base de datos centralizada que per-
mita su consulta rápida oportuna y eficaz.

Asimismo, podemos afirmar que es una tendencia de me-
jores prácticas internacionales que en la práctica jurídica se
utilicen medios electrónicos como una herramienta que
contribuya a mejorar las instituciones y agilice los trámites
que requieren realizar los emprendedores, además de que
dichos medios acortan las distancias entre los participantes
de la actividad comercial y permiten proporcionar la ade-
cuada publicidad a los actos que realizan los comerciantes
con la mayor agilidad y el menor costo posible.

Por lo tanto, la centralización del Registro Público de Co-
mercio operado por un programa informático permitiría la
consulta en una sola base de datos sin la necesidad de acu-
dir a cada oficina registral. Lo anterior convertiría al Re-
gistro Público de Comercio en un registro federal, digital,
con una sola base de datos central y se lograría contar con
un registro de fácil acceso, que tuviera la información ne-
cesaria y con la agilidad y eficiencia que se requieren en el
tráfico mercantil.

Esta reforma constituiría el siguiente paso después de la re-
forma del año 2000 para contar con un procedimiento re-
gistral acorde con las necesidades de los comerciantes que
permita una adecuada consulta de la información, elimi-
nando los costos de transacción tanto en tiempo como en
dinero que se requieren para acudir y consultar en cada ofi-
cina registral.

Es importante destacar que no se elimina la facultad de las
entidades federativas de cobrar los derechos relativos al
Registro, por lo cual no se afectaría la recaudación que lle-
van a cabo los estados en esta materia.

E. Fortalecer el sistema de garantías mobiliarias con
normas claras y sencillas para el perfeccionamiento de
las garantías mobiliarias y la prelación entre acreedo-
res, así como un Procedimiento de ejecución de garan-
tías mobiliarias que sea efectivo, pronto y expedito.

El Banco Mundial ha emitido recomendaciones para hacer
más eficaces los sistemas de garantías mobiliarias bajo la
lógica de que aproximadamente el 40 por ciento de la tasa
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de interés que se cobra por un préstamo es atribuible a la
incertidumbre jurídica en el cobro de préstamos con o sin
garantía mobiliaria. Destacan las siguientes recomendacio-
nes en relación con los sistemas de garantías mobiliarias:
(a) El préstamo no necesita haber sido desembolsado para
que el acreedor con garantía mobiliaria pueda mandar ins-
cribirla en el registro (b) La inscripción surtirá efectos prio-
ritarios respecto a terceros desde su fecha, (c) La principal
función de la publicidad que da el registro es proporcionar
la información más relevante posible al potencial acreedor
o comprador de bienes muebles de buena fe, (d) La des-
cripción de la garantía mobiliaria no incluye todos los tér-
minos y condiciones del préstamo o de la garantía sino so-
lo resúmenes del contrato de préstamo son registrados en
forma de un formulario registral, (f) Las descripciones pue-
den ser genéricas a elección del acreedor que inscribe, et-
cétera.

Actualmente el Código de Comercio no señala qué es una
garantía mobiliaria ni cuáles de ellas son inscribibles en el
Registro Único de Garantías Mobiliarias, en su lugar, esta-
blece de manera genérica que serán susceptibles de ins-
cripción las que se constituyan conforme al Código u otros
ordenamientos mercantiles y prevé que será el Reglamento
del Registro Público de Comercio el que clasificará las ga-
rantías.

En este orden de ideas y a fin de dar una mayor certeza ju-
rídica se propone que se especifique en el Código de Co-
mercio la clasificación de las garantías mobiliarias, mismas
que comprenderán la prenda sin transmisión de posesión
así como la prenda en los créditos refaccionarios y de ha-
bilitación o avío.

Aunado a lo anterior y conforme a los principios de publi-
cidad que rigen a las garantías mobiliarias se propone que
se inscriba la prenda ordinaria mercantil cuando el acree-
dor prendario no mantenga la posesión de los bienes mue-
bles, así como los derechos de retención y privilegios es-
peciales solo en el caso de que el acreedor no mantenga la
posesión de los bienes muebles.

Por último y conforme al principio de publicidad formal, se
propone que se aclare y enfatice que se deben inscribir las
resoluciones judiciales o administrativas que recaigan so-
bre bienes muebles incluyendo los embargos. Además se
prevé una fracción que permite que esta clasificación no
sea limitativa al establecer que pueden inscribirse cuales-
quiera otros actos, gravámenes o afectaciones sobre bienes
muebles de naturaleza análoga a los expresados en líneas

siempre y cuando el acreedor no mantenga la posesión de
los bienes muebles.

En otro orden de ideas, el Registro Público de Comercio en
México desde sus orígenes ha sido un registro con efectos
declarativos (con algunos casos excepcionales, entre los
que podemos citar al crédito refaccionario o de habilitación
o avío), de esta manera entre sus principales efectos se en-
cuentra el determinar la prelación y los efectos contra ter-
ceros, así como dar la adecuada publicidad a los actos que
se inscriben en el mismo.

En consecuencia de lo anterior, los contratos surten efecto
entre las partes desde la fecha de su celebración y solo
aquellos que requieran de su inscripción en el Registro sur-
tirán efectos contra terceros desde la fecha y hora de su ins-
cripción en el mismo. 

Sin embargo la redacción actual establecida en el Código
de Comercio, causa confusión al respecto y tal pareciera
que se trata de un registro con efectos constitutivos. Deri-
vado de lo anterior, es importante ajustar el lenguaje para
evitar una interpretación errónea aclarando que solo deben
inscribirse aquellos actos cuyas leyes que los regulan seña-
len que deben ser inscritos para surtir efectos contra terce-
ros, así como establecer claramente el principio basado en
que éstos surten efectos entre las partes desde el momento
de su celebración.

En este orden de ideas, para reforzar lo antes expuesto se
propone reformar el artículo 29 del Código de Comercio,
aclarando la regla de prioridad bajo los principios antes ex-
puestos, con lo que se evitan confusiones perjudiciales pa-
ra acreedores sobre prioridad entre garantías que sí son ins-
cribibles contra aquellos que no requieran de inscripción
alguna.

Asimismo, las inscripciones y en general las operaciones
que se realizan en el registro requieren ser ágiles y al me-
nor costo posible, en este orden de ideas se estableció en la
reforma del 2009 la presunción (salvo prueba en contrario)
de que los otorgantes de garantías mobiliarias autorizan la
inscripción de las mismas en el RUG lo cual constituye un
importante cambio de paradigma. Bajo esta tesitura, es im-
portante aclarar que el consentimiento del otorgante abar-
ca también las operaciones que se pueden realizar en el
RUG en relación con la garantía, tales como: modifica-
ción, rectificación, transmisión, renovación o cancelación,
aviso preventivo o anotación.
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Por otra parte se propone modificar las referencias a los
“documentos inscribibles”, ya que actualmente y derivado
el registro electrónico, lo que se inscribe es el acto en si
mismo, resultando correcta la expresión de “actos inscribi-
bles”, adicionalmente con esta expresión, evitaríamos la
presunción de que además de inscribir el acto jurídico se
debiera anexar el contrato o instrumento base de la inscrip-
ción. 

En otro orden de ideas, se propone aclarar que el arrenda-
miento financiero y de la Compraventa con Reserva de Do-
minio es inscribible en el RUG, evitando con ello gravá-
menes ocultos que perjudican a terceros de buena fe.
Aunado a ello se deberá inscribir tanto en el folio electró-
nico del arrendador así como en la del arrendatario, ya que
por una parte representa un derecho potencial para otros
acreedores debido a la opción de compra con la que cuen-
ta el arrendatario al finalizar el plazo del mismo y por otra
parte también es importante que especificar que los bienes
son propiedad del arrendador.

Por otra parte con el registro de estas se puede impactar po-
tencialmente la toma de decisiones de futuros acreedores
que podrían basarse en la posesión del arrendatario de los
bienes como evidencia del título legítimo, lo que se cono-
ce como el viejo problema de la “propiedad ostensible”.

En consecuencia de lo antes expuesto y con el objetivo de
no crear gravámenes ocultos que causen perjuicio a terce-
ros, se propone que sean inscritos los fideicomisos de ga-
rantía y los arrendamientos financieros así como las cláu-
sulas rescisorias y de reserva de dominio que formen parte
de un contrato de compraventa mercantil.

Asimismo, se propone que se inscriba el factoraje finan-
ciero ya que conforme a las prácticas internacionales, éste
se “registra” en los registros de garantías mobiliarias para
evitar los costos que implicaría notificar a cada deudor.

Bajo los principios antes expuestos los efectos del registro
no deben quedar supeditados a la mención específica que
se haga en las leyes que regulan las garantías, ya que en al-
gunas leyes que no atribuyen efecto alguno a la inscripción
como es el caso del Arrendamiento Financiero o en algu-
nos casos no mencionan la inscripción específicamente en
el RUG como en la Prenda sin Transmisión de Posesión,
del Crédito Refaccionario y de Habilitación o Avío, o el co-
rrespondiente a un derecho de retención o privilegio espe-
cial cuyas leyes que lo regulan son omisas sobre su ins-
cripción en el RPC y los efectos de la misma.

En este orden de ideas y para reforzar lo anterior se propo-
ne que se modifique el artículo 326 de la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito para que se especifique
que los créditos refaccionarios o de habilitación o avío de-
ben inscribirse en la Sección Única del Registro Único de
Garantías Mobiliarias del Registro Público de Comercio.
Asimismo, se elimina la reminiscencia que se hace al Re-
gistro de Hipotecas estableciendo que en caso de que ten-
ga bienes inmuebles además deberá inscribirse en el Re-
gistro Público de la Propiedad que corresponda según la
ubicación de los bienes inmuebles afectos a la garantía.

Aplicando el mismo principio también se debe establecer
que la prenda sin transmisión de posesión debe ser inscrita
en la Sección Única del Registro Único de Garantías Mo-
biliarias del Registro Público de Comercio o en los casos
en que proceda en los que corresponda según su naturale-
za, para con ello ser consistentes con lo antes descrito y con
lo dispuesto en la reforma al Código de Comercio de 2009.

Adicionalmente, se propone homologar las reglas entre el
fideicomiso de garantía y la prenda sin transmisión de po-
sesión, ya que ambas son garantías mobiliarias y no hay ra-
zón para hacer distinciones según las categorías de bienes
muebles sobre las que recaen.

El RUG ha representado un cambio de paradigma en el
procedimiento registral ya que los acreedores pueden reali-
zar sus inscripciones en el mismo directamente, sin que
medie una calificación registral para ello. De esta manera
en la reforma del año 2009 se estableció la responsabilidad
que tenían los usuarios al utilizar el sistema y en refuerzo
de lo anterior es requisito en el Registro mexicano el uso
de la firma electrónica avanzada para poder realizar cual-
quier registro, con lo que tenemos un sistema con niveles
de seguridad muy altos.

No obstante lo anterior, no se estableció un procedimiento
expedito en caso que algún otorgante de una garantía apa-
rezca como tal indebidamente o que en su caso se le cause
un perjuicio al establecer condiciones distintas en el regis-
tro a las contenidas en el acto o contrato que da origen o in-
cluso que haya cumplido con la obligación garantizada y
sin embargo no se haya cancelado su inscripción.

De esta manera no cuenta con un medio de defensa ade-
cuado para solicitar la modificación o cancelación de la
inscripción en los casos antes descritos. Lo anterior podría
provocar entre otras cosas que no pudiera recibir un crédi-
to distinto de otro acreedor que se encuentra sujeto a un
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procedimiento ordinario que toma demasiado tiempo para
una cancelación que requiere ser muy ágil, siguiendo las
mejores prácticas internacionales.

En consecuencia de lo anterior es fundamental que se re-
gule una vía expedita y ágil para solicitar la cancelación y
modificación de una garantía inscrita, así como establecer
claramente que el usuario que realiza la inscripción es res-
ponsable de realizar la modificación y cancelación de la
garantía.

Para ello se propone adicionar un procedimiento judicial
ágil y expedito, tanto para solicitar la cancelación de una
garantía indebidamente inscrita, como para reclamar los
daños y perjuicios causados con motivo de ella y para ello
es importante también limitar las excepciones que puede
oponer el acreedor.

Finalmente, en materia de embargo de bienes muebles
es muy importante construir un sistema en el que exista una
adecuada publicidad no solo de las garantías sino también
de los embargos que recaen sobre bienes muebles aten-
diendo al principio de publicidad formal ya descrito en lí-
neas anteriores y para que los mismos surtan efectos fren-
te a terceros, la intención de esta iniciativa es aclarar que
los embargos sobre bienes muebles deben inscribirse en el
RUG para que todo comerciante pueda conocer todos los
gravámenes, no sólo las garantías mobiliarias, que afectan
un determinado bien mueble.

F. Fomento de la industria del financiamiento y Perfec-
cionamiento de las figuras crediticias en México para
que más micro, pequeñas y medianas empresas (Mipy-
me) mexicanas cuenten con más créditos y en mejores
condiciones que puedan ser garantizados mediante bie-
nes muebles.

La presente iniciativa tiene como objeto realizar mejoras
significativas y cambios importantes dentro de diversas
disposiciones legales en materia de garantías mobiliarias
para reforzar que los bienes muebles serán aceptados más
ampliamente como garantías, fomentando así la industria
del financiamiento para que más micro, pequeñas y media-
nas empresas (Mipyme) mexicanas. Estas reformas ayuda-
ran a que existan más créditos y en mejores condiciones.

Es muy importante que las Mipyme cuenten con acceso al
crédito ya que son un elemento fundamental para el desa-
rrollo económico del país, tanto por su contribución al em-
pleo, como por su aportación al Producto Interno Bruto,

constituyendo, en el caso de México, más del 99 por cien-
to del total de las unidades económicas del país, represen-
tando alrededor del 52 por ciento del Producto Interno Bru-
to y contribuyendo a generar más del 70 por ciento de los
empleos formales.

El régimen de garantías mobiliarias estableció un proceso
para facilitar el otorgamiento de créditos; sin embargo, en
la práctica, las instituciones financieras se han encontrado
con algunos requerimientos que representan obstáculos pa-
ra el uso de este mecanismo.

La presente iniciativa precisa que los cheques expedidos
por cantidades inferiores a las establecidas por el Banco de
México, podrán ser endosados en blanco o al portador, lo
anterior, en virtud de que actualmente únicamente se per-
mite el endoso en blanco o al portador de aquellos cheques
que son expedidos de acuerdo con los lineamientos esta-
blecidos por el Banco de México.

La presente reforma pretende fortalecer la libertad contrac-
tual entre deudores y acreedores, modificando aquellas dis-
posiciones cuya rigidez, al no admitir pacto en contrario,
podrían obstaculizar el otorgamiento del crédito o la co-
mercialización de los bienes otorgados como garantías, o
bien, podrían provocar la nulidad de la garantía por falta
del cumplimiento de algún requisito. Actualmente, por
ejemplo, la ley establece que las partes estarán obligadas a
convenir el lugar donde se deberán encontrar las garantías,
las contraprestaciones mínimas que deberá recibir el deu-
dor de su contraparte por la venta o transferencia de los
bienes en garantía y las características que permitan identi-
ficar a la persona o personas a las que el deudor podrá ven-
der o transferir los bienes. Lo anterior ocasiona que la fal-
ta de alguna de estas cláusulas pueda ser invocada por
cualquiera de las partes para reclamar la nulidad de la ga-
rantía.

Asimismo, es pertinente señalar que el vencimiento antici-
pado del crédito puede ser en perjuicio tanto para el deudor
como para el acreedor, por ello se propone que dicho ven-
cimiento anticipado quede sujeto al convenio entre las par-
tes y no sea una consecuencia legal irrenunciable.

Por otro lado, se precisa que la enajenación de bienes ob-
jeto de un fideicomiso de garantía debe ser acorde no sólo
con el curso normal de las actividades del fideicomitente,
sino también con lo establecido en el contrato de fideico-
miso, a fin de no restringir la libertad contractual.
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En suma, se busca fomentar la capacidad de acuerdo entre
acreedor y deudor y flexibilizar las disposiciones para eli-
minar los obstáculos al ejercicio de la garantía.

Para otorgar mayores posibilidades de pago al deudor, se
propone una modificación que tiene como intención que
dicho deudor pueda efectuar el pago de la deuda con otros
bienes y no necesariamente con el producto de la garantía.

De esta manera, se otorga al deudor mayores posibilidades
para cumplir con su obligación de pago y se favorece la po-
sibilidad de recuperación del crédito al permitir expresa-
mente mecanismos adicionales para su liquidación.

Se propone facultar a la partes para que designen a un ter-
cero independiente e imparcial que resuelva los conflictos
de interés, ya que el surgimiento de controversias es utili-
zado como argumento para invalidar el fideicomiso o para
diferir el pago de la obligación.

A través de la reforma se propone colmar una laguna legal
al establecer que cuando las partes no alcancen un acuerdo
para la designación del perito que se encargue del avalúo
de los bienes objeto de las garantías, esta designación será
realizada por un juez a solicitud de cualquiera de las par-
tes.

En otro orden de ideas, el comercio electrónico se encuen-
tra ampliamente regulado en nuestra legislación mercantil.
Con la reforma del año 2000 se incluyó en el Código de
Comercio el título relativo al comercio electrónico y se
otorgó valor jurídico y probatorio a los mensajes de datos.
Dichos mensajes son definidos por la propia ley como “la
información generada, enviada, recibida o archivada por
medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología.”

Así, el artículo 89 Bis del Código de Comercio señala que
“no se negarán efectos jurídicos, validez o fuerza obligato-
ria a cualquier tipo de información por la sola razón de que
esté contenida en un Mensaje de Datos”. De igual forma, el
artículo 1205 dispone que los mensajes de datos son admi-
sibles como medios de prueba. 

En cuanto a la regulación del valor probatorio de los men-
sajes de datos, el artículo 1298-A del Código de Comercio
señala que “para valorar la fuerza probatoria de dichos
mensajes, se estimará primordialmente la fiabilidad del
método en que haya sido generada, archivada, comunicada
o conservada”. Sin embargo, en los casos en que la ley re-
quiere que un documento sea conservado y presentado en

su forma original no se establece expresamente cómo acre-
ditar dicho requisito tratándose de mensajes de datos. Esto
genera problemas en la práctica para la admisión de prue-
bas.

El Código Federal de Procedimientos Civiles establece en
su artículo 210-A que en los casos en que la ley requiere
que un documento sea conservado y presentado en su for-
ma original, dicho requisito quedará satisfecho si se acre-
dita que el mensaje de datos se ha mantenido íntegro e in-
alterado a partir del momento en que se generó por primera
vez en su forma definitiva y ésta pueda ser accesible para
su ulterior consulta. En nuestra opinión esta solución es la
correcta y debería aplicarse en virtud de que el Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles es supletorio del Código
de Comercio. Sin embargo, la falta de regulación expresa
genera problemas en la práctica al momento de la admisión
de pruebas consistentes en mensajes de datos.

Por lo anterior, se propone adicionar un artículo al Código
de Comercio para señalar expresamente que en todos los
juicios mercantiles se reconoce como prueba los mensajes
de datos y que su valor probatorio se regirá conforme a lo
previsto por el artículo 210-A del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles.

En atención a lo antes expuesto, el suscrito diputado fede-
ral José Arturo Salinas Garza, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, someto a consideración de esta
honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones del Código de Comercio, de la Ley
General de Sociedades Mercantiles, de la Ley de Socieda-
des de Inversión, de la Ley General de Títulos y Operacio-
nes de Crédito, de la Ley Federal de Derechos y de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal

Artículo Primero. Se deroga la fracción I, del artículo 16;
se deroga el artículo 17; se modifica el artículo 20; se mo-
difica el artículo 21, fracción XX, se modifica el artículo
22, párrafo primero y segundo, se modifica el artículo 23,
se modifica el artículo 27, se modifica el artículo 29, se
modifica el artículo 32 Bis 1, párrafo primero, segundo y
tercero y agrega al párrafo primero los incisos A) y 8), se
modifica el artículo 32 Bis 2, se modifica el artículo 32 Bis
4, párrafo segundo y séptimo, se elimina la fracción cuarta
del párrafo tercero y se adiciona un último párrafo, se mo-
difica el artículo 32 Bis 6; se adiciona el artículo 50 Bis 2;
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se modifica el artículo 390; se modifica la fracción prime-
ra del artículo 600; se adiciona un artículo 1061 Bis; se mo-
difica el artículo 1395, fracción primera y se adicionan la
fracción sexta y párrafo noveno; y se modifica el segundo
párrafo y adiciona un párrafo final al artículo 1414 Bis del
Código de Comercio, en los términos siguientes:

Artículo 16. Todos los comerciantes, por el hecho de serio,
están obligados. 

I. Se deroga.

II. ...

III. ...

IV. ...

Artículo 17. Se deroga.

Artículo 20. El Registro Público de Comercio operará
con un programa informático mediante el cual se realizará
la captura, almacenamiento, custodia, seguridad, consulta,
reproducción, verificación, administración y transmisión
de la información registral.

El programa informático será establecido por la Secreta-
ría. Dicho programa y las bases de datos del Registro Pú-
blico de Comercio, serán propiedad del gobierno federal.

La Secretaría establecerá los formatos, que serán de libre
reproducción, así como los datos, requisitos y demás in-
formación necesaria para llevar a cabo los asientos a que
se refiere el presente capítulo, previo pago de los dere-
chos establecidos por las entidades federativas. Lo an-
terior deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Artículo 21. Existirá un folio electrónico por cada comer-
ciante o sociedad, en el que se anotarán:

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

XX. Las garantías mobiliarias que hubiere otorgado, así
como cualesquiera otros actos jurídicos por los que
constituya un privilegio especial o derecho de retención
sobre bienes muebles a favor de terceros, en los térmi-
nos de lo dispuesto por los artículos 32 bis 1 a 32 bis 9
del presente Capítulo, información que deberá residir
en la base de datos nacional a que se refiere la Sec-
ción Única del presente Capítulo, de conformidad
con las reglas de matriculación establecidas en el Re-
glamento del Registro Público de Comercio.

…

Artículo 22. Cuando, conforme a la ley, algún acto o con-
trato deba inscribirse en el Registro Público de la Propie-
dad o en registros especiales para surtir efectos contra
terceros, su inscripción en dichos registros será bastante.

Las dependencias y organismos responsables de los re-
gistros especiales deberán coordinarse con la Secretaría
de Economía para que las garantías mobiliarias y gra-
vámenes sobre bienes muebles que hayan sido inscritos
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en dichos registros especiales puedan también ser con-
sultados a través del Registro Único de Garantías Mo-
biliarias, en los términos que establezca el Reglamento
del Registro Público de Comercio.

Artículo 27. Los actos que deban inscribirse de acuerdo
con las normas que los regulan, y que no se registren só-
lo producirán efectos jurídicos entre los que lo celebren.

Articulo 29. Los actos que deban inscribirse conforme
a las normas que los regulan producirán efectos jurídi-
cos contra terceros desde la fecha y hora de su inscrip-
ción, sin que puedan afectar su prelación otros actos que
también deban inscribirse, ya sean anteriores o posterio-
res no registrados.

Artículo 32 Bis 1. Las garantías mobiliarias que se consti-
tuyan con apego a éste u otros ordenamientos jurídicos del
orden mercantil, su modificación, transmisión o cancela-
ción, así como cualquier acto jurídico que se realice con o
respecto de ellas y, en general, cualquier gravamen o
afectación sobre bienes muebles que sirva como garan-
tía de manera directa o indirecta, deberán inscribirse
en los términos de esta Sección para que surtan efectos
jurídicos contra terceros, salvo que de acuerdo a las le-
yes que los regulan, los mismos deban inscribirse en al-
gún registro especial.

A. En las garantías mobiliarias quedan comprendidos, sin
perjuicio de aquéllos que por su naturaleza mantengan ese
carácter, los siguientes:

I. La prenda sin transmisión de posesión;

II. La prenda ordinaria mercantil cuando el acree-
dor prendario no mantenga la posesión sobre los bie-
nes muebles;

III. La prenda en los créditos refaccionarios o de ha-
bilitación o avío;

IV. La hipoteca industrial por lo que hace a los bie-
nes muebles sobre los que recae;

B. Los siguientes actos deberán inscribirse en esta Sec-
ción:

I. Los actos jurídicos mercantiles por medio de los cua-
les se constituya, modifique, transmita o cancele un pri-

vilegio especial o derecho de retención sobre bienes
muebles en favor de terceros en los que el acreedor no
mantenga la posesión sobre los bienes muebles;

II. El arrendamiento financiero, por lo que hace a los
bienes muebles sobre los que recae;

III. El factoraje financiero;

IV. Las cláusulas rescisoria y de reserva de dominio
en compraventas mercantiles, cuando el comprador
no mantenga la posesión de los bienes muebles;

V. El fideicomiso de garantía en cuyo patrimonio
existan bienes muebles;

VI. Las resoluciones judiciales o administrativas que
recaigan sobre bienes muebles, incluyendo los em-
bargos sobre bienes muebles; y

VII. Cualesquiera otros actos, gravámenes o afecta-
ciones sobre bienes muebles de naturaleza análoga a
los expresados en las fracciones anteriores, que sir-
van directa o indirectamente como garantías, en los
que el acreedor no mantenga la posesión sobre los
mismos.

Se presumen mercantiles, y por tanto sujetas a inscripción
en los términos de esta Sección, todas las garantías mobi-
liarias y demás actos contenidos en las fracciones del
apartado B anterior que sean otorgadas en favor de un
comerciante o que sirvan para garantizar una obliga-
ción de naturaleza mercantil.

Artículo 32 Bis 2. Se constituye el Registro Único de Ga-
rantías Mobiliarias, en adelante el Registro, como una sec-
ción del Registro Público de Comercio, en donde se inscri-
birán las garantías a que se refiere el artículo anterior. Esta
sección se sujetará a las bases especiales de operación a
que se refieren los artículos siguientes.

Artículo 32 Bis 4. …

Salvo prueba en contrario, se presume que los otorgantes
de garantías mobiliarias autorizan la inscripción de las mis-
mas en el Registro, así como su modificación, rectifica-
ción, transmisión, renovación, cancelación o algún avi-
so preventivo o anotación en relación con ellas o con sus
bienes muebles.
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Será responsabilidad de quien inscribe realizar los
asientos en el folio electrónico del Registro, correspon-
diente al otorgante de la garantía mobiliaria, de con-
formidad con lo establecido en el Reglamento del Re-
gistro Público de Comercio.

El procedimiento para la inscripción de garantías mobilia-
rias en el Registro se llevará de acuerdo a las bases si-
guientes:

I. …

II. …

III. …

IV. Se deroga

…

…

Será responsabilidad de quien realice una inscripción o
anotación, llevar a cabo la rectificación de los errores que
las mismas contengan.

Asimismo, será responsabilidad de quien realiza una
inscripción, realizar la cancelación o modificación de
los mismos, si se hubiere extinguido la garantía mobi-
liaria o si la garantía hubiere sido modificada.

Si quien aparece como acreedor de una inscripción no
realiza la cancelación o modificación referida en el pá-
rrafo anterior, el deudor podrá solicitar a un juez la
cancelación o modificación correspondiente, para lo
cual el juez deberá emitir resolución en un plazo de 10
días hábiles a partir del cierre de instrucción ordenan-
do la cancelación, modificación o la no procedencia de
la petición, según corresponda, pudiendo el acreedor
oponer la única excepción de falta de pago.

…

…

Artículo 32 Bis 6. Las garantías mobiliarias inscritas de
conformidad con la presente Sección, surtirán efectos con-
tra terceros y tendrán prelación sobre cualesquiera
otras posteriores o anteriores no inscritas.

Artículo 50 Bis 2. Las publicaciones que deban reali-
zarse conforme a las leyes mercantiles se realizarán a
través del sistema electrónico que para tal propósito es-
tablezca la Secretaría de Economía, y surtirán efectos a
partir del día siguiente de su publicación.

Lo anterior, sin perjuicio de las publicaciones que de-
ban realizarse de conformidad con otras disposiciones o
leyes especiales.

Artículo 390. La cesión producirá sus efectos legales con
respecto al deudor, desde que le sea notificada ante dos tes-
tigos y contra terceros a partir de su inscripción en la
Sección Única del Registro Único de Garantías Mobi-
liarias del Registro Público de Comercio.

Articulo 600. ...

I. A publicar en el sistema electrónico establecido por
la Secretaría de Economía, y circular sus reglamentos,
fijándolos en los parajes públicos, en la parte más visi-
ble de sus oficinas y en cada uno de los vehículos desti-
nados a la conducción, poniendo los artículos relativos
al reverso de los conocimientos de carga;

II…

III…

IV…

Artículo 1061 Bis. En todos los juicios mercantiles se re-
conoce como prueba la información generada o comu-
nicada que conste en medios digitales, ópticos o en cual-
quier otra tecnología. Su valor probatorio se regirá
conforme a lo previsto por el artículo 210-A del Código
Federal de Procedimientos Civiles

Artículo 1395. En el embargo de bienes se seguirá este or-
den:

I. Los productos y materias primas agrícolas;

II. Las mercancías;

III. Los créditos de fácil y pronto cobro, a satisfacción
del acreedor;

IV. Los demás muebles del deudor;
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V. Los inmuebles;

VI. Las demás acciones y derechos que tenga el deman-
dado.

…

…

Tratándose de embargo de bienes muebles, el mismo
deberá realizarse en la Sección Única del Registro
Único de Garantías Mobiliarias del Registro Público
de Comercio.

…

…

Artículo 1414 Bis.

I. y II. ...

Al celebrar el contrato las partes deberán designar pe-
rito o establecer las bases para designar a una persona
autorizada distinta del acreedor, para que realice el ava-
lúo de los bienes, en caso de que éste no pueda llevarse
a cabo, en términos de lo establecido en las fracciones
de este articulo.

A falta de acuerdo respecto a la designación del peri-
to o de la persona autorizada, éste será designado
por el juez competente a solicitud de cualquiera de
las partes.

…

Artículo Segundo. Se adiciona al artículo 4, el párrafo se-
gundo; se modifica el artículo 5; se modifica el artículo 6;
se modifica el artículo 7, párrafo primero; se adiciona al ar-
tículo 8, el párrafo segundo; se modifica el artículo 9, pá-
rrafo segundo; se adiciona el artículo 24 bis; se modifica el
artículo 90; se modifica el artículo 91, párrafo primero,
fracción quinta y se adiciona la fracción séptima; se modi-
fica el artículo 99; se modifica el artículo 113; se modifica
el artículo 119; se modifica el artículo 125, fracción sépti-
ma; se modifica el artículo 132; se modifica el artículo 136,
fracción tercera; se modifica el artículo 141; se modifica el
artículo 144; se modifica el artículo 157; se modifica el ar-
tículo 160, párrafos primero y segundo; se adicionan al ar-

tículo 161 los párrafos segundo, tercero, cuarto, quinto,
sexto y séptimo; se adiciona el artículo 161 bis; se modifi-
ca el artículo 163, primero y último párrafos; se modifica
el artículo 166, fracción novena; se modifica el artículo
170; se modifica el artículo 177; se modifica el artículo
184, párrafo segundo; se modifica el artículo 186; se mo-
difica el artículo 194 párrafo segundo y tercero; se adicio-
nan al artículo 196, los párrafos tercero, cuarto e incisos a),
b) y c); se modifica el artículo 198, párrafo primero, y se
adicionan las fracciones primera, incisos a), b), c), d) y e),
así como las fracciones segunda tercera y cuarta; se modi-
fica el artículo 199; se modifica el artículo 201, párrafo se-
gundo; se modifica el artículo 205, párrafo primero; se mo-
difica el artículo 212, segundo párrafo; se modifica el
artículo 223; se modifica el artículo 228 bis, fracción quin-
ta; se modifica el artículo 243, párrafo segundo: se modifi-
ca el artículo 247, fracción segunda; se modifica el artícu-
lo 251, párrafo tercero, de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, en los términos siguientes:

Artículo 4....

Las sociedades mercantiles podrán realizar todos los
actos de comercio necesarios para el cumplimiento de
su objeto social, salvo lo expresamente establecido por
las leyes y los estatutos sociales.

Artículo 5. Las sociedades se constituirán ante fedatario
público y en la misma forma se harán constar con sus mo-
dificaciones. El fedatario público no autorizará la escritu-
ra o póliza cuando los estatutos o sus modificaciones con-
travengan lo dispuesto por esta ley,

Artículo 6. La escritura o póliza constitutiva de una socie-
dad deberá contener:

…

Artículo 7. Si el contrato social no se hubiere otorgado en
escritura o póliza ante fedatario público, pero contuviere
los requisitos que señalan las fracciones l a VII del artícu-
lo 6o., cualquiera persona que figure como socio podrá de-
mandar en la vía sumaria el otorgamiento de la escritura o
póliza correspondiente.

…

…

Artículo 8. …

Año I, Primer Periodo, 16 de octubre de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados100



Asimismo, las reglas permisivas contenidas en esta ley
no constituirán excepciones a la libertad contractual
que prevalece en esta materia.

Artículo 9. …

La reducción del capital social, efectuada mediante reem-
bolso a los socios o liberación concedida a éstos de exhibi-
ciones no realizadas, se publicará en el sistema electróni-
co establecido por la Secretaría de Economía.

…

…

Artículo 24 Bis. Los administradores, gerentes y fun-
cionarios de las sociedades a que se refiere esta ley, des-
empeñarán su cargo procurando la creación de valor en
beneficio de la sociedad, sin favorecer a un determina-
do socio, accionista o grupo de socios o accionistas. Al
efecto, deberán actuar diligentemente adoptando deci-
siones razonadas y cumpliendo los demás deberes que
les sean impuestos por virtud de esta Ley o de los esta-
tutos sociales.

Artículo 90. La sociedad anónima puede constituirse por
la comparecencia ante fedatario público, de las personas
que otorguen la escritura o póliza correspondiente, o por
suscripción pública, en cuyo caso se estará a lo estableci-
do en el artículo 11 de la Ley del Mercado de Valores

Artículo 91. La escritura constitutiva o póliza de la socie-
dad anónima deberá contener, además de los datos requeri-
dos por el artículo 6o., los siguientes:

I. …

II. …

III. …

IV...

V.…

VI. …

VII. En su caso, las estipulaciones que:

a) Impongan restricciones, de cualquier naturale-
za, a la transmisión de propiedad o derechos, res-
pecto de las acciones de una misma serie o clase
representativas del capital social, distintas a lo
que se prevé en el artículo 130 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles.

b) Establezcan causales de exclusión de socios o
para ejercer derechos de separación, de retiro, o
bien, para amortizar acciones, así como el precio
o las bases para su determinación.

c) Permitan emitir acciones que:

1. No confieran derecho de voto o que el voto se
restrinja a algunos asuntos.

2. Otorguen derechos sociales no económicos
distintos al derecho de voto o exclusivamente el
derecho de voto.

3. Confieran el derecho de veto o requieran del
voto favorable de uno o más accionistas, respec-
to de las resoluciones de la asamblea general de
accionistas.

Las acciones a que se refiere este inciso, compu-
tarán para la determinación del quórum reque-
rido para la instalación y votación en las asam-
bleas de accionistas, exclusivamente en los
asuntos respecto de los cuales confieran el dere-
cho de voto a sus titulares.

d) Implementen mecanismos a seguir en caso de
que los accionistas no lleguen a acuerdos respec-
to de asuntos específicos.

e) Amplíen, limiten o nieguen el derecho de sus-
cripción preferente a que se refiere el artículo 132
de la Ley General de Sociedades Mercantiles.

f) Permitan limitar la responsabilidad en los da-
ños y perjuicios ocasionados por sus consejeros y
Funcionarios, derivados de los actos que ejecuten
o por las decisiones que adopten, siempre que no
se trate de actos dolosos o de mala fe, o bien, ilíci-
tos conforme a ésta u otras leyes.

Articulo 99. Suscrito el capital social y hechas las exhibi-
ciones legales, los fundadores, dentro de un plazo de quin-
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ce días, publicarán la convocatoria para la reunión de la
Asamblea General Constitutiva, en la forma prevista en el
programa, en el sistema electrónico establecido por la
Secretaria de Economía.

Articulo 113. Salvo lo previsto por el artículo 91, cada
acción sólo tendrá derecho a un voto; pero en el contrato
social podrá pactarse que una parte de las acciones tenga
derecho de voto solamente en las Asambleas Extraordina-
rias que se reúnan para tratar los asuntos comprendidos en
las fracciones 1, II, IV, V, VI y VII del artículo 182.

…

…

…

…

…

Artículo 119. Cuando se decrete una exhibición cuyo pla-
zo o monto no conste en las acciones, deberá hacerse una
publicación, por lo menos 30 días antes de la fecha señala-
da para el pago, en el sistema electrónico establecido por
la Secretaria de Economía. Transcurrido dicho plazo sin
que se haya verificado la exhibición, la sociedad procede-
rá en los términos del artículo anterior.

Artículo 125. ...

I …

II …

III …

VII- Los derechos concedidos y las obligaciones im-
puestas al tenedor de la acción, y en su caso, a las limi-
taciones al derecho de voto y en específico las estipu-
laciones previstas en la fracción VII del artículo 91
de esta Ley.

VIII..

Artículo 132. Los accionistas tendrán derecho preferente,
en proporción al número de sus acciones, para suscribir las
que emitan en caso de aumento del capital social. Este de-
recho deberá ejercitarse dentro de los quince días siguien-

tes a la publicación en el sistema electrónico establecido
por la Secretaría de Economía, del acuerdo de la Asam-
blea sobre el aumento del capital social.

Artículo 136. ...

I. …

II. ...

III. La adquisición de acciones para amortizarías se ha-
rá en bolsa; pero si el contrato social o el acuerdo de la
Asamblea General fijaren un precio determinado, las ac-
ciones amortizadas se designarán por sorteo ante Nota-
rio o Corredor titulado. El resultado del sorteo deberá
publicarse por una sola vez en el sistema electrónico
establecido por la Secretaría de Economía;

IV. ...

V. ...

Artículo 141. La Asamblea de la sociedad podrá resol-
ver por acuerdo unánime de la totalidad del capital so-
cial, que las acciones pagadas en todo o en parte mediante
aportaciones en especie, deban quedar depositadas en la
sociedad durante dos años. Si en este plazo aparece que el
valor de los bienes es menor en un veinticinco por ciento
del valor por el cual fueron aportados, el accionista está
obligado a cubrir la diferencia a la sociedad, la que tendrá
derecho preferente respecto de cualquier acreedor sobre el
valor de las acciones depositadas.

Artículo 144. Cuando los administradores sean tres o más,
el contrato social determinará los derechos que correspon-
dan a la minoría en la designación, pero en todo caso la mi-
noría que represente un veinticinco por ciento del capital
social nombrará cuando menos un consejero. Este porcen-
taje será del diez por ciento, cuando se trate de aquellas so-
ciedades que tengan inscritas sus acciones en la Bolsa de
Valores. Tales designaciones, sólo podrán revocarse por
los demás accionistas, cuando a su vez se revoque el
nombramiento de todos los demás consejeros, en cuyo
caso las personas sustituidas no podrán ser nombradas
con tal carácter durante los doce meses inmediatos si-
guientes a la fecha de revocación.

Artículo 157. Los Administradores tendrán la responsabi-
lidad inherente a su mandato y la derivada de las obliga-
ciones que la ley y los estatutos les imponen. Dichos ad-
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ministradores deberán guardar confidencialidad res-
pecto de la información y los asuntos que tengan cono-
cimiento con motivo de su cargo en la sociedad, cuando
dicha información o asuntos no sean cíe carácter públi-
co, excepto en los casos en que la información sea soli-
citada por autoridades judiciales o administrativas. Di-
cha obligación de confidencialidad estará vigente
durante el tiempo de su encargo y hasta un año poste-
rior a la terminación del mismo.

Artículo 160. Los Administradores estarán obligados a
denunciar las irregularidades de las cuales tengan co-
nocimiento y que se relacionen con la sociedad.

Asimismo, serán solidariamente responsables con los que
les hayan precedido, por las irregularidades en que estos
hubieren incurrido, si, conociéndolas, no las denunciaren
por escrito a los comisarios.

Artículo 161.

La responsabilidad de los administradores consistente
en indemnizar los daños y perjuicios ocasionados con
motivo de los actos, hechos u omisiones a que hace re-
ferencia esta Ley, será solidaria entre los responsables
que hayan adoptado la decisión y será exigible como
consecuencia de los daños o perjuicios ocasionados. La
indemnización que corresponda deberá cubrir los da-
ños y perjuicios causados a la sociedad y, en todo caso,
se procederá a la remoción del cargo de los responsa-
bles.

En los estatutos sociales podrán preverse limitaciones a
la responsabilidad en los daños y perjuicios ocasiona-
dos, únicamente en el caso previsto en el artículo 91,
fracción Vil, inciso f). En dicho supuesto se podrán con-
tratar seguros, fianzas o cauciones que cubran el mon-
to de la indemnización por los daños y perjuicios oca-
sionados.

La responsabilidad que derive de los actos a que se re-
fiere este capítulo, será exclusivamente en favor de la
sociedad.

El demandante podrá transigir en juicio el monto de la
indemnización por daños y perjuicios, siempre que pre-
viamente someta a aprobación del consejo de adminis-
tración de la sociedad, los términos y condiciones del
convenio judicial correspondiente. La falta de dicha
formalidad será causa de nulidad relativa. A falta de

consejo de administración o de resolución de éste co-
rresponderá a la asamblea realizar la aprobación refe-
rida en este párrafo.

Las acciones que tengan por objeto exigir responsabili-
dad en términos de esta ley, caducarán en cinco años
contados a partir del día en que se hubiere realizado el
acto o hecho que haya causado el daño patrimonial co-
rrespondiente.

En todo caso, las personas que a juicio del juez hayan
ejercido la acción a que se refiere este artículo, con te-
meridad o mala fe, serán condenadas al pago de costas
en términos de lo establecido en el Código de Comercio.

Artículo 161 Bis. Los administradores no incurrirán,
individualmente o en su conjunto, en responsabilidad
por los daños o perjuicios que ocasionen a la sociedad,
derivados de los actos que ejecuten o las decisiones que
adopten, cuando actuando de manera diligente, se ac-
tualice cualquiera de las excluyentes de responsabilidad
siguientes:

I. Den cumplimiento a los requisitos quo esta Ley o
los estatutos sociales establezcan para la aprobación
de los asuntos que competa conocer al consejo de ad-
ministración;

II. Tomen decisiones o voten en las sesiones del con-
sejo de administración o, en su caso, con base en in-
formación proporcionada por los gerentes, comisa-
rios o los expertos independientes, cuya capacidad y
credibilidad no ofrezcan motivo de duda razonable;

Ill. Hayan seleccionado la alternativa más adecuada,
a su leal saber y entender, o los efectos patrimoniales
negativos no hayan sido previsibles, en ambos casos,
con base en la información disponible al momento de
la decisión; o

IV. Cumplan los acuerdos de la asamblea de accio-
nistas, siempre y cuando éstos no sean violatorios de
la ley.

Artículo 163. Los accionistas que representen el veinti-
cinco por ciento del capital social, incluso limitado o res-
tringido o sin derecho a voto, podrán ejercitar directa-
mente la acción de responsabilidad civil contra los
Administradores, siempre que se satisfagan los requisitos
siguientes:
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I. …

II. …

Para los efectos señalados en este artículo, los accio-
nistas de voto limitado podrán ejercer su derecho de
voto.

Artículo 166.

I …

II …

III …

IV...

...

V...

VI. …

…

IX. En general, vigilar la gestión, conducción y ejecu-
ción de los negocios de la sociedad.

Artículo 170. …

Al efecto, los comisarios deberán notificar por escrito al
Consejo de Administración o al administrador único,
según sea el caso, dentro de un plazo que no deberá ex-
ceder de 15 días naturales contados a partir de que to-
men conocimiento de la operación correspondiente, los
términos y condiciones de la operación de que se trate,
así como cualquier información relacionada con la na-
turaleza y el beneficio que obtendrían las partes invo-
lucradas en la misma.

Artículo 177. Quince días después de la fecha en que la
asamblea general de accionistas haya aprobado el informe
a que se refiere el enunciado general del artículo 172, los
accionistas podrán solicitar que se publiquen en el sis-
tema electrónico establecido por la Secretaría de Eco-
nomía los estados financieros, junto con sus notas y el
dictamen de los comisarios.

Artículo 184. Los accionistas que representen por lo me-
nos el veinticinco por ciento del capital social, podrán pe-
dir por escrito, en cualquier tiempo, al Administrador o
Consejo de Administración o a los comisarios, la Convo-
catoria de una Asamblea General de Accionistas, para tra-
tar de los asuntos que indiquen en su petición.

…

Artículo 186. La convocatoria para las asambleas genera-
les deberá hacerse por medio de la publicación de un aviso
en el sistema electrónico establecido por la Secretaria
de Economía con la anticipación que fijen los estatutos, o
en su defecto, quince días antes de la fecha señalada para
fa reunión. Durante todo este tiempo estará a disposición
de los accionistas, en las oficinas de la sociedad, el infor-
me a que se refiere el enunciado general del artículo 172.

Articulo 194. ...

Cuando por cualquiera circunstancia no pudiere asentarse
el acta de una asamblea en el libro respectivo, se protoco-
lizará ante fedatario público.

Las actas de las Asambleas Extraordinarias serán protoco-
lizadas ante fedatario público e inscritas en el Registro Pú-
blico de Comercio.

Artículo 196. …

…

Al efecto, se presumirá, salvo prueba en contrario, que
un accionista tiene en una operación determinada un
interés contrario al de la sociedad, cuando mantenien-
do el control de la sociedad vote a favor o en contra de
la celebración de operaciones, obteniendo beneficios
que excluyan a otros accionistas o a dicha sociedad.

Se entiende que un accionista mantiene el control de la
sociedad cuando cuenta con la capacidad de llevar a ca-
bo cualquiera de los actos siguientes:

a) Imponer, directa o indirectamente, decisiones en las
asambleas generales de accionistas, de socios u órganos
equivalentes, o nombrar o destituir a la mayoría de los
consejeros, administradores o sus equivalentes;
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b) Mantener la titularidad de derechos que permitan, di-
recta o indirectamente, ejercer el voto respecto de más
del cincuenta por ciento del capital social;

c) Dirigir, directa o indirectamente, la administración, la
estrategia o las principales políticas.

Articulo 198. Sin perjuicio de lo que dispongan las leyes
especiales, los accionistas de las sociedades anónimas po-
drán convenir entre ellos:

I. Derechos y obligaciones que establezcan opciones
de compra o venta de las acciones representativas del
capital social de la sociedad, tales como:

a) Que uno o varios accionistas solamente puedan
enajenar la totalidad o parte de su tenencia accio-
naria, cuando el adquirente se obligue también a
adquirir una proporción o la totalidad de las ac-
ciones de otro u otros accionistas, en iguales con-
diciones;

b) Que uno o varios accionistas puedan exigir a
otro socio la enajenación de la totalidad o parte de
su tenencia accionaria, cuando aquéllos acepten
una oferta de adquisición, en iguales condiciones;

c) Que uno o varios accionistas tengan derecho a
enajenar o adquirir de otro accionista, quien de-
berá estar obligado a enajenar o adquirir, según
corresponda, la totalidad o parte de la tenencia
accionaria objeto de la operación, a un precio de-
terminado o determinable;

d) Que uno o varios accionistas queden obligados
a suscribir y pagar cierto número de acciones re-
presentativas del capital social de la sociedad, a
un precio determinado o determinable, y

e) Otros derechos y obligaciones de naturaleza
análoga;

II. Enajenaciones y demás actos jurídicos relativos al
dominio, disposición o ejercicio del derecho de prefe-
rencia a que se refiere el artículo 132 de esta ley, con
independencia de que tales actos jurídicos se lleven a
cabo con otros accionistas o con personas distintas de
estos;

III. Acuerdos para el ejercicio del derecho de voto en
asambleas de accionistas;

IV. Acuerdos para la enajenación de sus acciones en
oferta pública; y

V. Otros de naturaleza análoga.

Los convenios a que se refiere este artículo no serán opo-
nibles a la sociedad, excepto tratándose de resolución judi-
cial.

Artículo 199. A solicitud de los accionistas que reúnan el
veinticinco por ciento de las acciones representadas en una
Asamblea, se aplazará, para dentro de tres días y sin nece-
sidad de nueva convocatoria, la votación de cualquier
asunto respecto del cual no se consideren suficientemente
informados. Este derecho no podrá ejercitarse sino una so-
la vez para el mismo asunto.

Artículo 201. Los accionistas que representen el veinti-
cinco por ciento del capital social podrán oponerse judi-
cialmente a las resoluciones de las Asambleas Generales,
siempre que se satisfagan los siguientes requisitos:

I. ...

II. …

III. …

…

Artículo 205. Para el ejercicio de las acciones judiciales a
que se refieren les artículos 185 y 201, los accionistas de-
positarán los títulos de sus acciones ante fedatario públi-
co o en una Institución de Crédito, quienes expedirán el
certificado correspondiente para acompañarse a la deman-
da y los demás que sean necesarios para hacer efectivos los
derechos sociales.

…

Artículo 212. …

…

Las sociedades que emitan obligaciones deberán publicar
anualmente su balance, certificado por Contador Público.
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La publicación se hará en el sistema electrónico estableci-
do por la Secretaría.

Artículo 223. Los acuerdos sobre fusión se inscribirán en
el Registro Público de Comercio y se publicarán en el sis-
tema electrónico establecido por la Secretaría de Eco-
nomía, de la misma manera, cada sociedad deberá publi-
car su último balance, y aquélla o aquéllas que dejen de
existir, deberán publicar, además, el sistema establecido
para la extinción de su pasivo.

Artículo 228 Bis.

…

I. a IV. …

V. La resolución de escisión deberá protocolizarse ante
fedatario público e inscribirse en el Registro Público
de Comercio. Asimismo, deberá publicarse en el siste-
ma electrónico establecido por la Secretaría de Eco-
nomía, un extracto de dicha resolución que contenga,
por lo menos, la síntesis de la información a que se re-
fieren los incisos a) y d) de la fracción IV de este artí-
culo, indicando claramente que el texto completo se en-
cuentra a disposición de socios y acreedores en el
domicilio social de la sociedad durante un plazo de cua-
renta y cinco días naturales contado a partir de que se
hubieren efectuado la inscripción y la publicación;

VI. a X. …

Artículo 243. …

El acuerdo sobre distribución parcial deberá publicarse en
el sistema electrónico establecido por la Secretaría de
Economía, y los acreedores tendrán el derecho de oposi-
ción en la forma y términos del artículo 9o.

Artículo 247. …

I. …

II. Dicho balance se publicará en el sistema electrónico
establecido por la Secretaria de Economía.

…

III. …

Artículo 251. …

…

Las sociedades extranjeras deberán publicar anualmente,
en el sistema electrónico establecido por la Secretaría
de Economía, un balance general de la negociación visado
por un contador público titulado.

Artículo Tercero. Se modifica el artículo 79 de la Ley de
Sociedades de Inversión, en los términos siguientes:

Artículo 79. Las sociedades de inversión, sociedades ope-
radoras de sociedades de inversión y sociedades distribui-
doras de acciones de sociedades de inversión, deberán pu-
blicar en medios impresos o electrónicos de amplia
circulación o divulgación, los estados financieros trimes-
trales y anuales, formulados de acuerdo con lo previsto en
el artículo 77 de esta Ley. Tales publicaciones serán bajo la
estricta responsabilidad de los administradores y comisa-
rios de las sociedades que hayan aprobado y dictaminado
la autenticidad de los datos contenidos en dichos estados fi-
nancieros. Ellos deberán cuidar que estos revelen efectiva-
mente la verdadera situación financiera de las sociedades y
quedarán sujetos a las sanciones correspondientes en el ca-
so de que las publicaciones no se ajusten a esta situación.
Se exceptúa a las sociedades de inversión y a las socieda-
des operadoras de sociedades de inversión, de lo estableci-
do en el artículo 177 de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles.

…

…

Artículo Cuarto. Se modifica el tercer párrafo del artícu-
lo 32; se modifica el artículo 212, párrafo tercero: se mo-
difica el artículo 326 fracción IV, y se le adiciona un se-
gundo párrafo, se modifica el artículo 344; se modifica el
primer párrafo del artículo 347; se modifica el primer pá-
rrafo del 349; se modifica el primer párrafo del artículo
351; se elimina el segundo párrafo del artículo 353; se mo-
difica el primer párrafo del artículo 354; se adiciona un pá-
rrafo al artículo 355; se elimina el artículo 357; se modifi-
ca el artículo 358; se modifica el artículo 360; se modifica
el primer párrafo y se agrega un último párrafo al artículo
363; se elimina el segundo párrafo y se adicionan dos pá-
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rrafos al artículo 365; se modifica el artículo 367; se adi-
ciona el artículo 367 Bis; se modifica el artículo 369; se
modifica el primer párrafo y se derogan las fracciones I, II
y III del artículo 371; se modifica el artículo 373; se modi-
fican las fracciones I y II, el tercer párrafo y se adiciona un
párrafo final con incisos a) y b) en el artículo 374; se mo-
difica el artículo 376; se deroga el artículo 377; se modifi-
ca el quinto párrafo y se adicionan cuatro párrafos al artí-
culo 382; se modifica el artículo 389 y se derogan las
fracciones I, II y III; se adicionan tres párrafos al artículo
396; se modifica el artículo 397; se modifica la fracción
tercera y se adiciona un párrafo al artículo 398; se modifi-
ca el último párrafo del artículo 399; se modifica el párra-
fo primero del articulo 401; se modifica el párrafo primero
del artículo 403, se modifica el artículo 404, agregando
cinco párrafos; se modifica el artículo 408; y se modifica el
artículo 426 de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, para quedar como sigue:

Artículo 32. …

…

Tratándose de acciones, bonos de fundador, obligaciones,
certificados de depósito, certificados de participación y
cheques, el endoso siempre será a favor de persona deter-
minada; el endoso en blanco o al portador no producirá
efecto alguno. Lo previsto en este párrafo no será aplicable
a los cheques expedidos por cantidades inferiores a las es-
tablecidas por el Banco de México, a través de disposicio-
nes de carácter general que publique en el Diario Oficial de
la Federación.

Artículo 212. …

…

Las sociedades que emitan obligaciones deberán publicar
anualmente su balance, certificado por Contador Público.
La publicación se hará en el sistema electrónico estable-
cido por la Secretaría.

Artículo 326. ... 

I. a III. …

IV. Serán inscritos en la Sección Única del Registro
Único de Garantías Mobiliarias del Registro Público
de Comercio.

Si en la garantía se incluyen bienes inmuebles, debe-
rá inscribirse, adicionalmente, en el Registro Público
de la Propiedad que corresponda, según la ubicación
de los bienes inmuebles afectos en garantía.

Los contratos de habilitación o refacción surtirán efectos
contra tercero desde la fecha y hora de su inscripción con-
forme a los párrafos anteriores.

Artículo 344. El acreedor prendario no podrá hacerse due-
ño de los bienes o títulos dados en prenda, sin el expreso
consentimiento del deudor.

Artículo 347. Los contratos mediante los cuales se docu-
mente la constitución de garantías a través de la prenda sin
transmisión de posesión, serán mercantiles para todas las
partes que intervengan en ellos. Se exceptúan aquellos con-
tratos que se celebren entre dos o más personas físicas o
morales civiles que no tengan el carácter de comerciantes
en los términos del Código de Comercio, así como aquellos
actos que, de conformidad con el mismo, no se reputen co-
mo actos de comercio para ninguna de sus partes.

…

Artículo 349. Salvo pacto en contrario, cuando el deudor
esté facultado para hacer pagos parciales, la garantía se re-
ducirá desde luego y de manera proporcional con respecto
de los pagos realizados, si ésta recae sobre varios objetos o
éstos son cómodamente divisibles en razón de su naturale-
za jurídica, sin reducir su valor, y siempre que los derechos
del acreedor queden debidamente garantizados.

Artículo 351. En caso de concurso del deudor, los bienes
objeto de prenda sin transmisión de posesión que existan
en la masa, podrán ser ejecutados por el acreedor prenda-
rio, mediante fa acción que corresponda conforme a la ley
de la materia, ante el juez de concurso mercantil, el cual
deberá decretar, sin más trámite, la ejecución solicitada.

…

Artículo 353. Pueden ser dados en prenda sin transmisión
de posesión toda clase de derechos y bienes muebles, sal-
vo aquellos que conforme a la Ley sean estrictamente per-
sonales de su titular.

Artículo 354. Los bienes pignorados podrán identificarse
de forma individual, por categorías de bienes o genéri-
camente.
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Artículo 355. Podrán darse en prenda sin transmisión de
posesión los bienes muebles siguientes:

I a V....

Tratándose de bienes referidos en las fracciones III a
V, los mismos quedarán comprendidos de manera
automática como bienes pignorados, salvo pacto en
contrarío.

Articulo 357. Se deroga. 

Artículo 358. …

…

La excepción a que se refiere este artículo, sólo procederá
tratándose de bienes muebles que puedan distinguirse del
resto de los bienes muebles que el deudor haya dado en
prenda al primer acreedor.

Artículo 360. En caso de que en el contrato respectivo se
establezca que los bienes pignorados deban estar asegura-
dos por una cantidad que alcance a cubrir su valor de repo-
sición, el deudor tendrá la facultad de determinar la com-
pañía aseguradora que se encargará de ello. En el
mencionado seguro deberá designarse como beneficiario al
acreedor prendario. Salvo pacto en contrarío, el saldo in-
soluto del crédito garantizado, se reducirá en una cantidad
igual a la del pago que el acreedor reciba de la institución
de seguros. En este último caso, de existir algún remanen-
te, el acreedor deberá entregarlo al deudor, a más tardar el
tercer día hábil siguiente a la fecha en que lo reciba.

Artículo 363. Las partes deberán designar perito o acor-
dar las bases para su designación, cuya responsabilidad se-
rá dictaminar, una vez que haya oído a ambas partes, la ac-
tualización de los supuestos previstos en los artículos 361
y 362.

Las partes podrán designar como perito para los efectos de
lo dispuesto en este artículo, a un almacén general de de-
pósito, así como encomendar a éste la guarda y conserva-
ción de los bienes pignorados.

A falta del acuerdo referido en el primer párrafo de es-
te artículo, el perito será designado por juez competen-
te a solicitud de cualquiera de las partes.

Artículo 365. El contrato constitutivo de fa prenda sin
transmisión de posesión, deberá constar por escrito y cuan-
do el monto del crédito que garantiza sea igual o superior
al equivalente en moneda nacional a doscientos cincuenta
mil Unidades de Inversión, las partes deberán ratificar sus
firmas ante fedatario.

El contrato de prenda sin transmisión de posesión será
válido desde su constitución y la nulidad de alguna de
sus cláusulas por contravenciones a lo dispuesto en esta
ley no producirá la nulidad de la prenda.

En caso de declararse nula alguna cláusula del contra-
to de prenda sin transmisión de posesión, se aplicará
supletoriamente lo dispuesto por esta ley.

Artículo 367. Los acreedores garantizados con prenda sin
transmisión de posesión, percibirán el principal y los inte-
reses de sus créditos del producto de los bienes objeto de
esas garantías, con exclusión absoluta de los demás acree-
dores del deudor que no sean preferentes, o que no ten-
gan garantías preferentes.

…

…

…

Artículo 367 Bis. En caso de que la totalidad o parte de
los bienes objeto de la garantía sean bienes de importa-
ción temporal, en caso de ejecución de la prenda, el juez
podrá autorizar que el acreedor tramite por cuenta del
deudor la importación definitiva de los bienes para
proceder a la venta de los mismos o para efectos de que
queden a disposición del acreedor, en cuyo caso deberá
pagarse preferentemente al erario público con el im-
porte de la venta de los bienes, o a cargo del acreedor en
caso de que los mismos queden a su disposición, los im-
puestos y derechos que procedan por la importación de-
finitiva de los mismos. En caso de venta el monto rema-
nente quedará a disposición del acreedor en los
términos de este artículo.

Artículo 369. La garantía sobre un bien mueble constitui-
da, en términos de esta Sección Séptima, tiene prelación
sobre la garantía hipotecaria, refaccionaría o fiduciaria, si
aquélla se inscribe antes de que el mencionado bien mue-
ble se adhiera, en su caso, al bien inmueble objeto de di-
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chas garantías, a menos que exista consentimiento del
acreedor de la garantía mobiliaria para que la segunda
garantía tenga prelación sobre la mobiliaria.

Artículo 371,- La prenda sin transmisión de posesión, re-
gistrada en el Registro Único de Garantías Mobiliarias,
tendrá prelación sobre actos y gravámenes registrables y
no registrados y sobre actos o gravámenes registrados
con posterioridad.

I. Se deroga 

II. Se deroga 

III. Se deroga

Artículo 373. Se entenderá por adquirente de mala fe, pa-
ra efectos de lo dispuesto en los artículos 356 y 398, a to-
da persona que adquiera, sin consentimiento del acreedor,
bienes muebles del deudor, sabedora por cualquier me-
dio, incluyendo el Registro Único de Garantías Mobi-
liarias, de

I. La existencia de la garantía sobre dichos bienes; y

II. Que la enajenación de dichos bienes se encuentra
fuera del curso normal de la actividad preponderan-
te del deudor.

Las enajenaciones realizadas sin contar con el consenti-
miento a que se refiere este artículo no harán que cesen
los efectos de la garantía y el acreedor conservará el de-
recho de persecución sobre los bienes respectivos con
relación a los adquirentes; sin perjuicio de que el acre-
edor exija al deudor el pago de los daños y perjuicios
que dicha enajenación le cause.

Artículo 374. …

I. Las personas físicas y morales que tengan el control
directo o indirecto de más del cinco por ciento de los
títulos representativos del capital del deudor, o que es-
tén sujetas a un control corporativo común con el
deudor;

II. Los miembros propietarios y suplentes del consejo
de administración del deudor o de las personas mora-
les a que se refiere la fracción anterior;

III y IV. …

…

Las enajenaciones realizadas sin contar con la autori-
zación a que se refiere este artículo serán nulas, por lo
que no cesarán los efectos de la garantía y el acreedor
conservará el derecho de persecución sobre los bienes
respectivos con relación a los adquirentes; sin perjuicio
de que el acreedor exija al deudor el pago de los daños
y perjuicios que dicha enajenación le cause.

…

Para efectos de la fracción I anterior se entiende por
control corporativo la capacidad de una persona o gru-
po de personas, de llevar a cabo cualquiera de los actos
siguientes:

Imponer, directa o indirectamente, decisiones en las
asambleas generales de accionistas, de socios u órganos
equivalentes, o nombrar o destituir a la mayoría de los
consejeros, administradores o sus equivalentes, de una
persona moral.

Dirigir, directa o indirectamente, la administración, la
estrategia o las principales políticas de una persona
moral, ya sea a través de la propiedad de valores, por
contrato o de cualquier otra forma.

Artículo 376. Los actos en los que se haga constar la cons-
titución, modificación, extinción, cesión y las resoluciones
judiciales sobre cancelaciones de la prenda sin transmisión
de posesión a que se refiere esta Sección Séptima, deberán
ser inscritos en la Sección Única del-Registro Único de
Garantías Mobiliarias del Registro Público de Comer-
cio o, en los casos que proceda, en el registro especial que
corresponda según su naturaleza.

Artículo 377. Se deroga.

Artículo 382. …

…

…

…
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La institución fiduciaria podrá ser fideicomisaria en los fi-
deicomisos que tengan por fin servir como instrumentos de
pago de obligaciones derivadas de créditos otorgados por
la propia institución. En este supuesto, las partes podrán
convenir los términos y condiciones para dirimir posibles
conflictos de intereses, para lo cual podrán nombrar a un
ejecutor o instructor, que podrá ser una institución fi-
duciaria o cualquier tercero, ‘a fin de que determine el
cumplimiento o incumplimiento del contrato para el só-
lo efecto de iniciar el procedimiento de ejecución y pa-
ra que cumpla los fines del fideicomiso en lo que res-
pecta a la aplicación de los bienes afectos al fideicomiso
como fuente de pago de obligaciones derivadas de cré-
ditos otorgados por la propia institución.

En todo caso, el ejecutor o instructor ejercitará sus fun-
ciones en nombre y representación del fiduciario, pero
sin sujetarse a sus instrucciones, obrando en todo mo-
mento de conformidad con lo pactado en el contrato y
la legislación aplicable y actuando con independencia e
imparcialidad respecto de los intereses del fideicomi-
tente y fideicomisario.

Para efectos del párrafo anterior, se presume indepen-
dencia e imparcialidad en el cumplimiento del contrato,
cuando los títulos representativos del capital social, así
como las compras e ingresos del último ejercicio fiscal o
del que esté en curso del ejecutor o instructor, no estén
vinculados con alguna de las partes del fideicomiso en
más de un diez por ciento.

Artículo 389. El fideicomiso cuyo objeto recaiga en bienes
muebles, surtirá efectos contra tercero desde la fecha de su
inscripción en la Sección Única del Registro Único de
Garantías Mobiliarias del Registro Público de Comercio.

Artículo 396....

Para tal efecto, las partes podrán nombrar un ejecutor
o instructor, que podrá ser una institución fiduciaria o
cualquier tercero, a fin de que determine el cumpli-
miento o incumplimiento del contrato para el sólo efec-
to de iniciar el procedimiento de ejecución y para que
cumpla los fines del fideicomiso en lo que respecta a la
realización y aplicación de la garantía, a partir de que
se considere incumplida la obligación garantizada.

En todo caso, el ejecutor o instructor ejercitará sus fun-
ciones en nombre y representación del fiduciario, pero
sin sujetarse a sus instrucciones, obrando en todo mo-

mento de conformidad con lo pactado en el contrato y
la legislación aplicable y actuando con independencia e
imparcialidad respecto de los intereses del fideicomi-
tente y fideicomisario.

Para efectos del párrafo anterior, se presume indepen-
dencia e imparcialidad en el cumplimiento del contrato
o ejecución de la garantía, cuando los títulos represen-
tativos del capital social, así como las compras e ingre-
sos del último ejercicio fiscal o del que esté en curso del
ejecutor o instructor, no estén vinculados con alguna de
las partes del crédito garantizado en más de un diez por
ciento.

Artículo 397. Cuando así se señale, un mismo fideicomiso
podrá ser utilizado para garantizar simultánea o sucesiva-
mente diferentes obligaciones que el fideicomitente con-
traiga, con un Mismo o distintos acreedores, a cuyo efecto
se estipularán las reglas y en su caso, las prelaciones
aplicables.

En este caso, cada fideicomisario estará obligado a no-
tificar a la institución fiduciaria cuando la obligación a
su favor haya quedado extinguida, en cuyo caso queda-
rán sin efectos los derechos que respecto de él se deri-
van del fideicomiso. La notificación deberá entregarse
mediante fedatario público a más tardar a los cinco dí-
as hábiles siguientes a la fecha en la que se reciba el pa-
go.

En el caso de fideicomisos con fideicomisarios sucesivos
y no simultáneos, a partir del momento en que el fidu-
ciario reciba la mencionada notificación, el fideicomi-
tente podrá designar un nuevo fideicomisario o mani-
festar a la institución fiduciaria que se ha realizado el
fin para el cual fue constituido el fideicomiso.

El fideicomisario que no entregue oportunamente al fidu-
ciario la notificación a que se refiere este artículo, resarci-
rá a los demás fideicomisarios, en su caso, y al fideico-
mitente los daños y perjuicios que con ello les ocasione

Artículo 398.

I. y II. …

III. Instruir al fiduciario la enajenación de los bienes fi-
deicomitidos, sin responsabilidad para éste, siempre y
cuando dicha enajenación sea acorde con el contrato de
fideicomiso y el curso normal de las actividades del fi-
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deicomitente. En estos casos cesarán los efectos de la
garantía fiduciaria y los derechos de persecución con re-
lación a los adquirentes de buena fe, quedando afectos
al fideicomiso los bienes o derechos que el fiduciario re-
ciba o tenga derecho a recibir en pago por la enajena-
ción de los referidos bienes.

…

Las fracciones I y II referidas anteriormente, serán
aplicables sólo a los fideicomisos de garantía en los
cuales el deudor o un tercero conserve la posesión so-
bre los bienes muebles.

Artículo 399. Para efectos de lo dispuesto en el artículo
anterior, las partes podrán convenir desde la constitución
del fideicomiso:

I. a VI...

En caso de incumplimiento a los convenios celebrados con
base en este artículo, el crédito garantizado por el fideico-
miso se podrá declarar vencido anticipadamente por el
acreedor garantizado.

Artículo 401. Salvo pacto en contrario, los riesgos de
pérdida, daño o deterioro del valor de los bienes fideico-
mitidos corren por cuenta de la parte que esté en posesión
de los mismos, debiendo permitir a las otras partes inspec-
cionarlos a efecto de verificar, según corresponda, su peso,
cantidad y estado de conservación general.

…

Artículo 403. En el fideicomiso de garantía, las partes po-
drán convenir la forma en que la institución fiduciaria pro-
cederá a enajenar extrajudicialmente, a titulo oneroso, los
bienes o derechos en fideicomiso, pudiendo en todo caso
pactarse lo siguiente:

I a IV . …

…

…

a) y b)

Artículo 404. El fideicomiso de garantía debe constar por
escrito. Tratándose de fideicomisos cuyo objeto recaiga

sobre bienes inmuebles deberá constar en escritura pú-
blica e inscribirse en el registro público de la propiedad
correspondiente.

Cuando el patrimonio del fideicomiso de garantía re-
caiga sobre bienes muebles y su monto sea igual o supe-
rior al equivalente en moneda nacional a doscientas cin-
cuenta mil unidades de inversión, las partes deberán
ratificar sus firmas ante fedatario público.

El contrato de fideicomiso de garantía será válido des-
de su constitución y la nulidad de alguna de sus cláusu-
las por contravenciones a lo dispuesto en esta ley no
producirá la nulidad del fideicomiso.

En caso de declararse nula alguna cláusula del contra-
to de fideicomiso de garantía, se aplicará supletoria-
mente lo dispuesto por esta ley.

Artículo 408. …

Los contratos de arrendamiento financiero deberán otor-
garse por escrito y deberán inscribirse en la Sección Única
del Registro Único de Garantías Mobiliarias del Regis-
tro Público de Comercio, en el folio electrónico del arren-
dador y del arrendatario, a fin de que surta efectos con-
tra tercero, sin perjuicio de hacerlo en otros registros
especiales que las leyes determinen.

…

…

Artículo 426. La transmisión de derechos de crédito efec-
tuada con motivo de una operación de factoraje financiero
surtirá efectos frente a terceros, desde la fecha en que haya
sido inscrita en la Sección Única del Registro Único de
Garantías Mobiliarias del Registro Público de Comer-
cio, sin necesidad de que sea otorgada ante fedatario pú-
blico.

Artículo Quinto. Se derogan los incisos a), b) y c) de la
fracción XI del artículo 25 de la Ley Federal de Derechos
para quedar en los términos siguientes:

Artículo 25. Por la realización de trámites relacionados
con las fracciones 1 y IV del artículo 27 Constitucional, se
pagará derechos conforme a las siguientes cuotas:
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I. a X. …

XL- Por la presentación extemporánea de los siguientes
avisos:

a) Se deroga

b) Se deroga

c) Se deroga

XIII a XIV. ...

Artículo Sexto. Se agrega una fracción al artículo 34 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y se re-
corre la actual XXXI, para quedar como sigue:

Articulo 34. ...

…

XXXI. Determinar y operar el sistema electrónico en el
que deberán realizarse las publicaciones que establez-
can las leyes mercantiles;

XXXII. Las demás que le atribuyan expresamente las
leyes y reglamentos. 

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Economía contará con el plazo
de un año contado a partir del día siguiente de la publica-
ción del presente Decreto en el Diario Oficial de la Fede-
ración, para establecer mediante publicación en este medio
de difusión, el sistema electrónico señalado en los artículos
50 Bis 2, 320 y 600 del Código de Comercio y los artícu-
los 9, 99, 119, 132, 136, 186, 212, 223, 228 Bis, 243, 247
y 251 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, así
como en la fracción XXXI del artículo 34 de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal.

Tercero. Para efectos de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, cuando en las mismas se haga referencia a
“notario o fedatario público”, “escritura”, “protocolo” y
“protocolización”, se entenderán incluidos los términos

“corredor público”, “póliza expedida por corredor”’, y
cualquier “libro de registro de corredor”, respectivamente.

Cuarto. Las disposiciones previstas en los artículos 163,
184, 199 y 201 de la Ley General de Sociedades Mercanti-
les, entrarán en vigor, en lo relativo a los derechos de mi-
norías, a partir del décimo día hábil posterior a la fecha de
publicación del presente decreto. Por lo anterior, todas las
sociedades que se constituyan a partir del día antes referi-
do tendrán que respetar los nuevos derechos de minorías en
sus estatutos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de
2012.— Diputado José Arturo Salinas Garza (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: A usted, señor iniciante. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Economía y de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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